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A MI MISMO: 

Ya que 1 a 6ni.<::a compeI:eric j a 
en .la que vale? J.a pona sor 
el. ganador,as en la que„ 3a 
finalidad es superar lo ya 
logrado,, o lograr aquéllo 
que parece ina 1 canzab 1 e, es 
decir, establecer sobre Jo 
n e g a t i v o , m is a u t:. o r e f e ri? n 
c i as. 

A MIS HERMANOS: 

Ejemplo de? verticalidad en 
todos sus actos . 

A TODOS LOS QUE CREEN EN MI. 

Al Licenciado 
Don SERGIO TREVIKO CAÑAMAR: 

Hombre ejemplar, quien por 
su Profesionalismo!, me he -
permi.tido tener 1 o como gui.a 

A MIS ABUELAS: 

CARMEN y MARGARITA, en pós 
tumo homenaje. Pues las si. 
go amando-

A la nueva 
en 1 a vida 
c.1.1 a, 
presa, 

o p o'r t u n¿tí m^y q u e 
se f o.r jk;. - d i a a 

de iniciar^ la nueva ein 
de cort't.ínuaV' ''lo' ya 

iniciado,, de enmendar lo -•• 
errado , r.lo saber aprovechar 
1. o y a 1 o g r a d o , d e I o g r a r 1 o 
insospechado - A„ H. L. 



D E D I C A T O R I A S 

A DIOSs 

Que me? gu.1 a „ qu ien por• ser 
p o s e e? ti o r d e t od o el P o c:l e i • y 
G1 o r i a, nada t. en g a q u & p f; r e 
c e r 1 e» más que? mi. fá ~>ince 
ra y el amor que me i.nspira„ 

T ambi é n dedico ésta T e sis a 
un hombre letrada cuya (Jni 
versidad fue 1 a vida„ en 3.a 
que su camino por «lia ha -• 
sido de1 .logros que? alcanzó 
r o n honradez: y es fuerzas« 
He refiero a mi Abuelo ROBE 
LIO LUNA GARZA, a quien amo 
entrañablemente. 

A MIS PADRES: 

Que i:ra to de horí rar con to 
dos mis actos» 

A MI ESPOSA MAYELA: 

Que me brinda apoyo y me da 
su amor y cari.Ro. 

A MIS HIJOS: 

Por quienes se incrementa 
mi fuerza y vo1 untad que 
me hacen cada d.ta un hom 
bre que lucha por mejorar. 
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P R O L O 6 O 

Los estudiosos del Derecho Fiscal como e?l 

Maestro Alfonso Corina Sutiérrez (Q.E.D.)? tuvieron fran 

co conocimiento de la necesidad de una Legislación más --

adecuada a la impartición de just.icia en la medida de la 

capacidad de los ciudadanos de nuestro País, gracias a 

hombres como el distinguido Juristaj se creú la Ley de -

Justicia Fiscal como el Tribunal Fiscal de la Federación 

además nuestra Legislación, alcanzó un nivel máximo en 

los elementos de respeto a los derechas de los goberna 

dos, de los particulares!! sin embargo, el tiempo asi c<d 

mo hace resal tar a Igunos va lores, «js nocivo para otros 

y el fin particular de ésta Tesis, es señalar que con el 

transcurso del tiempo, la Legislación Fiscal y Procesal 

Fiscal abandonó principios enarbolados y elevados al má 

>timo con la evolución del Código Fiscal hasta la Legis 

lación vigente de enero de .1967 a diciembre de 1902, 

pues dsspúés existe una declinación de principios en los 

que se atiende a facilitar a las Autoridades, su actuar, 

liberando las en exceso de las consecuencias de sus ac 

tos no apegados a derecho. Lo que manifiesto trato de 

apoyarlo a la lu:: de los preceptos; legales, no tanto de 

criterios doctrinarias. 



TESIS DE LEGISLACION FISCAL 

CAPITULO I 

LAS LEGISLACIONES 

A.- LA LEY DE JUSTICIA FISCAL 

En Materia Fiscal, 1.a Ley de Justicia Adminis-

trativa constituyó el paso trascendente en la búsqueda de la 

via más adecuada para lograr que un Organo imparcial decidie 

ra las controversias entre el Fisco Federal y los Contribuyen 

tes. 

Podemos encontrar que el articulo Tercero Trar» 

sitorio de la Ley de Justicia Fiscal que entró en vigor el 

dia primero de enero de 1937, señalabas 

"ARTICULO 3o.- Se suprimen el Jurado de infrac-
ciones fiscales y la Junta revisora del Impues 
to Sobre la Renta, derogándose todos los pre 
ceptos legales que atribuyen competencia a di-
chos cuerpos. 

Las resoluciones de las Juntas Calificadoras -
se consideraránP por tanto, como definitivas -
dentro del orden administrativo para el efecto 
de poder ser reclamadas ante el Tribunal Fig 
cal de la Federación." 

La Ley de Justicia Fiscal, da creación al Tribu 

nal Fiscal de la Federación como al procedimiento contencioso 

administrativos. Podernos observar tal situación en el conteni 
do de su articula .lo. 



"ARTICULO Id.- Se crea el Tribunal Fiscal de la 
Federación con las facultades que ésta Ley -
otorga* 

El Tribunal Fiscal de la Federación dictará — 
sus fallos en representación del Ejecutivo de 
la Unión»pero será independiente de la Secreta 
ría de Hacienda y Crédito Público y de cual 
quier otra Autoridad Administrativa." 

En el contenido de sus primeros diecinueve ar-

tículos, la Ley de Justicia Fiscal constituía una Ley Orgáni-

ca del Tribunal Fiscal de la Federación, sin embargo, en di. 

cha parte resalta el articulo 16 que es un avance en la Admi-

nistración de Justicia al disponer que el silencio de la Auto 

ridad también constituye resolución por el transcurso del -

tiempo en un término señalado en dicho precepto, asi tal dis-

posición , establecía s 

"ARTICULO 16.- El silencio de las Autoridades -
Fiscales se considerará como resolución negat¿. 
va cuando no dé respuesta a la instancia de un 
particular en el término que la Ley fije o, a 
falta de término estipulado, el de 90 dias." 

Los restantes artículos de la Ley de Justicia 

Fiscal, constituyen la regulación del procedimiento contencig, 

so administrativo; es decir, dicha Ley era a la vez un conjuQ. 

to de normas orgánicas como el establecimiento de preceptos -

subjetivos. 

En la parte subjetiva a través del artículos -

56 se establecieran las causas que generan la nulidad de las 



resoluciones que conforme al articula 14 podían impugnarse an 

te el Tribunal Fiscal. 

Como dato interesante y que servirá a la criti, 

ca que en capítulos posteriores haré, debo señalar el contení 

do del artículo 57 de la Ley de Justicia Fiscal, el cual dis-

ponía: 

"ARTICULO 57.- Los fallos del Tribunal Fiscal -
de la Federación, tendrán fuerza de cosa juzga 
da. 
Se fundarán en la Ley y examinarán todos y ca-
da uno de los puntos controvertidos. En sus -
puntos resolutivos expresarán con claridad los 
actos o procedimientos cuya nulidad se declare 
o cuya validez se reconozca." 

Cabe destacar también,que por las causa les que 

procedía la rn.ili.dad, se señalaba en el artículo que el Tri. 

bunal Fiscal tenía facultad para indicar de manera concreta -

en que sentido deberla dictarse la nueva resolución por la Ay. 

toridad Fiscal -

En cuanto a las pruebas admisibles, la Ley de 

Justicia Fiscal señalaba en su articulo f52, lo siguientes 

"ARTICULO 52.- Serán admisibles toda clase de -
pruebas. Excepto la confesión de las Autorida 
des. No se considerará comprendida en ésta — 
prohibición la petición de informes a las Autg. 
ridades Fiscales respecto de hechos que cons. 
ten en sus expedientes o de documentos agrega-
dos a ellos.11 

De éste precepto resal ta que la excepción no -



acogía a los particulares, es decir que si la Autoridad ofre-

cía la Confesional a cargo de particulares, en éste caso si -

serla admisible, lo que denota una desigualdad de las partes 

en el proceso. 

Otro rubro interesante es respeeto a la Juris-

prudencia, en la Ley de? Justicia Fiscal,, se establecía la fa-

cultad del Pleno del Tribunal Fiscal para crear su propia Ju 

risprudencia ? sin darle oportuni dad en el proceso de creación 

de dicha Jurisprudencia , a los part.' cu 1 ares . 

El articulo .11 de la Ley de Justjcia Fiscal sg 

Pialaba: 

"ARTICULO 11.- La Jurisprudencia del Tribunal -
Fiscal será obligatoria para el propio Tribu 
nal. Las Salas, sin embargo, podrán dejarla 
de aplicar siempre que hagan constar los mo 
tivos para la modificación. Cuando la Juris 
prudencia haya sido fijada por el Pleno, sólo 
éste podrá variarla. Si alguna de las Salas 
dicta un fallo en contra de la Jurisprudencia 
del Pleno, la parte perjudicada podrá ocurrir 
en queja, dentro de los cinco días siguientes 
de la notificación. El Pleno, si encuentra 
fundado el Agravio, revocará el fallo, salvo 
que éste deba subsistir por otros motivos lega 
les o que el Tribunal resuelva cambiar su Ji¿ 
risprudencia." 

En cuanto a la competencia del Plc?no, el arti-

culo .13 seña 1 aba lo si gu.i en te s 

"ARTICULO 13.- Serán facultades del Plenos 
VI.— Intervenir a instancia de alguno de loa 
Magistrados o de la Secretaria de Hacienda y 



Crédito Público, para fijar la Jurisprudencia 
del Tribunal, cuando las Salas dicten resolu-
ciones contradictorias.11 

Es interesante observar que en este proceso no 

se establecía un determinado número de fallos en el mismo sen 

tido, para establecer un criterio Jurisprudencial; para for 

mar la Jurisprudencia solamente se tendría que señalar por al, 

guno de los Magistrados, o por la Secretaria de Hacienda y 

Crédito Público, la contradicción de sentencias dictadas por 

la Sala; en éste proceso no se establece la intervención de -

los contribuyentes, ya que las sentencias contradictorias po-

drían denunciarse por la Secretaria de Hacienda y Crédito Pú-

blico, por lo que dicha Secretaria tendría acceso a denunciar 

contradicciones que le fueran contrarias a su interés, de ahi 

que el proceso de creación de Jurisprudencia, tampoco se en 

cuentra balanceado en cuanto al principio de igualdad de las 

partes, pues en cuanto a la competencia del Pleno para fijar 

dicha Jurisprudencia, no se establecía como único Organo para 

estudiar las contradicciones y que esto fuera en forma impar-

cial, pues dichas contradicciones también podían ser denuncia 

das por la Autoridad Fiscal, más no por los particulares» 

El hecho de que se permitiera a la Secretarla 

de Hacienda y Crédito Público, denunciar las contradicciones 

que sirviera para fijar la Jurisprudencia, no establecía la -

parcialidad o imparcialidad del criterio del Pleno, sin embar 

go, una Ley se encuentra más balanceada cuando se permite ÍQ-



volucrarse en ella a toda«? las partes que se señalen como po-

sibles afectadas, por lo que e« evidente que para fijar la Ju 

risprudencia del Tribunal, no se permitía la intervención de 

los particulares y por ello no existía balance entre los inte 

reses involucrados. 

La Ley de Justicia Fiscal entró en vigor el 

dia primero de enero de mil novecientos treinta y siete, a un 

año de la entrada en vigor de esa Ley, es decir para mil nove 

cientos treinta y ocho, ya existían Tesis del Pleno que se se 

Pialaban como Jurisprudencia obligatoria para las Salas del 

Tribuna] Fiscal de la Federación. 

Asi encontramos que e-n la resolución del Pleno 

de fecha treinta y uno de marso de mil novecientos treinta y 

ocho, se establecía el siguiente criterio con el carácter de 

Jurisprudencia s 

"RESOLUCION DEL PLENO DE 31 DE MARZO DE 1938.-
Del examen del articulo 20 mencionado, aparece 
que efectivamente los causantes del Impuesto -
Sobre la Renta que obtengan utilidades gravft-
bles menores de dos mil pesos, y que sus ingre 
sos anuales sean menores de cinco mil* no es. 
tán obligados a hacer declaraciones» presumién. 
dose que están exceptuados del pago del Impues 
ta Sobre la Renta." 

Dicha Tesis del Pleno que constituía Jurispru-

dencia se aplicaba a las sentencias pronunciadas por el Tribu 

nal Fiscal de la Federación, asi se podía apreciar en la Re 



vista del Tribunal Fiscal de la Federación, sabré las senten-

cias pronunciadas de los años de mil novecientos cuarenta y -

nueve, al primer semestre de mil novecientos cincuenta. Tomo 

I, y la Jurisprudencia a la que acabamos de hacer mención, 

sirvió como antecedente en la emisión de la resolución de die 

ciseis de febrero de mil novecientos cuarenta y nueve, Tomo I 

Páginas .1 a 5. 

En relación a las sentencias de las Salas del 

Tribunal Fiscal de la Federación y a la facultad de el Pleno 

para establecer la Jurisprudencia de dicho Tribunal de mil no. 

cientos treinta y siete, fecha de la entrada en vigor de la ~ 

Ley de Justicia Fiscal de rn.il novecientos cuarenta y seis, 

las Autoridades Administrativas solamente podrían recurrir 

las sentencias de las Salas mediante el Recurso de Queja por 

violación a la Jurisprudencia del Pleno en la que incurrieran 

a través de la emisión de las sentencias las Salas de dicho 

Tribunal} claro es que la queja también era un medio utiliza-

do por los particulares, solo para exponer como agravios la -

violación a la Jurisprudencia del Pleno, teniendo la obliga 

ción de expresar en el escrito de recurso específicamente -

cuál Jurisprudencia se consideraba fue dejada de observar por 

la respectiva Sala a quien se consideraba trasgresora del cri. 

terio Jurisprudencial establecido por el Pleno del Tribunal -1-

Fiscal -



A mi criterio, lo establecido en el articulo -

57 de la Ley de Justicia Fiscal en el sentido de que los fa 

lias del Tribunal Fiscal de la Federación gozaban de la fuer-

za de cosa juzgada, se vela reducido por la existencia del Rg, 

curso de Queja por violación a la Jurisprudencia del Pleno. 

Además de lo anterior, podemos establecer que 

los particulares que consideren se cometió en su perjuicio 

una violación de las garantías individuales, podían como pue-

den actualmente, acudir demandando ante los Tribunales compe-

tentes del Poder Judicial Federal el amparo y protección de -

la Justicia Federal, lo que desvirtuaba el contenido del refe 

rido articulo 57 en el sentido de considerar que los fallos 

del Tribunal Fiscal tendían fuerza de cosa juzgada;dicha cali, 

dad se tenia en caso de que 1 as sentencias fuesen favora-

bles a los particulares, pues en este sentido las Autoridades 

Administrativas no encontraban apoyo en recurso alguno para r-

recurrir el fondo de las sentencias dictadas por el Tribunal 

Fiscal de la Federación que no fuesen favorables a su inte-

rés. 

Mediante la Ley de 30 de diciembre de 1946 se 

creó un recurso ante la Suprema Corte de Justicia de la Na-

ción contra las sentencias dictadas por el Tribunal Fiscal de 

la Federación; asi mismo, mediante Ley de 29 de Diciembre de 

1948, se creó un Recurso de Revisión ante la Suprema Corte de 



Justicia de la Nación contra las sentencias dictadas por el 

Tribunal Fiscal de la Federación en los Juicios de Nulidad 

promovidos contra las resoluciones de las Autoridades del De, 

partamento del Distrito Federal, lo que evidentemente restó 

en forma total la calidad de cosa juzgada señalada en el art^ 

culo 57 respecto a los fallos del Tribunal Fiscal de la Fedg. 

ración. 

B-- CODIGO FISCAL DE 1938. 

Este cuerpo normativo entró en vigor en toda -

la República Mexicana, el 31 de Diciembre 193B y amalgama 

principios generales del Derecho Fiscal, constituyéndose como 

el Código Tributario por excelencia. 

En el articulo 11 del Código Fiscal de la Fedg 

ración vigente del día 31 de Diciembre de 1938, hasta el 31 -

de Mayo de 1967 se establecía que a falta de las Leyes Fisca-

les respectivas o de las disposiciones del Código Fiscal po 

dría api icarse supletoriamente el derecho común. 

También en el articulo 11 del Código Fiscal de 

193B, se estableció como principio, la aplicación estricta de 

las normas de Derecho Tributario que establecían cargas a los 

particulares, tanto como excepciones a las propias normas. 

En cuanto a los diversos responsables en Mate-



10. «3 

ría Fiscal el articulo 27 señalaba a los causantes que podían 

estar obligadas ya sea en forma solidaria, sustitutiva y o b -

jetiva, habiendo contradicción en dicho precepto, pues el de^ 

dor sustituido no quedaba relevado de sus obligaciones fisca-

les, sino que seguía solidariamente obligado, lo que evidente 

mente constituye una contradicción con el régimen de sustitu-

ción . 

En el articulo 31 del Código en mención9 se es 

tabléela el momento en que nacían los créditos fiscales seña-

lando que era conforme & la realización de las situaciones 

previstas en la Ley que dieran origen a una obligación tribu 

taria para con el Fisco Federal. 

El Código del 38 también señaló la obligación 

de las Autoridades de devolver las cantidades pagadas indebi-

damente por los particulares o cubiertas en cantidad mayor de 

la debida; respecto a la indemnización al Fisco Federal por - -

falta de pago oportuno, el Articulo 207 del Código 38 conside 

ró precisamente el recargo como una indemnización al Fisco Fe, 

deral por falta de pago oportuno establecido que la tasa apli. 

cable lo seria el 2"A mensual con limite del 48%. 

Es el Articulo 213 del Código Fiscal de 31 de 

Diciembre de 1738, el que establecía los requisitos de las ac 

tas que emitieran los Inspectores y que fuesen relativas a — 



una visita domici1 iaria. 

En cuanta a la negativa ficta ésta se estable-

cía en el Articulo 162, pero era limitativa para hacerse va. 

ler ante el Tribunal Fiscal de la Federación mediante Juicio 

de Nulidad. 

En el Código de 31 de Diciembre de 1938, se 6Q. 

contraba en forma indirecta, señalado en la fracción VII del 

Articulo 160 la prohibición de las Autoridades Fiscales d© 

anular o revocar las resoluciones favorables a los particula-

res. 

Por lo que respecta a la representación ante --

las Autoridades Fiscales el Articulo 175 del Código de ref^ 

renda, establecía la prohibición de la gestión de negocios, 

ya que disponía solamente sobre la facultad de rendir prueba^ 

y presentar alegatos a aquéllos que hubiesen sido autorizado^ 

en forma escrita con la calidad de patrono. 

Para las notificaciones en el Código del 38 ss 

establecía que éstas surtían efectos el mismo dia en que se ^ 

practicaban y en la fracción V del articulo 72 se estableció 

de dar efectos de notificación a la manifestación que hicij^ 

ran el interesado o su represen tanto legal de conocer un -

acuerdo o resolución. 



En materia de Recursos Administrativos, el Ar-

ticulo 19 señalaba que contra las resoluciones dictadas en Ma 

teria Fiscal Federal, solo procederían los Recursos Adminis,— 

trativos establecidas par los Ordenamientos Fiscales y que a 

falta de disposición al respecto, serian improcedentes las in 

tancias de reconsideración que se hicieran valer. 

Asi misma dicho precepto señala las normas ge-

nerales para la tramitación de los Recursos Administrativos -

que no tengan una regulación especifica en las Leyes que los 

señale. 

Cabe destacar que el Recurso concedido por el 

Código Fiscal para expresar violaciones de fondo, tanto como 

de procedimiento, lo constituía el llamado de inconformidad. 

En cuanto a los actos o resoluciones derivados 

del procedimiento administrativo de ejecución que pudieran 

afectar a los particulares, solamente eran atacables mediante 

Juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación. 

Asi mismo, en los Artículos 111, 116 y 118 se 

establecían las Tercerías Excluyentes de Dominio. 

También el Código anterior señalaba la Terce— 

ria de preferencia. 



El Código Fiscal de 1930, no contenia disposi-

ciones en materia de regulación al procedimiento contencioso 

admin istrativo; tampoco con tenia disposiciones de regulación 

a la forma de actuar y la competencia del Tribunal Fiscal de 

la Federación. 

El l.egis 1 ador non in t.erés de perfeccionar 1 as 

disposiciones fiscales al encontrar que el Código de 38, aún 

de ser un avance, no era un Código perfecto, efectúa un estu-^ 

dio a dichas disposiciones y concluye con la derogación de di. 

cho Código y la creación dr»l Código Fiscal de? la Federación, 

vigente a partir del dia Jo. de abril de 1967. 

EJ. Código de 1967, os otro gran avance en mate 

ria de Legislación Fiscal, 

C-- CODIGO FISCAL DE 1967. 

til Cód ign Fisca? de 1967 es tabi ree un gran -

avance en Materia de Legislación Fiscal, puesto que figuras -

que se encontraban reguladas en forma dispersa en el articula 

do que se con ten ia en su Código antecesor, se regularon en ca 

pitu los compi etos que 1 os determinaban en forma mAs c1 ara. 

Un gran avance existió en Ja Legislación Fis-



cal, puesto que materias importantes como la prescripción, la 

caducidad, 1 ¿a visita domiciliaria, los decursos administrati-

vos y el procedimiento contencioso administrativo, encontra-

ron una regulación más concreta y adecuada, estableciéndose -

capítulos específicos, incluso títulos especiales para ello, 

en el Código Fiscal de la Federación vigente, a partir del -

lo. de abril de 1967. 

En el articulo lo. del Código Fiscal de 1967¡, 

se incorpora la regla contenida en ral artículo 11 del Código 

anterior, man teniéndose dicha disposición de 1967 sin modifi-

cación alguna, hasta diciembre de 1982. 

Asi el articulo lo. seña]aba lo siguiente: 

"Los impuestos, derechos y aprovechamiento, se 
regularán por las Leyes Fiscales respectivas, 
en su defecto por este Código y supletoriamen-
te por el derecha común. 
Las productos se regularán por las indicadas 
disposiciones o por lo que en su caso preven-
gan los contratos o concesiones respectivas." 

Respecto al carácter de Jas normas de Derecho-

Tributario el artículo 11 seña 1aba al respecto: 

"Las Normas de Derecho Tributario que establez-
can cargas a los particulares y las que se se-
ñalen excepciones a las mismas, serán de apli-
cación estricta." 

Esta disposición se conservó sin modificación 

hasta diciembre de 19B2. 



Sin embargo, dic:ho precepto contenia en el seri 

tido más amplio, la interpretación de aquello que se pudiese 

considerar como carga a un particular derivada del Derecho -

Tributario, ya que es evidente que todo tipo de obligación a 

cargo de un particular,puede ser interpretada como una carga. 

Respecta a la obligación solidaria en el Códi-

go de 1967, se establecen los sujetos que se señalan como res 

ponsables solidarios con los contribuyentes, a través del ar-

ticulo ¿4, pudiéndose señalar que los criterios que se des-

prendían del Código anterior, pueden diferenciarse en cuanto 

al tipo de responsabilidad solidaria, desde el punto de vista 

doctrinario, sin embargo, diversos autores en la crítica que 

se hace a la responsabi1idad solidaria han señalado en sus 

puntos de vista, situaciones interesantes para definir la res 

ponsabilidad solidaria y sus elementos. 

El Maestro Sergio Francisco de la Garza, en su 

Libro Derecho Financiero Mexicana, se remite al criterio sos-

tenido por el Licenciado Eugenio Arriaga Mayes el que distiQ-

gue a la responsabilidad tributaria por adeudo propio y la -

responsabilidad solidaria por deuda ajena, pues como dice el 

Maestro de la Garza, de acuerdo a lo sostenido por el LiceQ 

ciado Arriaga Mayes, se justifica con la contemplación de res 

ponsabilidad por deuda ajena-en la "Solidaridad que hizo el -

Código Fiscal de la Federación de 1967", "considerando que pfi 

dian ser útiles desde el punto de vista doctrinario,. para ex-



plicar las razones por las cuales un tercero podría resultar 

responsable del crédito Fiscal por considerar innecesarias di 

chas clasificaciones, pues al Derecha positivo le era sufi-

ciente reunir en una sola forma de responsabi1idad, los casos 

que antiguamente regulaban por separados". Por tanto, los — 

presupuesto« de la responsab.iljdad "por deuda ajena" son para 

Arriaga Mayes, los siguientes: A).- Carácter legal. B).- La 

existencia de un hecho generador del crédito fiscal atribui 

ble al sujeto pasivo principal. C).- Incumplimiento de una -

obligación tributaria por parte del «sujeto directo, (Lo cual 

es exacto en lo relativo a la responsabi1ídad solidaria y a 

la obj estiva, pero no a la sus ti tu tas, en que no hay tal innum 

p.limic?nto) . 0) .- La existencia de circunstancias distintas -

a 1 hecho generador, dental suerte que "cuando el tercera no -

ha cumplida can esta clase: de obligaciones formales y de auxi. 

lio para la Administractón Pública, la L.ey la hace extensiva 

esta responsabilidad. (Lo cual también es parcialmente cier-

to , en tratándose dej la responsabi 1 idad s-ilidaria, pero no de 

la obj etiva o de la sus ti, tu ta, que tiene otros presupuestas. 

E ) D e carácter compl c?mert t¿*rj o. F).- Presupone siempre la — 

omisión o falta de pago de la obligación tributaria, lo cual 

también es parcialmente cierta, tratándose de la responsabili 

dad objetiva y solidaria, pera no de la sustituta. G).~ Nece-

sita un acta administrativa debidamente fundado y motivado, -

H).- Debidamente notificado. I).- Dando una elección de cobro 

a la Administración. y J).- Suponiendo una subrogación. 
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Efectivamente siguiendo las ideas del Licencie» 

do Eugenio Arriaga Mayes, es correcta la clasificación que -

efectúa de los elementos o presupuestos de la responsabi1idad 

por deuda ajena; es indispensable la voluntad del Legislador 

para la creación de dicha obligación^ es decir debe estar e§ 

tablecida en derecho, de tal forma que los sujetos que se con 

sideren responsables solidariamente por deuda ajena deben es-

tar claramente establecidos en la Ley. 

Asi el articulo 14 del Código Fiscal de 1967 

estableció la responsabilidad solidaria y los casos por la 

cual podría determinarse dicha responsabi1idad a través de -

seis fracciones ahi contenidas, las cuales se conservaron sin 

modificación hasta Diciembre de 1979, puesto que a partir del 

lo. de enero de 1980 dicho precepto se vio adicionado por cin 

co fracciones más y el texto adicionado se conservó hasta que 

perdió vigtancia el Código de 1967, cabe resaltar que la apre-

ciación efectuada por el Licenciado Eugenio Arriaga Mayes es 

válida, en virtud de que efectivamente los sujetos que adquie 

ren la calidad de responsables solidarios, solamente pueden -

ser aquéllos a quienes la Ley les impute dicha calidad, dife-

rencia al sujeto pasivo obligada directo, el cual se determi-

na ©n relación a la propia actividad económica objeto de la 

imposición. 



El articulo 17 del Código de 1967, establece -

el momento en que nace la obligación Fiscal, siendo su conte-

nido el siguientes 

"La Obligación Fiscal nace cuando se realizan — 
las situaciones jurídicas o de hecho, previs-
tas en las Leyes Fiscales. 
Dicha Obligación se determinará y liquidará 
conforme a las disposiciones vigentes en el mo 
mentó de su nacimiento; pero le serán aplica 
bles las normas sobre el procedimiento que se 
expidan con posterioridad«" 

Esta disposición se conservó intacta desde la 

fecha en que entró en vigor el Código de 1967 hasta diciembre 

de 1982. 

También es importante señalar el contenido del 

primer párrafo del articulo 18 del Código Fiscal de 1967 que 

hacia la definición siguientes 

"El Crédito Fiscal es la obligación Fiscal de-
terminada en cantidad liquida y debe pagarse 
en la fecha o dentro del plazo señalado en las 
disposiciones respectivas." 

/ 

Originalmente dicha disposición señalaba en -

tres fracciones, cuáles eran o cuáJ era el término en que de 

be pagarse una obligación Fiscal determinada en cantidad 11. 

quida, cuando habia falta de disposición expresa en las leyes 

respectivas, sin embargo, a pactir de enero de 1982, la frac 

ción II fue modificada para adecuar dicha disposición a la — 

L»y del Impuesto Sobre la Ren*a, que se propuso y que estuvo 



vigente a partir del mes señalado del año de 1982. 

Dicha fracción en su texto original señalaba lo 5¿ 

guientes 

"Si es a los sujetos pasivos o responsa 
bles solidarios a quien corresponde deter 
minar en cantidad liquida la prestación 
dentro de los veinte días siguientes al -
nacimiento de la obligación Fiscal." 

En su modificación señalaba lo siguientes 

"Si es a los sujetos pasivos o responsa-
bles solidarios a quienes corresponde de-** 
terminar en cantidad liquida la presta-
ción dentro de los veinte días Siguier}, 
tes al nacimiento de la obligación Fig. 
cal, pero tratándose de personas obliga— 
das a'efectuar retenciones, el pago se hâ 
rá á más tardar el dia 15 o el siguiente 
día hábil si aquél no lo fuere, del mes 
inmediato posterior al en que se hubiere 
hecho la retención." 

Hemos señalado el cambio que hubo en di 

cho precepto sin embargo lo medular es la definición que 

en dicho Código se efectúa del término "Crédito Fiscal". 

En el Código de 1967 se señaló la obliga-

ción de las Autoridades a devolver las cantidades que -

hubieran sido pagadas indebidamente;, estableciéndose las 



causales por las que procedía la reclamación a dicha de-

volución en un texto que conservó su redacción original 

desde la fecha de su promulgación hasta Diciembre de 

1982. En el Código de 1967 se señaló la figura de pres-

cripción liberatoria de obligaciones a cargo de los par-

ticulares por el transcurso del tiempo después de haber 

determinado una obligación Fiscal en cantidad liquida y 

el contenido de dicho articulo es el siguientes 

"Las obligaciones ante el Fisco Federal y 
los créditos a favor de éste por impues-
tos , derechos, productos o aprovechamien 
tos, se extinguen por prescripción en el 
término de cinco años. En el mismo plazo 
de extingue, también por prescripción, la 
obligación del Fisco de devolver las can-
tidades 'pagadas indebidamente" 

La prescripción del crédito principal ex-

tingue simultáneamente los recargos, los gastos de ejecu 

ción y en su caso, los intereses. 

La prescripción se inicia a partir de la 

fecha en que el crédito o el cumplimiento de la obliga--

ción pudieran ser legalmente exigidos y será reconocida 

o declarada por la Secretarla de Hacienda y Crédito P ú — 

blico, a petición de cualquier interesada. 



Dicho texto permaneció inalterado hasta -

diciembre de 1979, a partir de enero de 19fl0, es modifi-

cado el primer párrafo para quedar en 1 a siguiente forma 

"Las obligaciones ante el Fisco Federal y 
los créditos a favor de éste, por impueg, 
tos, derechos, productos o aprovechamien-
tos, se extinguen por prescripción en el 
término de cinco años. En el mismo plazo 
se extingue también por prescripción, la 
obligación del Fisco de devolver las can-
tidades pagadas indebidamente y las que 
procedan conforme a las Leyes Fiscales." 

Otra de las grandes figuras y avances le-

gislativos en materia fiscal, lo constituye loa princi.— 

pios para 1 a revisión de 1 as obligaciones fiscales me 

mediante visitas domiciliarias que se le permite efec 

tuar a la autoridad a través del articulo B3 del Código 

Fiscal de la Federación, asi cuma la regulación de la vi 

sita domiciliaria que se lleva a cabo en el articulo 84 

y el respecto a la garantía de audiencia que se estable-

ce en este precepto a través de la inconformidad en con 

tra de 1 os hechos circunstanc;iados en 1 as actas de Audi-

toria. 



Este ú 1 ti mu te>; to estuvo vigente hasta Di 

ciembre de 1975, pues en enero de 1976, les fueron 

adicionadas las fracciones VIII y IX; la fracción V I H -

se refiere a la forma de presumir ingresos que se des 

prenden de documentos o qut* st.j encuentren en el domic i. 

lio del visitado a nombre de otras personas o aún sin -

nombre alguno, asi como también los que se encuentren en 

el domicilio de terceros con operaciones eri las que apa-

rezca el nombre del visitado, luego la fracción IX esta-

blece las facultades conocidas como estimativa y la f a — 

cul tad detarmiriadora. 

Por lo que respecta a la adición efectua-

da y que se contiene en la fracción X se refiere a la -

posibilidad de que las autoridades hagan efectiva al su-

jeto pasivo o responsable solidaria una cantidad igual -

al Impuesto que hubiera determinado en cualquiera de las 

últimas declaraciones periódicas o provisionales, en la 

definitiva o en la que resulte para dichos periodos de -

la determinación formulada por la Autoridad, según co 

rresponda, cuando hubieran omitido presentar oportunameri 

te alguna declaración subsecuente, para el pago del Ir& 

puesto que ha retenido dicha liquidación provisional, -



Respecto al Articulo 83, su texto orig.i. 

nal fue variado por primera vez en enero de 1973, y -

esto aconteció sobre la fracción I, ya que originalmente 

establecía de entre las facultades de la Autoridad para 

determinar la existencia del Crédito Fiscal, dar las ba-

ses de su liquidación o fijarla en cantidad liquida cer-

ciorándose del cumplimiento de las disposiciones fisca— 

les incluso para comprobar la comisión de las infraccio-

nes a dichas disposiciones: 

"I.- Practicar visitas en el domicilia o -
dependencia de los sujetos pasivos,de los 
responsables solidarios o de los terceros 
para revisar sus libros, documentos y co-
rrespondencia que tengan relación can las 
obligaciones fiscales" 

En la niodificación vigente a partir de — 

enero de 1973, dicha fracción señaló lo siguiente: 

"I.- Practicar visitas en el domicilio o -
dependencia de los sujetos pasivos,de los 
responsables solidarios o de los terceros 
y revisar sus libros, documentos y correg 
pondencia que tengan relación con las -
obligaciones fiscales y en su caso, asegu 
rarlos, dejando en calidad de depositario 
al visitado, previo inventario que al -
efecto se formule»" 



Este último texto estuvo vigente hasta D¿ 

ciembre de 1975, pues en enero de 1976, les fueron adjL 

cionadas las fracciones VIII y IX; la fracción VIII se -

refiere a la reforma de presumir ingresos que se despren 

dan de documentos o que se encuentren en el domicilio — 

del visitado a nombre de otras personas o aún sin nombre 

alguno, asi como también los que se encuentren en el do-

micilio de terceros con operaciones en las que aparezca 

el nombre del visitado. 

Así mismo, con la adición de la Fracción 

X, a partir del lo. de enero de 1980, fueron modificadas 

el primer párrafo el Articulo 83 y la fracción III. 
y • 

En el primer párrafo se adiciona como fa-

cultad la consistente a comprobar la comisión de delitos 

fiscales, elemento que no contenia dicho párrafo en su -

texto original, luego el texto original del artículo 83 

se contenia de la siguiente forma: 

"III.- Solicitar del sujeto pasivo, res-
ponsables solidarios o terceras, datos o 
informes relacionados con el cumplimiento 
de las disposiciones fiscales." 



El texto vigente a partir del la. de ene-

ro de 1980, se cántenla de la siguiente forma: 

"III.- Solicitar del sujeto pasivo, respori 
sables solidarios o terceros, con el fin 
de que exhiban en su domicilio o en las 
oficinas de las propias autoridades ,los 
libros de contabilidad o demás documentos 
que se estimen necesarios para comprobar 
el cumplimiento de las disposiciones fis-
cales, asi como que proporcione los datos 
o informes relacionados con dicho cumpli-
miento • 

Cuando al verificar el cumplimiento de — 
las obligaciones Fiscales de los sujetos 
pasivos o responsables solidarios, sea ne 
cesario recabar de los propios responsa-
bles o de terceros, datos, informes o do-
cumentos relacionados con los hechos que 
se deban comprobar, una vez realizadas ---
las compulsas, la Autoridad Fiscal hará -
saber aüs resultados a dichos sujetas pa-
sivos:'o responsables solidarios, teniéndo 
seles por conformes con dichos resulta-
dos, si dentro del plazo de veinte días -
no manifiestan sus observaciones ni ofre-
cen las pruebas documentales pertinentes 
o idóneas para desvirtuarlos." 

En este sentido existe un gran avance en 

materia de garantías constitucionales, puesto que se res 

peta el principio de la garantía de audiencia en favor 

de aquellos a quienes las Autoridades les hubieren ejer 

cido la facultad a que hizo referencia la fracción III 

del Articulo 83 del Código Fiscal de la Federación vigeri 

te a partir del lo. de enero de 1980. 



En la reforma que entró en vigor el lo. -

de enero de 1981, dicho Articulo fue modificado., puesto 

que fue derogada la fracción X y la redacción con dicha 

derogación se mantuvo vigente hasta diciembre de .1982„ 

A mi juicio, el Articulo 84 del Código -

Fiscal de la Federación de .1967, constituye el máximo --

exponente del respeto a la garantía de seguridad jurídi-

ca, pues en dicho precepto se establece con claridad las 

formalidades que deberán cumplir durante una visita, las 

Autoridades Administrativas en el procedimiento de visi-

ta domiciliaria, puesto en dicha disposición se en — 

cantraron señalados '.los requisitos que debían contener -

desde la orden de Auditoria como la forma de hacerla del 

conocimiento de quien resultara afectado por dicha o r — 

den, asi como las formalidades que deberían de reunirse 

durante la diligenciación de la visita domiciliaria y -

aquellas señaladas para el cierre del acta en la que se 

circunstanciarán todos los hechos observados por los au-

ditores. 

En dicha disposición también se estable 

ce el respeto a la garantía de audiencia en favor de los 



afectados por el contenido o circunstanciación de hechos 

de las actas finales de visita domiciliaria. 

Dicha disposición ha sido el máximo ex.—-

ponente de una perfecta armonía con las garantía» consti 

tucionales, lamentablemente como veremos con posteriori-

dad, habiendo litigado el Legislador a una nórma con ele-

mentos de perfección, las legislaciones posteriores se -

alejaron diametralmente de los principios constituciona-

les que encontraron en dicha disposición su nivel máxi— 

mo. 

El antecedente de las visitas domicilia-

rias y los requisitos' tjura se tenían que cumplir para -

las actas de Auditoría se encontraban dispersos en diver 

sas disposiciones contenidas a través del Código Fiscal 

de 3.938, por lo que el Legislador al situar todas esas -

disposiciones en un solo precepto, fací 1 itó a los parti-

culares la posibilidad de enterarse de los requisitos y 

formalidades para una correcta visita domiciliaria s e — 

guida por las AuLoridades Administrativas en ejereicio -

de las facultades que se señalan en el Código Fiscal de 

la Federación. 



Al enterar en vigor el Código de 1967, el 

Articulo 84 se encontraba redactado de la siguiente for-

ma: 

"ARTICULO 84.- Las visitas domiciliarias -
para comprobar que se han acatado las dis 
posiciones fiscales se sujetarán a lo si-
guien tes 

I.- Sólo se practicarán por mandamiento -
escrito de Autoridad Fiscal competente -
que expresarás 

A.- El nombre de la persona que debe 
recibir la visita y el lugar donde ésta 
debe llevarse a cabo. Cuando se ignore — 
el nombre de la persona que deba ser visi 
tada se señalarán datos suficientes que 
permitan su identificación. 

B E l nombre de las personas que — 
practicarán la diligencia, las cuales po-
drán ser sustituidas por la Autoridad que 
expidió la orden y en este caso se comuni. 
cará por escrito al visitado del nombre -
de 1os sustitutos. 

C.- Los Impuestos o derechos de cuya 
verificación se trate y, en su caso, los 
ejercicios, a los que deberá limitarse la 
visita. Esta podrá ser de carácter gene 
ral para verificar el cumplimiento de las 
disposiciones fiscales durante cierto — 
tiempo o concretarse únicamente a de te r mi. 



nados aspectos. 

II.- Al iniciarse la visita se entregará 
la orden al visitado o a su representante 
y si no estuvieren presentes a quien se -
encuentre en el lugar en que debe practi-
carse la diligencia. En el mismo acto se 
identificarán los visitadores. 

III.- El visitado será requerido para que 
proponga dos testigos y que en su ausen— 
cia o negativa de aquél, serán designa— 
dos por el personal que practique la vi-
sita. 

IV.- Los libros, registros y documentos 
serán examinados en el establecimiento, 
domicilio y oficina del visitado. Los lí 
bros solo podrán recogerse cuando se des-
cubra más de un juego y los asientos no -
coincidan para una misma contabilidad, y 
los documentos cuando carezcan total o -
parcialmente de las estampillas que pre-
venga la Ley. 

V.- Los visitadores harán constar en el -
acta los hechos u omisiones observados. 
Las opiniones de los visitadores sobre el 
cumplimiento o incumplimiento de las dis-
posiciones fiscales o sobre la situación 
financiera del visitado, no producirán — 
efectos de resolución fiscal. 

VI.- Al concluirse la visita se levantará 
acta en la que se harán constar los resul. 
tados en forma circunstanciada. El visi-
tado o cualquiera de sus empleados podrá 
expresar en el acta si está conforme con 
su contenido o los motivos de su inconfo£. 
midad expresados, en forma también c i r -
cunstanciada • 

VII.- El visitado, los testigos y los vi-
sitadores firmarán el acta» Si el visita 
do o los testigos se niegan a firmar asi 
lo harán constar los visitadores, sin que 
ésta circunstancia afecte el Valor proba 
torio del documento. Un ejemplar del ac.-
ta se entregará en todo caso al visitado 
o a la persona con la que se entienda la 



diligencia, y 

VIII.- Con las mismas formalidades indica 
das en el inciso anterior, se levantarán 
actas parciales o complementarias para ha 
cer constar hechos concretos en el curso • 
de una visita o después de su conclusión. 

A partir de enero de 1973 entraron en vi_-

gor las reformas que se efectuaron a las fracciones IV, 

V, VI, VII y VIII y como podré observarse en la continua 

perfección de las disposiciones fiscales que fue un ele 

mentó distintivo de la Legislación en la época de refe 

rencia, encontramos que originalmente el articulo 84 res 

petando la garantía de audiencia permitió a los involu— 

erados en una visita domiciliaria el manfiestar los moti 

vos de inconformidad que tuvieren respecto a los hechos 

y observaciones circunstanciados en el acta final por -

los visitadores, sin embargo originalmente solamente se 

permitía dicho derecho en el mismo acto del -cierre del — 

acta final, por lo que en su continuo perfeccionamiento, 

el Legislador Fiscal modificó la fracción VIII otorgando 

a las» particulares un término razonable para la manifes-

tación de sus motivos de inconformidad, con un término -

también prudente para la exhibición de las pruebas perti. 

nentes señalándose en las fracciones reformadas el tex-

to siguiente: 

"IV.- Los libros, registros y documentas 



serán examinados en el domicilio, establg. 
cimiento o dependencias del visitado. 
Para tal efecto, el visitado deberán man.-
tenerlo a disposición de los visitadores 
desde el momento de la iniciación de la -
visita, hasta su terminación, la Secreta-
cretarla de Hacienda y Crédito Público ta 
mará las medidas necesarias para el c u m — 
plimiento de éste precepto. 

Los libros, registros y documentos solo -
podrán recogerse: 

A).- Cuando únicamente existan libros, -
registros o sistemas de contabilidad 
que no estén autorizados; 

B ) C u a n d o se encuentren libros, regis-
tros o sistemas de contabilidad cu-
yos asientos o datos no coincidan — 
con los de los autorizados; 

Cuando no se hayan presentado decla-
raciones o manifestaciones Fiscales 
respecto del o los ejercicios objeto 
de;'la visita; 

Cuando los datos registrados en los 
libros, registros o sistemas de con-
tabilidad autorizados, no coincidan 
con los asentados en las declaracio-
nes o manifestaciones presentadas; 

E).~ Cuando los documentos carezcan total 
o parcialmente de las estampillas -
que prevengan la Ley o no estén r e — 
gistrados en los libros, registros o 
sistemas de contabilidad autoriza-
dos; 

C).-

" D).-

V.- Los visitadores harán constar en el 
acta los hechos U omisiones observados y 
al concluir la visita, cerrarán el acta 
haciendo constar los resultados en forma 
circunstanciada* 
Los opiniones de los visitadores sobre el 
cumplimiento o incumplimiento de las dis 
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posiciones fiscales o sobre la situación 
financiera del visitado, no producirán 
efectos de resolución Fiscal. 

VI.- El visitado o la persona con la que 
se entienda la diligencia, los testigos y 
los visitadores firmarán el acta. Si el 
visitado o los testigos se niegan a f i r — 
mar,asi lo harán constar los visitadores, 
sin que ésta circunstancia afecte el var-
lor probatorio del documento. Un ejemplar 
del acta se entregará en todo caso al vi-
sitado o a la persona con quien se entieo, 
da la diligencia. 

VII.- Con las mismas formalidades, indica 
das en la fracción anterior, se levanta-
rán actas parciales o complementarias pa-
ra hacer constar hechos concretos en el -
curso de una visita o después de su COQ.~ 
clusión y 

VIII.- El visitado o quien lo represente, 
deberá expresar dentro de los veinte dias 
siguientes a la conclusión de las actas, 
ante la Secretaria de Hacienda y Crédito 
Público las razones de su inconformidad, 
expresadas en forma circunstanciada; ofre 
ciendó las pruebas pertinentes las que de 
berán rendir simultáneamente a su incoo,— 
formidad o a más tardar dentro de los -
treinta dias siguientes a la prestación -
de la misma. 

El plazo para rendir pruebas podrá am-
pliarse a instancia justificada del inte-
resado a juicio de la Secretaria de Ha-
cienda y Crédito Público. En caso de que 
no ofrezcan pruebas, se perderá el dere— 
cho de hacerlo posteriormente y se tendrá 
al visitado conforme con los hechos asen-
tados en las actas. 

Dicho texto estuvo vignete hasta cficiem— 

bre de 1977. ya que a partir del Jo. de enero de ,1978 se 

ref orina el primer párrafo de dicho precepto, la f r acción 



I .inciso b) y c) y Xas fracciones IV, primero y segundo 

párrafo, incisos a), b) y c)P fracciones VI y VII, asi -

como que se adicionaron los incisos f) y g) a la frac-

ción IV, siendo dichas reformas y adiciones las siguien-

tes: 

"ARTICULO 84.-En las visitas domiciliarias 
se observará lo siguiente: 

I.- Sólo se practicarán por mandamiento -
escrito de Autoridad Fiscal competente — 
que expresará: 

B).- El nombre de la persona o personas -
que deban desahogar la diligencia, -
las cuales podrán ser sustituidas, -
aumentadas o reducidas en su número 
por la Autoridad que expidió la o r — 
den. En estos casos, se comunicará 
por escrito al visitado esta cireuns 
tancia, pero la visita deberá ser vá 
1 idamente practicada por cualquiera 
de los visitadores; 

C).-'Las obligaciones fiscales que vayan 
a verificarse, asi como el periodo -
o aspectos que abarque la visita. 

IV.- El visitado deberá proporcionar y — 
mantener a disposición de los visitado— 
res desde el momento de la iniciación de 
la diligencia hasta la terminación de és-
ta, sus libros principales, sociales, au-
xiliares, registras, documentos, corres— 
pondencia y demás efectos contables, los 
que serán examinados en él domicilio, es 
tablecimiento o dependencia del visitado. 
Los visitadores podrán sacar copia de 1 a 
documentación de causantes que estime ne-
cesaria, para que previo cotejo con sus -
originales se certifique por aquellas y -
sea anexada a las actuaciones finales o -
parciales que se levanten durante y con -
motivo de la visita. 



Los libros, registros y documentos, sólo 
podrán recogerses 

A.- Cuando existan libros, registros o -
sistemas de contabilidad obligato-
rios que no estén autorizados; 

B.- Cuando los datos anotados en las li-
bros, registros o sistemas de conta-
bilidad autorizados, no coincidan — 
con 1 os asen tados en 1 as dec 1 aracico-
nes o manifestaciones presentadas; 

C.- Cuando los documentos carezcan total 
o parcialmente de las estampillas — 
que prevenga la Ley; o no estén asen 
tados en los libros, registros o sis 
temas de contabilidad autorizados; 

0.- Cuando al inicio de una visita o du-
rante el transcurso de ella, el visi 
tado, su representante legal o quien 
se encuentre en el domicilio de la -
visita, se niegue a recibirla o imp¿ 
da el acceso a ios visitadores a las 
oficinas, bodegas, locales, dependen 
cias, cajas de valores, o no ponga a 
disposición de los visitadores los -
libros, registros y documentos que -
a que se refiere esta fracción o - — 
bien imposibilite o dificulte por — 
cualquier causa la realización de la 
visita; 

E.~ Cuando se violen los sellos que h u — 
biesen sido colocados por los visita 
dores como medida precautoria; 

En todos los casos en que se recojan 
libros, registros o documentos, este 
hecho se hará constar en acta. 

VI.- El visitado o la persona con quien -
se entienda la diligencia, los testigos y 
cualquiera de los visitadores que hayan -
terminado la visita firmarán el acta, lo 
que será suficiente para su validez. Si -
el visitado y los testigos se niegan a —— 
firmar, asi lo hará constar él o los visi 



tadores, sin que esta circunstancia afec-
te el valor probatorio del documento. Un 
ejemplar del acta se entregará en todo ca 
so al visitado o a la persona con la que 
se entienda la diligencia. 

VIII.- El visitado, o quien lo represeo,-1 
te, podrá inconformarse con los hechos — 
contenidos en las actas, mediante escrito 
que deberá presentar dentro de veinte di-
as siguientes a la conclusión de las mis-
mas, ante la Secretaria de Hacienda y Cré 
dito Público, en el que expresará las ra.-
zones de su inconformidad, y ofrecerá las 
pruebas documentales pertinentes que debe, 
rá acompañar a su escrito o rendir a más 
tardar dentro de los cuarenta y cinco di.-
as siguientes. En caso de que no formu— 
len inconformidad, se perderá el derecho 
de hacerla posteriormente y se tendrá al 
visitado conforme con los hechos asenta— 
dos en las actas. 

Dichas modificaciones y adiciones estuvie 

ron vigentes hasta diciembre de 1932. 
< • 

Otro avance significativo de la Legisla— 

ción Fiscal lo constituye el articulo 92 del Código Fis-

cal de la Federación vigente desde su creación hasta Di-

ciembre de 1982. 

Dicha disposición establecía ID siguiente 

"ARTICULO 92.- Las instancias o peticiones 
que se formulen a las autoridades fisca— 
les deberán ser resueltas en el término -
que la Ley fija, o, a falta de término es 
tablecida en 90 días, El silencio de las 
Autoridades Fiscales se considerará como 



resolución negativa cuando no den respues, 
ta en el término que corresponda." 

Aún de que a mi parecer esta disposición 

es un avance en materia de derecho de petición en el que 

se obliga a las Autoridades a resolver las instancias o 

peticiones que ante ellas se formulen, la consecuencia -

que deriva del hecho de no resolver ' en el lapso que las 

leyes fijen o en su defecto el de noventa dias y como -

consecuencia dicho silencio se considerará como una nega. 

tiva, no fue del todo acertada, puesto que el deber que 

se establece a cargo de las autoridades no trae como con 

consecuencia sanción alguna, es decir es una obligación 

generada a cargo de las Autoridades cuyo incumplimiento 

no le determina una Consecuencia por la cual pudiese 

obligarse a 1 as autoridades en forma .inmediata a resol, 

resolver la instancia o petición que en su tiempo no re 

resolvió. 

Puesto que 1 a consecuencia del silencio 

genera una negativa conocida técnicamente como negativa 

fie ta que tendría en su caso que impugnarse ante el Tri-

bunal Fiscal de la Federación, generando por consecuep.— 

cia el derecha de las autoridades a impugnar en caso de 

que la resolución le fuere contraria, mediante los recur; 

sos que se establecían en el Código Fiscal. Sin embargos 



pase a ello, considero que es un gran avance en materia 

de legislación fiscal el establecimiento de dicha figura 

juridica, pues salvaguarda la garantía conocida como de-

recho de petición. 

Efectivamente, de no existir la negativa 

ficta, los particulares tendrían que acudir ante los Tri. 

bunales del Poder Judicial Federal demandando al derecho 

de petición, tendiendo que agotarse al amparo bi-instajj.~ 

cial generando un efecto retardatario de la justicia, — 

puesto que de concederse el amparo a los particulares, -

las autoridades tendrían el derecho de impugnar la res-— 

pee tiva resolución mediante el Recurso de Revisión en am 

paro; luego despuós de agotarse la secuela del procedí.-— 
- < ' 

miento y recurso en amparo, la autoridad emitirla una re 

solución contestando la petición o instancia de los par-

ticulares, sin estar obligada a otorgarle razón, puesto 

que la única consecuencia que se generaría al concederse 

el amparo a los particulares, ser.i a la obligac ión esta-

blee ida mediante el fallo judicial federal a carqo de — 

las Autoridades para contestar expresamente sobre las — 

pretensiones de los particulares, teniendo facultad la -

Autoridad de hacerlo en el sentido que mas lo conviniese 

y despuós de ello, los particulares podrían en su caso -

atacar la resolución emitida mediante los recursos e ins 



tandas establecidas en las leyes fiscales, es este caso 

el Código Fiscal de la Federación. 

Dichas consideraciones me permiten man i.— 

festar que el establecimiento de la figura negativa fi£ 

ta y el hecho de que a partir del Código de 1967 se hace 
i 

extensiva a todo medio de defensa, es decir abarca no sg[ 

lo las peticiones o solicitudes, sino también sobre los 

recursos administrativos que en el término fijado por -

la Ley no sean resueltos por las Autoridades o en defec-

to, el no establecimiento de un término el que no sean -

resueltos en el de noventa días. 

Son interesantes también las disposicio— 

nes que se contienen erv'el Código de 1967 y que regula -

el trámite de los recursos administrativos y señalan cuá 

les son dichos recursos administrativos. 

El Articulo 158 que conservó Íntegramente 

su redacción hasta Diciembre de 1982, señaló lo siguien-

te! 

"ARTICULO 158.- Contra las resoluciones — 
dictadas en Materia Fiscal Federal, sólo 
procederán los recursos administrativos 
que establezcan éste Código o los demás -
ordenamientos Fiscales". 



Cuando no existe recurso administrativo, 
será improcedente cualquier instancia de 
reconsideración. 

Las resoluciones que se dicten como con-
secuencia de recursos no establecidos le 
galmente, serán nulas, dicha nulidad será 
declarada aún de oficio por la Autoridad 
superior a la que hubiere dictada la re-
solución si ésta no modifica en favor del 
particular, la primera resolución; si hy,-
biere modificación favorable al particu— 
lar, la nulidad de la nueva resolución -
sólo podrá ser declarada por el Tribunal 
Fiscal. 

Respecta al Tercer Párrafo de dicho pre 

cepto, cabe destacar que la consecuencia de una resolu 

ción a un Recurso no establecido legalmente es su nuli 

dad, sin embarga aún de que es aceptable e;J criterio rsos 

tenido por el Legislador de que dicha nulidad solamente 

podrá decretarse por,-el Tribunal Fiscal, cuando la reso-

lución, consecuencia de un recurso no «establecido legal-

mente fuere favorable al particular, sin embargo de ser 

esto una afortunada consideración efectuada por el Legis-

lador, pues constituye una garantia en favor de los beng, 

ficiados por una resolución de dicha tipo, tal como verg. 

mos más adelante y es conocido, existe una desigualdad -

procesal entre Ios particulares y las Autoridades para -

acudir ante el Tribunal Fiscal, ya que los términos para 

los cuales tienen derecho ambas parte, para iniciar la -

acción contencioso administrativa, lo es un término e& 



/ 

extremadamente desproporcionado que no respeta el princi 

p.io de igual dad de 1 as partes en proceso. 

Ahora bien, es indudable que en dichos ca 

sos al acudir la Autoridad a demandar la nulidad de las 

nuevas resoluciones, su acción solamente se avocaría a 

manifestar y demostrar que la resolución favorable al 

particular derivó o fue consecuencia de un recurso no es 

tablecido legalmente; en éste sentido considero que es 

ociosa la manifestación del Legislador en cuanto hace la 

nulidad que se puede declarar sobre resoluciones que se 

dicten como consecuencia de recursos no establecidos le? 

galmente, pero en los que no se modificó la primera reso 

lución en favor de particular, pueda ser dec1 arada de 

oficio por autoridad superior a la que hubiera dictado 

la resolución al recurso no establecido legalmente, dado 

que en caso de que una resolución recaída a un recurso 

no establecido legalmente y que no se modificara en fa 

vor del particular, la primera resolución no generaba bg. 

neficio alguno en favor del promovente y aún cuando pu 

diese acudir a demandar la nulidad de dicha resolución, 

pretendiendo obtener un resultado favorable por senten 

cia del Tribunal Fiscal de la Federación, es evidente 

que la Autoridad tendría que ser notificada y con fácil i 

1idad en su excepción, podría hacer valer el principio 



conocido como de definitividad, que trae como consecuen, 

cia, el sobreseimiento en el juicio contencioso adminis. 

trativo por el consentimiento a la primera resolución al 

no haberla impugnado por la via idónea dentro de los tér 

minos establecidos en su caso, para dicho efecto« 

El Articulo 159 del Código de 1967 esta 

blece reglas para la sustanciación del procedimiento que 

rige los recursos administrativos a partir de la entrada 

en vigor del Código de referencia. 

El texto original de dicho precepto es el 

sígulentes 

• 'í 
"ARTICLlLo 159.- La tramitación de los re 
cursos administrativos establecidos en és. 
te Código y la de los instituidos en las 
demás Leyes Fiscales que no tengan señala, 
do trámite especial, se sujetará a las 
normas siguientes! 

I.— Se interpondré por escrito en el que 
se precisarán los agravios que cause la 
resolución o acto impugnado y en el que 
se haga ofrecimiento de pruebas. Si dea 
tro del trámite que haya dado origen a la 
resolución o acto recurrido, el interesa 
do tuvo, oportunidad razonable de rendir 
pruebas, sólo se admitirán en el recurso 
las que hubiere allegado en tal oportuni. 
dad • 

II.- El escrito será presentado dentro de 
los diez dias siguientes a que se surta 
efectos la notificación del acto que se 



impugna ante la Autoridad que dictó o rea 
lizó dicho acto; si el recurrente tiene 
su domicilio en población distinta del lu 
gar en que resida la Autoridad ci tada, po 
drá enviar su escrito, dentro del mismo 
término por correo certificado con acuse 
de recibo, o bien presentarlo ante la Au 
toridad que le haya notificado la resolu. 
ción. En estos casos se tendrá como fe 
cha de presentación del escrito respecti. 
vo la del día en que se haga la entrega 
en la oficina de correos o a la Autoridad 
que efectuó la notificación. 

III.-La Autoridad encargada de resolver 
el recurso proveerá desde luego al desa 
hogo de las pruebas ofrecidas. Al efecto 
señalará un término de quince dias dentro 
del cual los interesados deberán exhibir 
todos los documentos que hubiere ofrecido 
asi mismo, deberán presentar a sus peri 
tos y testigos. Si por la naturaleza de 
las pruebas ofrecidas o porque su desaho 
go dependa de terceros, la Autoridad con 
sidera insuficiente el plazo de quince 
dias, podrá ampliarlo hasta por tres mg. 
ses más. 

IV.- Para la resolución de los recursos, 
las Autoridades Fiscales podrán pedir que 
se les rindan los informes que estimen 
pertinentes por parte de quienes hayan in 
tervenido en la formación de la resolu 
ción o acto reclamado. 

V.- Rendidas las pruebas y recibidos en -
su caso, los informes, se dictará resolu 
ción dentro de un plazo de treinta dias. 

Dicha disposición conservó el texto trans 
crito hasta Diciembre de 1977, ya que pa 
ra 197Q, dicho Articulo apareció en el Có 
digo Fiscal de la siguiente forma: 

"ARTICULO 159.- La tramitación de los re 
cursos administrativos establecidos en és 
te Código y la de los instituidos en las 
demás Leyes Fiscales que no tengan señala 
do trámite especial, se sujetará a las 



normas siguientes: 

I.- Se interpondrán por el recurrente me 
diante escrito que presentará ante la Au 
toridad que dictó o realizó el acto impug. 
nado, dentro de los quince dias siguien 
tes al en que surta efectos su notifica 
ción, expresando los agravios que aquél 
le cause, ofreciendo las pruebas que se -
proponga rendir y acompañando copia de la 
resolución combatida, si el recurrente no 
cumple con ésta última obligación, la Au 
toridad encargada de resolver el recurso 
lo prevendrá para que en un término de -
cinco dias exhiba dicha copia, apercibido 
que de no hacerlo, el recurso será desg. 
chado. 

Si el recurrente tiene su domicilio en po 
blación distinta del lugar en que reside-
la Autoridad citada, podrá enviar su es 
crito dentro del mismo término, por co 
rreo certificado con acuse de recibo, o -
bien presentarlo ante la Autoridad que le 
haya notificado la resolución. En estos -
casos, .sé tendrá como fecha de presenta. -
ción del escrito respectivo, la del dia 
en que se entregue en la oficina de co 
rreos, o a la Autoridad que efectuó la no 
tificación. 

II.- En los recursos administrativos no -
será admisible la prueba de confesión de 
las autoridades? si dentro del trámite — 
que haya dado origen a la resolución recu 
rrida, el interesado tuvo oportunidad ra 
zonable de rendir pruebas, solo se admití, 
rán en el recurso las que hubiere allega 
do en tal oportunidad. 

III.- Las pruebas que ofrezca el recurren 
te, deberá relacionarlas con cada uno de 
los hechos controvertidos$ sin el cumplí. 



mienta de este requisito serán desechadas 
de plano. 

IV.- Se tendrán por no ofrecidas las prue 
bas de documentos si éstos no se acampa 
fían al escrito en que se interponga el re 
curso y en ningún caso, ni de oficio ni a 
petición de partes, serán recabadas por -
la Autoridad, salvo que obren en el expe 
diente en que se haya originada la resolu 
ción combatida. 

V.- La prueba pericial se desahogará con 
la presentación del Dictamen a cargo del 
perito designado por el recurrente, de no 
presentarse el dictamen dentro del plazo 
de Ley, la prueba será declarada desier 
ta. 

VI.- Las Autoridades Fiscales podrán pe 
dir que se les rindan los informes que ~ 
estimen pertinentes por parte de quienes 
hayan intervenido en el acto reclamado. 

VII.- La Autoridad encargada de resolver 
el recurso, acordará lo que proceda sobre 
su admisión y la de las pruebas que el re 
cúrrente hubiera ofrecido, que fueren per 
tinentes o idóneas para dilucidar 1 as -
cuestiones controvertidas; ordenando su — 
desahogo dentro del improrrogable plazo -
de quince dias. 

VIII.- Vencido el plazo para la rendición 
de las pruebas, la Autoridad dictará reso 
lución en un término que no exceda de -
treinta dias. 

Dicho texto solamente se conservó durante 



el año de 1978, ya que en Enero de 1979 -
fueron reformadas las Fracciones I y IV -
siendo su contenido reformado el siguieo. 
te t 

"ARTICULO 159.- La tramitación de los re 
cursas administrativos establecidos en es 
te Código y la de los instituidos en las 
demás Leyes Fiscales que no tengan señala 
do trámite especial, se sujetará a las — 
normas siguientest 

1.- Se interpondrán por el recurrente me 
diante escrito que presentará ante la Ay, 
toridad que dictó o realizó el acto, den. 
tro de los quince días siguientes al en -
que surta efectos su notificación expre 
sando los agravios que aquél le cause, — 
ofreciendo las pruebas que se proponga -
rendir y acompañando copia de la resolu 
ción combatida, asi como la constancia de 
la notificación de ésta última, excepto -
si la notificación se hizo por correo. 

Si el recurrente tiene su domicilio en po 
blaclón distinta del lugar que reside la 
Autoridad citada, podrá enviar su escrito 
dentro del mismo término, por correo cer 
tificado con acuse de recibo, o bien pre 
sentarlo ante la Autoridad que le haya no 
tificado la resolución. En estos casos — 
se tendrá como fecha de presen tac ión del 
escrito respectivo la del dia en que se -
entregue a la oficina de correos o a la 
Autoridad que efectuó la notificación. 

IV.- Se tendrá por no ofrecidas las prue 
bas de documentos si éstos no se acampa 
ñan al escrito en que se interponga el re 
curso, y en ningún caso, serán recabadas 
por la Autoridad, salvo que obre en el ex. 
pedlente en que se haya originada la reso 
solución combatida". 



Este último texto conservó su contenido -

hasta Diciembre de 1982. 

Como podrá observarse? el contenido Grigi, 

nal del Artículo 159 establecía un término de diez dias 

a partir de la fecha en que se notificaba el acto impug 

nado para la interposición del recurso respectivo, pero 

en el esc ri to res pee ti vo so lamer» te se tenia la obiiga 

ción de efectuar el ofrecimiento de pruebas, puesto que 

de acuerdo a la Fracción III del te»xta original la auto 

ridad encargada de resolver el rcícurr-jo debería señalar 

un término de quince días para la exhibición de los docu 

méritos que se hubieren tifrecido: asi mismo no existia la 

obligación de exhibir junto cor» el escrito de recurso la 

resolución y la constancia de su notificación. 

Con la primer modificación que sufre di. 

cho precepto, aún cuando el término para la interposi 

ción de los recursos se amplia al de 15 dias o dentro de 

los 15 días al en que surta efectos la notificación se -

comienza a tener más rigor y establecerse mayores requi-

sitos a cargo de los particulares,puesto que las pruebas 

tendrían que exhibirse junto con el escrito de recurso, 



asi mismo dichas pruebas deberían relacionarse con cada 

uno de los hechos controvertidos, el no exhibirlas te 

ni an como consecuencia su deseehamiento, sin embargo más 

grave aún la consecuencia ele aún de haberlas exhibido 

con la omisión de relacionarlas con los hechos controver 

tidos la Autoridad podría desechar las de plano. 

En el sistema original creado por el Có 

digo de 1967 los particulares tenían un término limitado 

para interponer su recurso pero agradable para exhibir 

las pruebas tomando en cuenta que en la fecha en que en 

tró en vigor el Código dr 1967 y durante añas subsecuerj. 

tes f las reso lúe ion es que de terminaban d i. f <? rene i as u omi. 

sionps a su rargo, por lo rjenera 1 f?ran provenientes de 

Autoridades residentes en el Distrito Federal,, por lo 

que entre la fecha de la in terposic.i6n del recurso que 

por lo general era por correa certificado con acuse de — 

recibo y aquella fecha en Ja que se admitiera el recurso 

y se natif leara dicha s i tuâ .i'̂ n a 1 os particulares, prá£, 

ticamente el término de quine« días para exhibir las 

pruebas se ve l a incrementand<r> ron el 1 apso de término se 

Ralada entre la interposición del recurso y la notifica 

c:ión de su admisión y señalamiento por parte de la Auto. 



ridad de los quince dias para exhibir las pruebas ofrecí. 

das ¡¡ luego, dichas pruebas no tenian porque ser re lacio, 

nadas con los hechos, en la forma que lo estableció la 

modif icación que entró en vigor a partir de 1978¡, tam 

bién es pertiriente serialar algo que a mi parecer es im 

portante, puesto que desde su origen el Articulo 159 se 

ñaló como inadmisible pruebas en los caeos en que el trá 

mi te que haya dado origen o que hubiese dado origen a la 

resolución o acto recurrido mediante un recurso adminis 

trativo el interesada hubiere tenido oportunidad razona 

ble de rendir dichas pruebas, situación criticable desde 

luego, puesta que existen d.i versos mamen tos procesa 1 es y 

en cada fase los ac (ros es tAn suj et os a variaciones e in 

troducción en «1 los de 'elementos de novedad en los que 

es evidente que pueden existir pruebas con las que se de 

muestre modificación y seríalo esto como antecedente a la 

crítica que con pos terioridad me per mitir é efectuar res 

pecto a la conveniencia de los recursos administrativos 

o la interposición del juicio contencioso ^dministrati, 

vo. 

Las modificaciones que sufrió el Articulo 

159 generaron situaciones adversas a los particulares, 



puesto que contrario a lo que se pretendía con los recut 

sos, éstos constituyeron una trampa procesal que más sir 

vieron para perjudicar en muchos de los casos a los in 

terponentes que acarrearles el beneficio que el legisla 

dor pretendió generar con la creación de los recursos ad 

ministrativos. 

Al modificarse el texto original del Arti 

culo 159 y exigirse el cumplimiento a cargo de los parti 

culares de formulismos excesivos, y derivado de la altg 

ración que se generó con dichos formulismos, el Tribunal 

Fiscal de la Federación sustentó la siguiente Tesisi 

"RECURSOS ADMINISTRATIVOS, FORMULISMOS Y 
EXI6ENCIAS DE EXPRESION EN LOS. NO SON -
ESENCIALES PARA QUE PROCEDAN» 
La doctrina está de acuerdo en que recu -
rrir es acudir ante un Juez u otra Auto 
ridad con alguna demanda o petición para 
que sea resuelta y que recurso es la ac 
ción o efecto de recurrir, o más precisa 
mente, la acción por medio de la cual se 
reclaman las resoluciones dictadas por la 
Autoridad; que los elementos caracteristi. 
cas del recurso sonc la existencia de una 
resolución que afecte un derecho; la de 
terminación por la Ley de la Autoridad an 
te quien deba presentarse, el plazo para 
ello; que se interponga por escrito; que-
exista un procedimiento para su tramita 
ción y que la Autoridad ante la que se in 
terponga esté obligada a resolver. Por -
lo que se refiere a formulismo y exigeri— 
cias de expresión, han sido atenuados en 
la Legislación y la Jurisprudencia, y se 
ha procurado no solo simplificarlos, sino 
lograr la mayor facilidad para que jui.— 



cios y recursos se tramiten con eficacia 
y rapidez. Asi se ha determinado que la 
acción proceda en juicio, aún cuando no — 
se exprese su nombre; que las demandas — 
con irregularidades en vez de desecharlas 
se manden aclarar" tanto en Juicio de Ampa 
ro como en los que regula el Código Fede-
ral de Procedimientos Civiles; que se fa-
culta a las Autoridades Judiciales Federa 
les en el Juicio de Garantías para suplir 
el error en que haya incurrido la parte -
agraviada al citar la garantía cuya viola 
ción reclame, y aún en los Juicios ante -
el Tribunal Fiscal de la Federación se ad 
mite que no es necesario que se exprese -
en forma concreta en la demanda los agra-
vios, ya que también pueden estudiarse — 
los que licitamente se han hecho valer a 
negar los hechos. En materia Administra-
tiva Fiscal, y en el orden de los recur— 
sos, esta amplitud de criterios se expli-
ca porque si en su origen los recursos tu 
vieron como fin proteger los derechos de 
los administrados, este criterio ha sido 
sustituido por la concepción social en la 
que, sin desentenderse de los intereses 
particulares, se tiene presente como objg. 
tivo principal "en asegurar la juridici.—• 
dad de.' la acción administra ti va y con 
ella el interés de la administración que 
surge de las mismas normas jurídicas que 
regulan su actuación". De ahi que no sea 
aceptable desechar recursos o promociones 
por razones de forma o por exigencias de 
expresión, cuando sea posible suplir su -
obscuridad por medio de la interpretación 
pues "La acción de los particulares en el 
control administrativo concurre no solo 
a la defensa de sus derechos e intereses, 
sino también en forma principal a garantí 
zar la legitimidad administrativa; va de 
suyo que no existe interés alguno en eli-
minar esa intervención por meras deficien 
cias formales, ya que en ello implicarla 
obrar contra esa legitimidad de la admi,— 
nistración." 

SEGUNDA.- S-S.J.F. 1917, Tercera, 637. 



3.020091082 

"RECURSOS ADMINISTRATIVOS, FORMULISMOS Y -
EXIGENCIAS DE EXPRESION DE LOS.- Si se es 
tá manifiesta la voluntad del Gobernado -
de inconformarse contra la sanción impues 
ta, el hecho de gue se hubiere equivocado 
en la cita del precepto legal o en la de. 
nominación del medio de defensa ejercita 
do, no es causa para desecharlo, pues no 
es aceptable hacerlo por razones de forma 
o por exigencias de expresión, cuando es 
posible suplir la obscuridad por medio de 
la interpretación, conforme el criterio — 
de la H. Suprema Corte de Justicia de la 
Nación que aparece publicado a fojas 107 
y 108 del informe de labores rendido a di. 
cho alto Tribunal en el año de 1974, Se -
gunda Sala". 

TERCER, T.C. - Informe de 1976, Tercera,-
P.195. 

Las Tesis anteriores aparecen a fojas 151 
y 152 de la Obra Tribunal Fiscal de la Fe 
deración, 45 años, Tomo IV. 

"RECURSOS ADMINISTRATIVOS. La admisión y-
desahogo de las pruebas ofrecidas no debe 
regirse-'por formalidades excesivas. Tan 
to el Tribunal Fiscal de la Federación co 
mo los Tribunales Judiciales han sosteni 
do que los recursos administrativos tie 
nen por objeto proteger los derechos de -
los particu1 ares y sujetar la actuación-
de la Autoridad al régimen de derecho, -
asi como que no deben tramitarse con un 
rigorismo tal que los convierta en tram -
pas procesales, sino que deben considerar 
se como un medio legal contra los actos 
de afectación y una oportunidad para que-
se corrijan los errores en que hubieran 
incurrido al dictar una resolución. Por-
tan to , el ofrecimiento de pruebas en los 
recursos administrativos no debe regirse 
por formalidades o rigorismos excesivos, 
sino que la Autoridad en principio, debe 
proveer lo necesario para proceder a su -
admisión o desahogo. 

Revisión número 1081/83. 
Resuelta en Sesión de 21 de Agosto de -



1984. 
Por unanimidad de 8 votos. Magistrado Po 
nentes Alfonso Cortina Gutiérrez. Sria. 
Licenciada Maria Esthela Ferrer Macgregor 
Revista del Tribunal Fiscal de la Federa 
ción año VI, número 56, Agosto de 1984.-
Página 51. 

"RECURSOS ADMINISTRATIVOS.- PARA SU PROCE 
DENCIA NO SON NECESARIOS FORMALISMOS.No 
es forzoso que al interponer un recurso -
administrativo se precise el nombre cg -
rrecto del mismo, pues basta con atender 
a la intención de la actora que no estuvo 
de acuerdo con la resolución impugnada pa 
ra advertir el tipo de recursos que está 
planteando. Es importante tomar en cuen 
ta que los recursos administrativos han 
sido creados como medios legales para fa-
cilitar a los particulares la defensa de 
sus derechos frente a la administración -
pública". 

Revisión número 1505/80.- Resuelta en Se 
sión de 14 de Octubre de 1981 por mayoría 
de 6 votos y 1 con los resolutivos.— Ma 
gistrado Ponente. Alfonso Nava Negrete.-
Sria. Licenciado Georgina Ponce Orozco.-
Revistá del Tribunal Fiscal de la Federa 
ción; Año III. número 22 Octubre de 1981 
Página 472. 

"RECURSOS ADMINISTRATIVOS QUE CARECEN DE-
REQUISITOS FORMALES.- DEBERAN ADMITIRSE Y 
DARSELES TRAMITE.-

Los recursos administrativos han sido - -
creados para facilitar a los particulares 
las defensas de sus derechos y no para — 
confundirlos y entorpecer ésta defensa, -
que en algunos casos se convierte en ver 
dadera trampa procesal, de tal manera que 
cuando la promoción de los particulares -
se encuentra interpuesta dentro del plazo 
que la Ley señala, y en la misma se expre 
san los argumentos que pretende anular el 
acto administrativo, la autoridad deberá 
admitirlos aunque carezcan de ciertas for 
malidades cuya ausencia no desvirtúa la -



naturaleza de la pretensión del recurren 
te". 

REVISION NUMERO 669./84.~ Resuelta en Se 
sión de 17 de Septiembre de 1985, por una 
nimidad de 8 votos.- Magistrado Ponente 
Alfonso Cortina Gutiérrez.- Sria.- Licen 
ciada Maria del Carmen Arroyo Moreno. 

Precedente. Revisión número 119/83. Re -
suelta en Sesión de 4 de Octubre de 1984, 
por unanimidad de 6 votos.- Magistrada Po. 
nentes Silvia Eugenia Díaz Vega. Srio. 
Lic. José Raymundo Renteria Hernández. 

Revista del Tribunal Fiscal de la Federa 
ción. Año VII número 69, Septiembre de -
1985, página 251. 

Dichas Tesis fueran sustentadas por el -

Tribunal Fiscal de la Federación y eran coincidentes — 

en cuanta a que los formalismos excesivos solo constitu 

yen trampas procesales.en perjuicio de los particulares; 

pese a lo anterior^ el legislador ha ido operando modifi 

caciones al Código Fiscal de la Federación que no toman 

en cuenta los criterios sustentados por los mismos Tri 

bunales encargados de señalar cuál es la correcta inter 

pretación o aplicación de los preceptos 1egales. 

La Ley ha ido modificándose y se han crea 

do rigorismos que son evidentes trampas procesales, di 

cha situación se irá observando en la exposición de la -

presente Tesis que precisamente está dirigida a demos-

trar que en su evolución la Ley Fi seal en éste caso, el 



Código Fiscal de la Federación, después de haber llegado 

a un máximo en cuanto al respeto de las normas constitu 

cionales contrario a seguir perfeccionándose en dicho — 

sentido,o generando mayor carga en perjuicio de aquellos 

que puedan acudir a demandar o exigir la restitución de 

un derecho violado, como son los particulares. 

El Código Fiscal vigente a partir del pri. 

mero de enero de 1967, integra en su contenido disposio-

nes que rigen el procedimiento contencioso administrati-

vo que en origen se regia por la Ley de Justicia Fiscal. 

Dicho procedimiento es enriquecido con — 

disposiciones que aún é'e* tomar su antecedente de la Ley 

de Justicia Fiscal, regulan en una forma más extensiva,-

el procedimiento contencioso administrativo, reconocien-

do el Legislador que existen figuras contenidas en el ti. 

tulo cuarto que no encuentran una regulación total al sg 

fialar que el Código Federal de Procedimientos Civiles, 

le es supletorio al procedimiento contenciosa administra 

tivo, asi se contiene en el Articulo 169 del Código de -

1967 que en su texto original establecía lo siguiente: 

"ARTICULO 169.- Los Juicios que se promue-
van ante el Tribunal Fiscal de la Federa-
ción se sustanciarán y resolverán con -
arreglo al procedimiento que determine és 



te Código. A falta de disposición expre-
sa 99 aplicarán las prevenciones del Códi. 
go Federal de Procedimientos Civiles." 

i 
Dicha disposición conservó su contenido — 

hasta el 2 de Agosto de .1978, pues a partir del 3 de ~J 

Agosto de 1978, entró en vigor con el siguiente conteni-

dos 

"ARTICULO 169.-* Los juicios que se promue-
van ante el Tribunal Fiscal de la Federa-
ción se de acuerdo con la competencia que 
le señale su Ley Orgánica, se sustancia 
rán y resolverán con arreglo al procedi-
miento que determina éste Código. A falta 
de disposición expresa se aplicarán las -
reglas del Código Federal de Procedimien-
tos Civiles." 

-v 
Dicha disposición continuó sin modifica— 

* * 

ción hasta Diciembre de 1982. 

En el Código de 1967 se establece el tér-

mino para la interposición de la demanda a través del Ar 

ticulo 192 cuyo texto original es el siguientes 

"ARTICULO 192.- La demanda deberá ser pre-
sentada directamente a el Tribunal Fiscal 
o enviarse por correo certificado dentro 
de los 15 días siguientes a aquél en que 
haya surtido efecto la notificación de la 
resolución impugnada, excepción hecho de 
los casos siguientes! 

I.- Si el promovente reside en el e¿{.— 



tranjero y no tiene representante en la -
República, el término para iniciar el Jui. 
ció será de 45 dias. 

II.- Cuando se pida la nulidad de una re 
solución favorable a un particular, la de 
manda deberá presentarse dentro de los 
cinco años siguientes a la fecha en que 
sea notificada la resolución, salvo que 
dicha resolución haya originado efectos 
de tracto sucesivo, caso en el cual la Au 
toridad podrá demandar la nulidad en cual, 
quier época,pero los efectos de la senten 
cia, en su caso de nulificarse la resolu 
ción favorable, sólo se retrotraerán a — 
los cinco años anteriores a la prestación 
de la demanda; 

III.- Cuando la resolución administrativa 
dé nacimiento al cobro de una pensión, ha 
ber de retiro, jubilación, compensación -
0 cualquiera otra presentación,civi 1 o mi. 
1 itar por cantidad menor a la que se pre 
tenda, el plazo de prestación de la deman 
da, vencerá 15 dias después de la fecha -
en que se real ice el primer cobro. Cuando 
la pensión esté formada por dos o más cuo 
tas, el;-plazo para presentar la demanda -
correrá a partir de la fecha de la prime 
ra recepción de la cuota cobrada en últi-
mo término. Si la resolución impugnada 
concedió compensación y el interesado con 
sidere tener derecho a pensión, se estará 
a la regla y será condición indispensable 
para tramitar la demanda, que se otorgue 
fianza por una cantidad igual al importe 
de la compensación si ésta fuera cobrada, 
para garantizar la devolución de ésta en 
caso de que prospere la demanda. 

IV.- En los casos de negativa ficta, el -
interesado no está obligado a interponer 
la demanda dentro del término a que se re 
fiere éste Articulo, pudiendo presentarla 
en cualquier tiempo mientras no se dicte 
resolución expresa y siempre que haya -
transcurrido el plazo respectivo. 



V.- Cuando la Ley señale otro plazo. 
Cuando el perjudicado fallezca durante el 
plazo a que se refiere éste Articulo, se 
suspenderá el término hasta que haya sido 
designado albacea o representante de la -
sucesión. 

Dicho texto se conservó vigente hasta el 

2 de Agosto de 1978, pues a partir del 3 de Agosto de — 

1978, se reformó el Primer Párrafo y se adicionó un Sg, 

gundo Párrafo al Articulo 192, siendo dicha reforma y — 

adhesión lo que se transcribe a continuación: 

"ARTICULO 192.- La demanda deberá ser pre-
sentada directamente ante la Sala Regio-
nal en cuya circunscripción territorial -
radique la autoridad ordenadora de la re-
solución impugnada o enviarse por correo 
certificado solo en el caso de que el prq 
movente/presida fuera de la Sede de la Sa-
la la presentación deberá hacerse dentro 
de los quince días siguientes a aquél en 
que haya surtida efecto la notificación 
de dicha resolución, excepción hecha de 
los casos siguientes....." 

Para la fecha de la reforma ya existia la 

reestructuración del H. Tribunal Fiscal de la Federación 

y se estableció en la respectiva Ley Orgánica, Salas en 

diferentes regiones del territorio Mexicano, designadas 

como Salas Regionales. 

En el Diario Oficial de 29 de Diciembre -



1978, se publicó la reforma al Primer Párrafo del Articu 

lo 192 del Código Fiscal de la Federación, el cual entró 

en vigor el lo. de enero de 1979, siendo ésta otra de -

las modificaciones que sufre dicho precepto y que se con 

tenia de la siguiente forma: 

"ARTICULO 192.- La demanda deberá ser prft 
sentada directamente ante la Sala Regio-
nal en cuya circunscripción territorial -
radique la Autoridad ordenadora de la rg, 
solución impugnada, o enviarse por correa 
certificado si el actor tiene su domic¿. 
lio fiscal fuera de la sede de la Sala, -
siempre y cuando el depósito se haga en — 
el lugar en que resida aquél. 

En este caso se tendrán como fecha de prg. 
sentación del escrito respectivo, la del 
dia en que se entregue en la Oficina de — 
Correos. 

.-f 

Es evidente que dicha modificación hace -

una aclaración importante en cuanto al momento en que de 

be tenerse o entenderse como fecha de presentación de la 

demanda respectiva, como fue que se tenia como fecha de 

presentación del escrito, la del dia en que se entregara 

en la Oficina de Correos, con la condición de que el de.-

pósito se hiciera en el lugar en que se residiera el a£-

tor cuando éste tuviera su domicilio fiscal fuera de la 

Sede de la Sala respectiva. 

Dicha modificación es importante ya que -



da claridad fen cuanto a la fecha en que se tiene como 

presentada una demanda via correo certificado con acuse 

de recibo, pero genera una cohdición la de presentarse 

en el lugar donde se encuentre el domicilio fiscal del 

actor, lo que establece que el Legislador tomó como prg. 

supuesto para dicha modificación el que los particulares 

están capacitados técnicamente para entender todas las 

disposiciones legales incluidas en ellas, las complejas, 

como son las disposiciones Fiscales y que estaban en ae. 

titud de preparar su defensa y presentarla por correo 

certificado con acuse de reciba en el mismo lugar de su 

domicilio fiscal, presupuesto tjue evidentemente no tiene 

soporte'real, puesto que en la mayoría de los casos, los 

especialistas en materia procesal fiscal, como en la ma 

teria de especialidad' en impuestos federales, se encuen 

tra en las áreas Metropolitanas donde radican principal, 

mente las Salas Regionales del Tribunal Fiscal de la Fe. 

deración y aquellos que se velan afectados por resaludo 

nes impugnables mediante el juicio contencioso adminis 

trativo y que no residían en el lugar sede de la Sala — 

respectiva, vieron afectado su interés con el rigorismo 

de dicha disposición. En concreto, el Legislador presy. 

puso que todos los contribuyentes o posibles afectados 

por resoluciones administrativas, tenían conocimientos 

legales equiparables a las de un abogada especialista en 



dicha materia, situación que no es real. 

En cuanto a la demanda, el Articulo 193, 

señalaba lo que debía contener y su redacción original 

era la siguiente: 

"ARTICULO 193.- La demanda deberá conte-
ner: 

I.- El nombre del actor y el domicilio -
que señale para recibir notificacia-

nes; 

II.- El nombre y domicilio del particular 
demandado, cuando el juicio sea pro-
movido por la Autoridad Adminístrate 
va y los del tercer interesado» cuaQ. 
do lo hayap 

III.-La resolución o procedimiento que íql 
pugne la Autoridad o Autoridades de-
mandadas ; 

IV.-'Los hechos y los fundamentos de dere 
cho en que se apoya la reclamación; 

V.- Las pruebas que el actor se proponga 
rendirj cuando ofrezca pruebas Peri-
cial o Testimonial, el actor deberá 
de indicar los nombres de los per¿ 
tos o testigos y acompañar los int& 
rrogatorios que los peritos deban — 
contestar; para el examen de los tes 
tigos, solo será necesario acompañar 
a la demanda los interrogatorios eg, 
critos, cuando residan fuera del Dis 
trito Federal. 

Dicho texto estuvo vigente hasta el 

31 de Diciembre de 1976, ya que el primero de Enero de 



de 1977 se reformó el Párrafo final que o cuya redacción 

es la siguiente: 

"Se presentará una copia de la demanda pa 
ra cada una de las partes. Además, se 
presentará una copia de los documentos — 
anexos para el Secretario de Hacienda pa 
ra el Tesorero del Distrito Federal o pa 
ra los Directores de los Organismos Fisca 
les autónomos, según corresponda a la na 
turaleza de la controversia"• 

Dicha modificación estuvo vigente hasta 

el 30 de Diciembre de 1977, pues el primero de Enero de 

1978 se vuelve a modificar el último párrafo, siendo la 

modificación la siguiente: 

- / 

"Se presentará con la demanda, el documen 
to o documentos que el actor ofrezca como 
pruebas y esté en posibilidad de obtg. 
ner. Los documentas que presentare des 
pués de éste acta no le serán admitidos, 
excepto aquellos que fueren de fecha pog. 
terior a la presentación y los anteriores 
que bajo protesta de decir verdad afirme 
que no tenia conocimiento de ellos. En -
relación con las documentos ofrecidos ca 
mo prueba que no esté en aptitud de obtg, 
ner, indicará el archivo o lugar en que 
se encuentre para que a su costa se mande 
expedir copias de ellos o se requiera BU 
remisión, cuando ésta sea legalmente posi 
ble. El actor presentará copia de la de 
manda para cada una de las partes y una -
copia de los documentos que ofrezca como 
pruebas para el Secretario de Hacienda, 
para el Tesorero del Distrito Federal o -
para los Directores de los Organismos Fi£ 
cales Autónomos según corresponda a la -



naturaleza de la controversia" 

El Diario Oficial de la Federación de 2 

de Febrero de 1978 reformó la Fracción V del Articulo 

193, pero dicha reforma entró en vigor a partir del 3 de 

Agosta de 1978, siendo la siguientes 

"V.- Las pruebas que el actor se proponga 
rendir. Cuando ofrezca la prueba peri. 
cial o Testimonial el actor deberá indi 
car los nombres y domicilios de los peri 
tos o testigos y acompañar los interroga 
torios que los peritos deban contestar; -
para el examen de los testigos solo será 
necesario acompañar a la demanda los intg 
rrogatorios escritos, cuando estén domici 
liados fuera del lugar de residencia de 
de las Salas Regionales"• 

Mediante'Diario Oficial de 29 de Dicieffl 
t' 

bre de 1978, se reformó en forma total dicho Articulo 

193, el cual al entrar en vigor el lo. de Enero de 1979, 

estableció lo siguiente: 

"ARTICULO 193.-La demanda deberá contenert 

I.- El nombre del actor y el domicilio -
que señale para oír notificaciones y 
los del tercera interesado cuando lo 
haya» 

II.- El nombre y domicilio del particular 
demandado cuando el juicio sea promg 
movido por la Autoridad Administrat¿ 
va. 



/ 

III.-La resolución o procedimiento que im, 
pugne y la autoridad o autoridades 
demandadas. 

IV.- Los hechos en que el demandante apq 
ye su pretensión narrándolos con cía 
ridad y precisión e indicando aque 
líos que concretamente se imputen al 
demandado. 

V.- Los conceptos de nulidad que se ha 
gan valer en contra de la resolución 
o procedimiento impugnado. 

V I L a s pruebas que el actor se proponga 
rendir, 1 as cuales deberá relacionar 
con cada uno de los hechos. Cuando 
ofrezca prueba Pericial o Testimo 
nial, el actor deberá indicar los — 
nombres de los peritos o testigos y 
acompañar los interrogatorios que de 
ben contestar. Sin el cumplimiento 
de estos requisitos, no se tendrán -
ofrecidas. 

Se presentará con la demanda el doc^ 
mentó o documentos que el actor — 
ofrezca como pruebas y esté en posi 
bilidad de obtener o indicará el ar 
chivo lugar en que se encuentren pa 
ra que a su costa de mande expedir -
copia de ellos, o se requiera su re 
misión cuando ésta sea legalmente po 
sible; para ese efecto, deberá iden 
tificar con toda precisión dichos do 
cumentos, se entiende que el actor 
tiene a su disposición los documen 
tos, siempre que legalmente pueda ob 
tener copia autorizada de los origi. 
nales. 

El actor presentará copia de la de 
manda y los documentos anexos, para 
cada una de las partes. 

Posteriorrnen te SPI 1 levó a cabo una ref or 

ma al último párrafo del Articulo 193 que entró en vigor 



a partir del 

siguientes 

lo. de Enero de 1980 y su redacción es la 

"El actor presentará copia de la demanda 
copia de la demanda para cada una de las 
partes y copia de los documentos que prg 
sente para la Secretaria de Hacienda y 
Crédito Público y para la Autoridad emi. 
sora de la resolución o acto impugnado 
cuando no dependa de la Secretaria mencig 
nada". 

Ln la evolución de dicho precepto se pu£ 

de constatar que de presentarse en su texto original una 

fórmula simple para el contenido de 1$ Demanda, se fue 

sujetando a requisitas que establecieran formulismos ex 

cesivos tal es la modificación que sufrió la Fracción VI 

y que estuvo vigente a partir del primero de Enero de 

1979 en donde se obligó a los actores a relacionar las 

pruebas con cada uno de los puntos de hecho, ya que si -

no se cumplla con dicha formalidad, se tendrían dichas 

pruebas por no ofrecidas, sin embargo existe en el Códi. 

go de 1967 el Articulo 196 que da la posibilidad a los 

particulares de corregir las demandas obscuras, irregula 

ridades o las que no 1lenarán los requisitos del Articy. 

lo 193 siendo ésta una oportunidad para aquellos que no 

cumpliesen con los requisitos de la demanda para que la 

corrigiera estableciéndose en el Articulo 196, lo si. -

guiente: 
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"ARTICULO 196.- Si la demanda fuere obscu 
ra, irregular o no llena los requisitos 
del Articulo 193, el Magistrado Instruc 
tor deberá prevenir al actor que la acia 
re, corrija o complete, de acuerdo con 
los Artículos anteriores, dentro del tér 
mino de cinco días. Si dentro de ése tér 
mino no se subsanan los defectos, la de 
manda será desechada". 

Dicho texto sufrió una modificación que -

entró en vigor a partir del lo. de Enero de 1978« y la-

redacción de dicho precepto fue la siguiente: 

"ARTICULO 196.- Si la demanda fuera obscu 
ra, irregular o no llena los requisitos 
del Articulo 193, el Magistrado Instruc 
tor deberá prevenir al actor que la acia, 
re, corrige o complete de acuerdo c o n — 
los Artículos anteriores, dentro del tér. 
mino de..--Cinco dias. Este auto deberá no, 
tifics^rfee personalmente cuando el promo 
vente'haya señalado domicilio para oir 
notificaciones en el lugar de residencia 
de la Sala. Si dentro de éste término-
no se subsanan los efectos, la demanda-
será desechada". 

Una nueva reforma entró en vigor en Ene 

ro de 1980, quedando dicho Articulo en los siguientes — 

términos: 

"ARTICULO 196.- Si la demanda es obscura, 
irregular o no llena los requisitos del 
Articulo 193, el Magistrado instructor dg 
berá prevenir al actor que la aclare, cg 
rrija o complete, de acuerdo con los Arti. 
culos anteriores, dentro del término de 



cinco días, la prevención deberá notif¿ 
caree personalmente al promovente, si se 
ñaló domicilio para oir notificaciones en 
el lugar de residencia de la Sala; a la -
Secretaria de Hacienda y Crédito Público 
y a la Autoridad emisora de la resolución 
o acto impugnado cuando no dependa de la 
citada Secretaria. 

Si dentro del término mencionado el promg. 
vente no subsana los defectos, la demanda 
será desechada* 

Aún de ofrecer una oportunidad a los pro 

moventes de ajustar su demanda a los términos señalados 

en el Articulo 193, la consecuencia de no cumplir con la 

prevención que se hiciere de acuerdo al Articulo 196, -

era extremada e inconveniente para los promoventes de un 

juicio de nulidad fiscal. 

y .V 
f'f 

Máxime si observamos que la Fracción VI -

del Articulo 193 establecía que al no cumplirse las coa 

diciones de dicha Fracción no se tendrían por ofrecidas 

las pruebas, sin embargo, el Articulo 196 lo constituía 

una oportunidad con un riesgo extremo, puesto que los M§, 

gistrados en el auto admisorio de demanda en caso de ha 

ber observado que el promovente no cumplió con el Artica 

lo 193 en algunas de sus fracciones como podría ser la 

Vi, tendría que requerir como fue práctica llevada a ca 
> 

bo, los documentos que los particulares no exhibieron — 

junto con su demanda, o señalarle que relacionara las — 



pruebas ofrecidas y exhibidas con cada uno de los he ~ 

chos en que apoyara dichas pruebas, pero la consecuencia 

no era solo el tener por no ofrecida^ dichas pruebas, s¿ 

no que al no cumplirse con la prevención establecida en 

el Articulo 196, la consecuencia tendría la gravedad tal 

de tener por desechada la demanda. 

Mi criterio al respecto es de que la con 

secuencia en dado caso de que el requerimiento se refie 

ra a que el demandante cumpliera con lo establecido en -

la Fracción VI del Articulo 193, solo fuese el que se tu 

vieran por no ofrecidas las pruebas, sin llegar al extre. 

mo de desechar la demanda, pues la única consecuencia de 

no cumplir con la Fracción VI del Articulo 193 en su ca 

so, serla la sanción que ahi se señala, que es la de no 

tenerse por ofrecidas dichas pruebas, ya que la conse. 

cuencia del Articulo 196 en este caso, rpsu1 ta ser una -

prueba clara de la contradicción entre dos normas de de 

recho que tienen el mismo nivel, es decir que de acuerdo 

a la jerarquía de las normas, se encuentran en el mismo 

nivel y tienen la misma fuerza. 

Pese a dicha contradicción, puedo afirmar 

que era mas conveniente acudir a reclamar la violación -

de un derecho ante el Tribunal Fiscal de la Federación 



que hacerlo via recurso administrativo, puesto que acy 

diendo a juicio de nulidad y en caso de que hubiese erro 

rres en el sentido de que la demanda no cumpliera con 

los requisitos del Articulo 193, el Magistrado Instruc 

tor de acuerdo a lo que establecía la Fracción I del Ar, 

ticulo 196 tenia la obligación de prevenir al actor para 

que aclarase, corrigiera o completara la demanda, sin 

embargo debo insistir que la consecuencia de no cumplir 

con la prevención, también constituye una trampa proce 

sal para el caso especifico de no haberse cumplido con 

lo establecido en la Fracción VI del Articulo 193j pues 

ya de si dicha fracción establecía una consecuencia en 

contra de aquél que no cumpliere con los requisitos seña 

lados en dicho apartado del Articulo 193. 

Un gran acierto del Código de 1967 lo -

constituyó el Articulo 204 que conservó su redacción des. 

de que fue promulgado dicho Código y que dispone a la lg. 

tra lo siguiente: 

"ARTICULO 204.- En la contestación de la 
demanda no podrán cambiarse los fundamen. 
tos de derecho de la resolución impugna 
da. 

En caso de negativa ficta la autoridad ex, 
presará los hechos y el derecho en que se 
apoya la misma. 



En materia de pruebas el Articula 214 que 

conservó su texto desde que inició su vigencia, seríala -

lo siguientes 

"ARTICULO 214.- En los juicios que se tra 
miten ante el Tribunal Fiscal serán admi. 
sibles toda clase de pruebas, excepto la 
de confesión de las autoridades y las que 
no hayan sido ofrecidas ante la Autoridad 
demandada en el procedimiento administra, 
tivo, salvo que en este no se le hubiere 
dado oportunidad razonable de hacerlo. -
No se considerará comprendida en esta prg, 
hibición la petición de informes a las ay. 
toridades fiscales, respecto de hechas — 
que consten en sus expedientes o de docu 
mentos agregados a ellos. 

Dicha disposición fue congruente con lo -

que estableció también el Articulo 219 que conservó su -

texto desde que inició su vigencia y que contenia de la 

siguiente forma: 

"ARTICULO 219.- Se apreciará la resolución 
impugnada como aparezca probada ante la -
Autoridad a menos que ésta se haya negado 
a admitir pruebas que se le ofrecieron o 
que en el procedimiento administrativo no 
se le haya dado al actor oportunidad de 
ofrecerlas". 

También resulta interesante el contenido 

del Articulo 2.1.6 que estableció lo siguiente: 

"ARTICULO 216.- Cuando se plantee cuestio 
nes de carácter técnico, el Tribunal, de 
oficio acordarla que se rinda prueba peri 
cial". 



En el Código de 1967 no se prevee disposi. 

ción alguna que se refiera a pruebas supervivientes, por 

lo tanto el Tribunal Fiscal de la Federación a través de 

su Sala Superior sostuvo al respecta las siguientes Té 

siss 

"PRUEBAS SUPERVINIENTES.- Su desahoga en -
el proceso contencioso.- Toda vez que el 
Código Fiscal de 1967 no establecía el — 
procedimiento para el desahogo de las -
pruebas supervinientes, es aplicable sy. 
pletoriamente el Código Federal de Procg, 
dimientos Civiles que en sus Artículos — 
276, 324, 337, 338 y 339 regulan tal si 
tuación y establecen en forma genérica — 
que si se expide una prueba superviniente 
se debe acordar y dar vista a la parte — 
contraria para que manifieste lo que a su 
derecho convenga, por lo que si no se — 
deshaga la prueba superviniente de esa ma 
nera, existe una violación de procedimiep. 
to". 

Revisión número 266/83.- Resuelta en Se -
sión de 19 de Agosto de 1983, por unanimi, 
dad de 7 votos.*- Magistrado Ponentes Ed 
mundo Placencia Gutiérrez.- Licenciadas-
Juana G. Dávila Ojeda.- Revista del Tribu 
nal Fiscal de la Federación, afta VI, riúme 
ro 44, Agosto de 1983, página 31". 

En el Código de 1967 se estableció en el 

procedimiento administrativo y como parte de su secuela, 

la audiencia de pruebas y alegatos que se regla en las 

disposiciones establecidas en los Artículos 222 a 224. 

El antecedente a dicha audiencia se esta 

blecia en el Articulo 50 de la Ley de Justicia Fiscal. 



El texto original del Articulo 222, es el 

siguiente: 

"ARTICULO 222.- El orden de la audiencia -
será el siguientes 

I.- Se dará cuenta con las reclamaciones 
de las partes y con cualquier cues, 
tión incidental suscitadas durante 
la tramitación del juicios al efec 
to, se recibirán las pruebas y se es 
cucharán los alegatos de las partes 
sobre el particular, acto continúo -
la Sala pronunciará la resolución 
que proceda, ordenando en su caso, 
que se practiquen las diligencias 
omitidas. 

II.- Si la resolución de las reclamacio 
nes o de los incidentes no trae como 
consecuencia el que deba de suspen 
derse la audiencia, se leerá la de 
manda la contestación y las demás — 
constancias de autos. 

III.—Se estudiarán aún de oficio los so 
breseimientos que procedan respecto— 
de las cuestiones que impidan se emi. 
ta una decisión en cuanto al fondo 
y se dictará la resolución que cg 
rresponda. 

IV.- En su caso, se recibirán las pruebas 
que hayan sido ofrecidas con reía 
ción a la válidez o nulidad del — 
acuerdo o procedimiento impugnado. 

Los Magistrados podrán formular to 
da clase de preguntas respecto a las 
cuestiones debatidas a las partes o 
a sus representantes, asi como a los 
testigos y peritos. 

V.— Se oirán los alegatos del actor, de 
la parte demandada, del tercero inte 
resado y del coadyuvante que se prs 
nunciará en ése orden. 



Las partes podrán presentar tales alega 
tos por escrito. Cuando se formulen de -
palabras no podrán exceder de media hora 
por cada una de las partes. 

Las promociones que las partes formulen 
en la audiencia, asi como de sus oposicio 
nes contra los acuerdos que en ella se 
dicten, se resolverán de plano. 

A partir del 13 de Agosto de 1978 entró -

en vigor una modificación a la Fracción I de dicho pre 

cepto, siendo la siguiente: 

I.- Se dará cuenta con las reclamaciones 
de las partes y con cualquier cue£ 
tión incidental suscitadas durante 
la tramitación del juicio; al efecto 
se recibirán las pruebas y se escu, 
charán los alegatos de las partes so 
bre el particular. Acto continuo la 
Sala regional pronunciará la resolu 
ción que proceda, ordenando en su ca 
so, que se practiquen las diligen, 
cias omitidas. 

Las causas por las cuales procedía la anu 

lación de una resolución o de un procedimiento adminis 

trativo se establecieron de la siguiente forma en el Ar 

ticulo 228. 

"ARTICULO 228.- Serán causas de anulación 
de una resolución o de un procedimiento -
administrativo} 

a)«- Incompetencia del funcionario o em. 
pleado que haya dictado el acuerdo o 
que haya tramitado el procedimiento 
impugnado. 



b).- Omisión o incumplimiento de las fo£ 
malidades que legalmente deba revejí 
tir la resolución o el procedimiento 
impugnado. 

c),- Violación de la disposición aplicada 
por no haberse aplicado la dispQs¿. 
ción debida. 

d).- Desvio de poder tratándose de sancig 
nes. 

Dicha disposición se conservó intacta di¿ 

rante la vigencia del Código de 1967, del que hay que se 

ñalar que su Titulo Cuarto estuvo vigente hasta el 31 de 

Mayo de 1983 por disposición expresa de los Artículos — 

transitorias del Código Fiscal de la Federación publica 

do en el Diario Oficial de 30 de Diciembre de 1982. 

En el Articulo 229 se estableció lo s,i 

guientes 

"ARTICULO 229.— Las sentencias del Tribu 
nal Fiscal de la Federación se fundarán 
en derecho y se examinarán todos y cada -
uno de loe puntos contravertidos de la rg. 
solución, la demanda y la contestación; 
en sus puntos resolutivos se expresarán 
con claridad los actos o procedimientos 
cuya nulidad se declare o cuya validez se 
reconozca. Causan estada las sentencias 
que no adatiten recurso" . 

En cuanto a la Jurisprudencia, el Articu 

lo 232 vigente hasta el 2 de Agosto de 1978, señala lo 



siguientes 

"ARTICULO 231.- La Jurisprudencia se forma 
al decidir el Tribunal en Pleno, las con 
tradicciones entre las resoluciones dic 
tadas por la Sala o cuando al conofcer el 
Pleno del Recurso de Queja interpuesto en 
contra de una sentencia de Sala, violato 
ria de la Jurisprudencia, el Tribunal rg 
suelva modificar su Jurisprudencia". 

A partir del 3 de Agosto de 197B, entró 

en vigor la reforma al Articulo 231 que establecía con -

más claridad la forma de establecer Jurisprudencia por 

el Tribunal Fiscal de la Federación, señalando dicha re 

forma lo siguientes 

"ARTICULO 231.- La Jurisprudencia del Tri 
bunal se establece por la Sala Superior -
en los siguientes casoss 

I.- Al resolver las contradicciones eo. 
tre las resoluciones dictadas por — 
las Salas Regionales. 

II.- Cuando al conocer del recurso de que. 
ja interpuesto en contra de una sep. 
tencia de la Sala Regional que viola 
la Jurisprudencia, la Sala Superior 
decida modificarla, y 

II«- Cuando al resolver los recursos de 
revisión, sustente la misma Tesis en 
tres sentencias no interrumpidas por 
otra en contrario* 

El Magistrado Ponente propondrá a la 
Sala Superior la Tesis jurispruden 
cial, las síntesis y el rubro corres 
pondiente a fin de que se aprueben. 



Una vez aprobados, la Sala Superior 
ordenará su publicación en la Revig 
ta del Tribunal. 

Dicho precepto con la reforma señalada 

mantuvo su vigencia hasta la derogación del titulo cuan 

to del Código de 1967. 

En el Articulo 232 del Código de 1967, se 

modifica radicalmente el antecedente del dicho precepto 

puesto que cualquiera de las partes podría denunciar las 

contradicciones a efecto de formar jurisprudencia o modi 

ficarla, asi el Articulo 238 vigente hasta el 2 de Agos 

to de 1978, señaló lo siguientes 

"ARTICULO 232.- Los Magistrados, las Auto 
ridades o cualquier particular, podrán di 
rigirse al Tribunal en pleno denunciando 
la contradicción entre las sentencias di£ 
tadas por las Salas. Al recibir la denun 
cia, el Presidente del Tribunal designará 
por turno a un Magistrado para que formu 
le la ponencia respectiva a fin de deci 
dir si efectivamente existe la contradic 
cción y cual debe ser el criterio que co 
mo Jurisprudencia adopte el Pleno. 

En estos casos será necesaria una mayoría 
de dos terceras partes de los Magistrados 
presentes, quienes para resolver contra 
dicciones deberán ser cuando menos quid 
ce» Para modificar la Jurisprudencia se 
requerirá el mismo quórum y mayoría a que 
se refiere éste Articulo. 



Con la reforma que entró en vigor el 3 de 

Agosto de 1960, el precepto en comenta estableció lo si. 

guiente: 

"ARTICULO 232.- Los Magistrados, las Auto 
ridades o cualquier particular, podrán d¿ 
rigirse a la Sala Superior denunciando la 
contradicción entre las sentencias dicta 
das por las Salas Regionales al recibir 
la denuncia, el Presidente del Tribunal -
designará par turno a un Magistrado para 
que formule la ponencia respectiva a fin 
de decidir si efectivamente existe la con 
tradicción y cual debe ser el criterio — 
que como Jurisprudencia adopte la Sala S\¿ 
perior". 

Dicho texto conservó su vigencia hasta la 

entrada en vigor del Código de 1983. 

Podemos observar que a los particulares -

se les da oportunidad ya en el Código de 1967 para denun 

ciar las contradicciones de sentencia con fin de estable 

cer jurisprudencia o modificar la ya existente, sitúa 

ción que no acontecía en la Legislación de 1983. 

En cuanto a la obligatoriedad de la Juris 

prudencia, el Articulo 233 señalo lo siguiente: 

"ARTICULO 233.- La Jurisprudencia del Tri 
bunal será obligatoria para las Salas del 



Tribunal y solo el Pleno podrán dejar de 
api icaria siempre que hagan constar los -
motivos para ello". 

Dicho te:r to conservó su vi. gene i a hasta eí 

2 de Agosto de 1970, ya que a partir del 3 de Agosto fue 
modificado dicho precepto, señal ando 1 o siguiente: 

"ARTICULO 233.- La Jurisprudencia del Tri 
bunal será obligatoria para las Salas Re 
gionales y solo la Sala Superior, podrá -
variarla". 

Dicho texto quedó sin efectos al entrar 

en vigor el título cuarto del Código de 1983. 

En contra de las sentencias dictadas por 

las Salas Regionales del Código Fiscal de la Federación 

de 1967 estableció a través del Artículo 240 el recurso 

de revisión, siendo el texto original el siguientes 

"ARTICULO 240.- Las resoluciones dictadas 
por las Salas del Tribunal Fiscal que po 
nen fin al juicio, serán recurribles por 
las autoridades ante el Tribunal en Pie 
no, cuando el asunto sea de importancia y 
trascendencia, a juicio del titular de la 
Secretaria o del Departamento de Estado a 
que el asunto corresponda, o de los direc 
tores o jefes de los organismos descentra 
lizados, en su caso". 



Dicho texto sufrió una modi-f icación que 

entró en vigor a partir del primero de Enero de 1969, 

siendo su redacción la siguiente: 

"ARTICULO 240.- Las resoluciones de las 8a 
las del Tribunal Fiscal que decreten o 
nieguen sobreseimientos, y las que pongan 
fin al juicio, serán recurribles por las 
Autoridades ante la Sala Superior, cuando 
el asunto sea de importancia y trascended 
cia a juicio del titular de la Secretaria 
• del Departamento de Estado a que el 
asunto corresponda o del Jefe del Departa 
mentó del Distrito Federal, o de los D¿ 
rectores o Jefes de los organismos descea 
tralizados en su caso". 

A partir del lo. de Enero de 1979, entró 

en vigor una modificación a dicho precepto, en el que se 

adicionó un párrafo más, el cual textualmente señaló lo 

siguiente: 

"También serán recurribles las sentencias 
de las Salas por violaciones procesales 
cometidas durante el procedimiento que 
yan afectado el resultado del fallo". 

El 31 de Diciembre de 1980 entró en vigor 

otra reforma a dicho precepto, conteniéndose de la si. 

guiente formas 

"ARTICULO 240.- Las resoluciones de las S& 



las Regionales del Tribunal Fiscal que dg, 
creten o nieguen sobreseimientos, y las -
que pongan fin al juicio, serán recurrí, 
bles por las Autoridades ante la Sala Si¿ 
perior, cuando el asunto sea de importan, 
cia y trascendencia a juicio del Titular 
de la Secretarla o del Departamento de E& 
tado que el asunto corresponda, de los Di 
rectores o Jefes de los organismos deseen, 
tralizados en su caso* 

También serán recurribles las sentencias 
de las Salas por violaciones procesales 
cometidas durante el procedimiento que ha 
yan afectado el resultado del fallo11* 

En el Código de 1967, se regula el recur 

so de revisión fiscal ante la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, con dicho recurso en forma evidente el Le 

gislador creó una desigualdad procesal extrema, dándole 

mayor cantidad de recursos a la Autoridad que al particu 

lar, negando el sistema de derecho, puesto que en núes 

tro Pais las garantías deben de otorgarse a los particu, 

lares y en el caso especifico del interés primordial que 

se protege no representa de ninguna manera un interés 

social, puesto que la Sociedad son los individuos y no 

las instituciones que son un enteficción a las que se — 1 

les delega autoridad de la cual soberanamente le pertene 

ce a los individuos, sin embargo dicha situación es nega 

da totalmente por el Legislador al establecer el recurso 

de revisión fiscal; es decir,que las autoridades después 

de tener oportunidad de recurrir las sentencias de Prime 



ra Instancia, podrían incluso recurrir las instancias re 

sueltas en revisión sin perder de vista que dichas auto 

ridades tuvieron toda la oportunidad técnica para efec 

tuar en forma correcta sus actos y desde dicho punto de 

vista están mayormente capacitadas que los particulares 

para efectuar debidamente sus actuaciones oficiosas, de 

jadas sin efecto por el Tribunal Fiscal de la Federación 

en Primera y Segunda Instancia. 

El Articulo 242 en su redacción original 

señaló lo siguiente: 

"ARTICULO 242.- Contra las resoluciones -
del Tribunal en Pleno a que se refiere 
el Articulo anterior, las autoridades pg 
drán interponer el recurso de revisión — 
fiscal ante la 8uprema Corte de Justicia 
de la Nación dentro del plazo de diez - -
días siguientes al en que surta efectos -
la notificación respectiva, mediante es 
crito dirigido al Presidente de la 8uprg 
ma Corte de Justicia que deberá ser firma 
do por el Titular de la Secretaria» Depar 
mentó de Estado o por los directores o je 
fes de los organismos autónomos según co 
rresponda. En dicho escrito deberán expo 
nerse las razones que determinen la impor: 
tancia y trascendencia del asunto de que 
se trate. Si el valor del negocio es de 
quinientos mil pesoS o más se considerará 
que tiene las características requeridas 
para ser objeto del recurso. 

Dicho precepto sufrió una reforma que eo, 

tró en vigor el primero de Enero de mil novecientos sg, 



senta y nueve, siendo su redacción la siguientes 

"ARTICULO 242.- Contra las resoluciones -
del Tribunal en pleno a que se refiere el 
Articulo anterior, las Autoridades podrán 
interponer el Recurso de Revisión Fiscal 
ante la Suprema Corte de Justicia de la -
Nación dentro del plazo de diez dias si -
guientes al en que surta efectos la noti-
ficación respectiva, mediante escrito di-
rigido al Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia qu*e deberá ser firmado por el 
titular de la Secretaria o Departamento -
de Estado, o por el Jefe del Departamento 
del Distrito Federal o por los Directores 
o Jefes de los organismos Autónomos, se 
gún corresponda. En dicho escrito deberá 
exponerse las razones que determinen la — 
importancia y trascendencia del asunto de 
que se trata. Si el valor del negocio es 
de quinientos mil pesos o más, se considg 
rará que tiene las características re 
queridas para hacer objeto del recurso"• 

Al crearse las Salas Regionales del Tribu, 

nal Fiscal de la Federación entró en vigor una nueva re 

forma a dicho Articulo a partir del 3 de Agosto de 1978, 

suprimiéndose la cita de las resoluciones del plena del 

tribunal para señalarse que dicho recurso se podría enta 

blar en contra de las resoluciones de la Sala Superior» 

conservándose el término de diez dias para interponer di 

cho recurso, pues con las reformas entró en vigor el pri 

mero de Enero de 1980, dicho término se extendió a quin 

ce dias.siguientes al en que se surtiera efectos la noti 

ficación respectiva, conservándose en sü redacción el va 



lor del negocio d© quinientas mil pesas, para considerar 

que el asunto reunía las características de importancia 

y trascendencia; sin embargo a partir del 31 de Diciem 

bre de 1980 se amplió la cuantía a un millón de pesos. 

D.~ CODIGO FISCAL DE 1983. 

En el Diario Oficial de Diciembre de 1981 

se publicó el Código Fiscal de la Federación que abrogó 

al de 1967 en el Articulo lo.transitorio de dicho Código 

se estableció que entrarla en vigor en toda la Repúbli 

ca hasta el primero de Octubre de 1982,sin embargo en el 

mismo Diario Oficial de la Federación y con posterior^ 

dad se señaló una prórroga para la entrada en vigor de 

dicho Código y se señaló que éste entrarla en vigor en 

toda la República a partir del primera de Enero de 1983, 

excepción hecha del titulo VI que señala el procedimieo. 

to contencioso administrativo, estableciéndose que éste 

iniciara su vigencia el primero de Abril de 1983. 

Asi en el Articulo lo* Transitorio se se 

ñalo lo siguientes 

"ARTICULO lo.- Este Código entrará en Vi 
gor en toda la república el dia primera 
de Enero de 1983 excepción hecha del Titu 
lo VI del procedimiento contencioso admi 



nistrativo, que iniciará su vigencia el 
primero de Abril de 1983"• 

Mi punto de vista es que a partir de esta 

nueva Legislación comenzó un retroceso en la materia de 

Legislación Fiscal,restringiéndose derechos en perjuicio 

de los particulares y regulándose determinadas figuras 

jurídicas en diversos preceptos que con anterioridad se 

encontraban requisitados en forma más sencilla y clara 

con armonía a las disposiciones o principios constitucig 

nales. 

Dicha situación se demostrará a través de 

los comentarios que me permito manifestar a continua ~ 

ción. 

Al entrar en vigor el Código de 1983, el 

Articulo primero señalaba lo siguientes 

"ARTICULO lo.- Las personas físicas o mora 
les están obligadas a contribuir para los 
gastos públicos conforme a las leyes fi£ 
cales respectivas; las disposiciones de 
éste Código se aplicarán en su defecto. -
Solo mediante Ley» podrá destinarse una 
contribución a un gasto público especifi 
co". 

La Federación queda obligada a pagar con. 
tribuciones únicamente cuando las leyes 
lo señalen expresamente. 

Los estados extranjeros, en caso de reci. 
procidad no están obligados a pagar im 



puestos, no quedan comprendidas en esta 
excensión las entidades o agencias perte 
cientes a dichos Estados. 

Las personas que de conformidad con las 
Leyes Fiscales no estén obligadas a pagar 
contribuciones, únicamente tendrán las 
otras obligaciones que establezcan en fo£ 
ma expresa las propias Leyes. 

Dicha disposición no sufrió modificación 

alguna'. 

De esto hay que resaltar que modifica el 

orden que debe establecerse en cuanto a la aplicación de 

las Leyes Fiscales, pues ya no se contiene el principio 

establecido en el Articulo primero del Código de 1967, 

en el cual los impuestos, derechos y aprovechamientos, 

se regulaban en primer lugar por las Leyes respectivas y 

en su defecto por el Código Fiscal, permitiéndose la su 

pletoriedad del derecho común; en el Código Actual, el 

Articulo primero no establece dicho principio en el mis 

mo orden, ya que en él se señala que las personas fisi 

cas o morales, están obligadas a contribuir conforme a 

las Leyes Fiscales respectivas y las disposiciones del 

Código Fiscal se aplicarán en su defecto. 

Toca el Articulo S establecer en su Seguo. 

do Párrafo la aplicación supletoria de las normas del de 



recho común, con la salvedad de que en el Articula 5 que 

ha conservado su redacción original desde la entrada en 

vigor el primero de Enero de 1933, establece que el dere 

cha común aplicable es el Federal común, asi dicho pre 
i 

cepto se contiene en el Código en vigor con la siguiente 

redacción s 

"ARTICULO 5o.- Las disposiciones fiscales 
que establezcan cargas a los particulares 
y las que señalan excepciones a las mis 
mas, asi como las que fijan las infraccio 
nes y sanciones, son de aplicación estríe, 
ta» Se considera que establecen cargas a 
los particulares las normas que se refig 
ren al sujeto» objeto, base, tasa o tar¿ 
fa. 

Las otras disposiciones fiscales se Ínter, 
pretarian aplicando cualquier método de — 
interpretación jurídica, a falta de norma 
fiscal expresa, se aplicarán supletoria 
mente las disposiciones del derecho fedg 
ral común cuando su aplicación no sea con 
traria a la naturaleza propia del Derecho 
Fiscal". 

El Articulo 5 de referencia contiene los 

elementos del Articula 11 del Código anterior, con la 

salvedad de que en la Legislación actual se señala cuá 

les son las normas que establecen cargas a los partícula 

hes, elementa na contenido en el Código de 1967. 

En cuanto a los responsables eolidarios, 

el Articulo 26 en su texto original, establece lo si -



guien i:©: 

"ARTICULO 26.- Son responsables solidarios 
can los contribuyentest 

I L o s retenedores y las personas a 
quienes las leyes impongan la obliga 
ción de recaudar contribuciones a 
cargo de los contribuyentes hasta 
por el monto de dichas contribucio 
nes. 

II.- Las personas que estén obligadas a 
efectuar pagos provisionales por -
cuenta del contribuyente, hasta por 
un monto de estos pagos. 

III.-Los liquidadores y síndicos por las 
contribuciones que debieron pagar a 
cargo de la Sociedad en la liquida -
ción o quiebra, asi como de aquellas 
que se causaron durante su gestión. 

IV.- Los adquirentes de negociaciones, 
respecto de 1 as contribuciones que 
se hubieren causado en relación con 
las actividades realizadas con la 
negociación, cuando pertenecía a -
otra persona, sin que la responsabi. 
lidad exceda del valor de la misma. 

V.- Los representantes, sea cual fuere 
el nombre con que se les designe de 
personas no residentes en el pais, 
con cuya intervención éstas efectúen 
actividades por las que deban pagar, 
se contribuciones, hasta por el mon 
to de dichas contribuciones. 

VI.- Quienes ejerzan la patria potestad o 
la tutela, por las contribuciones a 
cargo de sus representados. 

VII.-Los legatarios y los donatarios a t¿ 
tulo particular respecto de las obl¿. 
gaciones fiscales que se hubieren 
causado en relación con los bienes 
legados o donados hasta por el monto 



de éstos« 

VIII.-Quienes manifiesten su voluntad de 
asumir responsabilidad solidaria. 

IX.- Los terceros que para garantizar el 
interés fiscal constituyan depósito, 
prenda o hipoteca, o permitan el se 
cuestro de bienes, hasta por el va 
lar de los dado6 en garantía, sin 
que en ningún caso, su responsabi1¿ 
dad exceda del monto del interés ga 
rantizado. 

Los responsables solidarios también 
son por los recargos. 

Dicha disposición en la redacción que se 

señala, estuvo vigente hasta Diciembre de 1983, puesto 

que para el primero de Enero de 1984, se le adicionaron 

párrafos a la Fracción III y se modif icó jal última párra, 

fo posterior a la Fracción IV, siendo dicha modificación 

la siguiente: 

"ARTICULO 26.- Son responsables solidarios 
con los contribuyentes« 

FRACCION III.- Los liquidadores y sindi 
eos par las contribuciones que debieran -
pagar a cargo de la Sociedad en liquida 
ción o quiebra, asi como de aquellas que 
se causaron durante su gestión. 

No será aplicable lo dispuesto en el Pá 
rrafo anterior» cuando la Sociedad en l¿ 
quidación garantice el interés fiscal -
por 1as contri buc iones mencionadas en 
los términos del Articulo 11 de éste Códi 
go. 

La persona o personas, cualquiera que 



sea el nombre con que se les designe, que 
tengan conferida la dirección general, o 
la administración única de las Sociedades 
Mercantiles, serán responsables solida 
rios por las contribuciones causadas o no 
retenidas por dichas Sociedades durante 
su gestión, asi como debieron pagarse, o 
enterarse durante la misma, en la parte 
del interés fiscal que no alcance a ser 
garantizada con los bienes de la Sociedad 
que dirigen, cuando dicha sociedad incu 
rre en cualquiera de los siguientes su 
puestos: 

a).- No solicite su inscripción en el Re 
gistro Federal de Contribuyentes. 

b).- Cambie su domicilio sin presentarle 
aviso correspondiente en los térmi 
nos del reglamento de éste Código, 
siempre que dicho cambio se efectúe 
después de que se le hubiere notifi 
cado el inicio de una visita y antes 
de que se haya notificado la resolu 
ción que se dicte respecto de la mis 
ma, o cuando el cambio se realice — 
después de que se le hubiera notifi. 
cado un crédito fiscal y antes de 
que éste se haya cubierto o hubiere 
quedado sin efecto. 

c).- No lleve contabilidad, la oculte, o 
la destruya. 

En lo que respee ta a la Ultima Fracción 

su redacción eos 1 a sigu.i en te: 

"La responsabilidad solidaria comprenderá 
los accesorios con excepción de las muí. 
tas". 

En Enero de 1988 entró en vigor un adi 



ción al Segundo Párrafo de la Fracción III del Articulo 

26, la cual contiene la siguiente transcripción: 

"No será aplicable lo dispuesto en el Pá 
rrafo anterior, cuando la sociedad en 11 
quidación garantice respecto de dichas 
contribuciones el interés fiscal en los -
términos del Articulo 11 de éste Código y 
siempre que cumpla con las obligaciones -
de presentar avisos y de proporcionar los 
informes a que se refiere este Código y -
su Reglamento"• 

Dicha disposición mantiene su contenido 

actualmente. 

Como podemos observar en el contenida ini. 

cial del Articulo 26 la responsabilidad solidaria no es 
i 

tabléela con claridad que de ella se exceptuaban las muí. 

tas, sin embargo al no estar establecido expresamente, 

podríamos señalar que la excepción se contenia precisa 

mente en que la disposición no establecía o imponía la 

responsabilidad solidaria hacia la determinación de muí 

tas derivadas del incumplimiento que generaba cualquiera 

de los supuestos por los que terceros se hacían responsa 

bles de deuda ajena. 

Para complementar la idea que expresa, me 

permito señalar que en el Articulo 2, el Código Fiscal -

de la Federación de 1983 se han mantenido en el Tercer 



Párrafo de la Fracción XV el siguiente supuesto: 

"Siempre que en este Código se haga refe 
rencia únicamente a contribuciones no se 
entenderán incluidos los accesorios, con 
excepción de lo dispuesto en el Artlcü 
lo 1". 

A mi parecer dicha disposición es una ex 

cepción que establece una aplicación estricta de canfor 

midad con el Articula 5 del mismo Código Fiscal, sin em 

bargo dicha excepción solamente podría establecer el be 

neficio en cuanto a las multas que se pretendieran impo 

ner por responsabilidad solidaria, de conformidad a la -

Legislación vigente o al precepto señalado vigente duran 

te 1983, puesto que como carga hacia los responsables so 

lidarios se establecía que dicha responsabi1idad también 

repercutía sobre los recargos. 

Con la adición o modificación que se hizo 

a la última parte del Articulo 26 cuya redacción se en 

cuentra vigente desde Enero de 1984 a la actualidad, se 

estableció la excepción de la responsabilidad solidaria 

respecto a las multas y se señala que dicha responsabilj. 

dad solidaria comprenderá los accesorios. 

El probletna actual, es decir con las dí§. 



posiciones vigentes a partir del lo. de Enero de 1990 

surge respecto a aquello que debe considerarse corno accg 

sorio, ya que la Legislación solo se determina en forma 

expresa, que elementos se pueden señalar como accesorio 

de las contribuciones, a los recargos como las multas, 

luego es precisamente con la Introducción a la Legisla 

ción o a las disposiciones legales que rigen la materia 

contributiva de la figura de la "ACTUALIZACION", ya que 

no se establece que calidad tiene dicha figura jurídica 

respecto a la contribución,ni el Articulo 26 en su texto 

vigente señala que los responsables solidarios sean tanj. 

bién responsables respecta a una supuesta actualización 

de las contribuciones, puesto que si de acuerdo al Art¿. 

culo 6 en vigor, las contribuciones se causan conforme 

se realizan las situaciones jurídicas a de hecho, previs 

tas en las leyes vigentes durante el lapso en que ot:u 

rran; entonces el momento o la determinación de una con 

tribución seré de acuerdo a las disposiciones que rigen 

dicha contribución específicamente, luego en atención a 

lo que se ha transcrito del Articulo 2, si las disposi, 

cione?s solamente se refieren a contribuciones y los res 

ponsables solidarios solamente lo son por las contriby. 

clones, luego agreguemos a esto que la actualización no 



tiene categoría de contribución en las disposiciones que 

define lo que es una contribución, porque dicha actual^, 

nación no es un impuesto conforme a la Legislación vigen 

te como es la definición que se da en la Fracción I del 

mismo Articulo 2 y luego tampoco se les quiere reconocer 

con el carácter de recargo, pues se le señala con una 

nueva terminología que es precisamente "ACTUALIZACION", 

y aunado también a esto que no existe una definición le 

gal o una disposición que fundamente la calidad de la ac 

tualización ni en el ramo de impuesto, ni mucho menos en 

el de accesorio, tenemos por ende que la actualización -

no debe aplicarse en perjuicio de los responsables soli 

darlos y cuando se presente una situación de hecho en — 

que las autoridades pretendan perjudicar a un responsa, 

ble solidario reclamándole contribución, recargos y adg 

mas actualización, no tendrá calidad el Legislador ni la 

autoridad fiscal para sostener que también para dicha fi 

gura de actualización el responsable solidario está obl¿. 

gado a pasar o pagar dicho adeudo ajeno con la misma si 

tuación que el Legislador genera al no establecer definí 

ción jurídica de lo que es actualización, me atrevo a — 

afirmar que mis manifestaciones no encuentran objeción 

Válida al respecto* 

Para complementar, también podemos seña 



lar como ya se ha establecido en capítulos anteriores, 

el Código de 1967 definía al crédito fiscal como la obli. 

gación fiscal determinada en cantidad liquida y que dg, 

bia pagarse en la fecha o dentro del plazo señalado en -

las disposiciones respectivas; al respecto el Código Fis 

cal vigente a partir del lo. de Enero de 1983 establece 

en su Articulo 4, lo siguiente: 

"ARTICULO 4.- Son créditos fiscales los -
que tenga derecho a percibir el Estado o 
sus organismos descentralizados que prc¿ 
vengan de contribuciones, de sus acceso 
rios o de aprovechamientos, incluyendo — 
los que deriven de responsabilidades que-
el estado tenga derecho a exigir de sus 
funcionarios o empleados o de las particu 
lares, asi como aquellas a los que las lg 
yes les den ese carácter y el estado ten 
ga derecho a percibir por cuenta ajena". 

Por lo tanto debo insistir ni en la defi. 

nición de contribuciones o de aprovechamientos se puede 

incluir la figura de "ACTUALIZACION", asi como tampoco -

existe en la Ley una clasificación de lo que son acce 

sorios y menos una que incluya entre los accesorios o 

con el carácter de accesorio, a la llamada "ACTUALIZA 

CIQN". 

A partir del 

ti cu1o 21 del Código Fiscal 

lo siguiente: 

lo. de Enero de 1983, el Ar 

de la Federación estableció 



"ARTICULO 21«- Cuando ho Se Cubran las 
contribuciones en la fecha o dentro del 
plazo fijado por las disposiciones fisca 
les, deberán pagarse recargos en concepto 
de indemnización al Fietítí Federal por lá 
falta de pago oportunb. bichos recargos 
se calcularán conforme á Una tasa que se 
rá cincuenta por ciento mayor a la tasa 
que mediante Ley fija anualmente el Con 
greso de la Unión, tomando en considera 
ción el costo procentual promedio de cag 
tación de recursos de sistema bancario — 
proporcionado por el Banco de México". 

Los recargos se calcularán sobre el total 
del crédito fiscal, excluyendo los pro 
pios recargos, la indemnización a que se 
refiere el cuarto párrafo de éste Articu 
lo, los gastos de ejecución y las multas 
por infracción a disposiciones fiscales y 
no excederán del 250Y. del monto de dicho 
crédito. Cuando el pago hubiera sido mg, 
ñor al que corresponda, los recargos se 
se computaran sobre la diferencia. Los -
recargos se causaran por cada mes o. frag. 
ción que transcurra a partir del dia en -
que debió hacerse el pago y hasta que el 
mismo se efectúe. 

Cuando los recargos determinados por el -
contribuyente sean inferiores a los que -
calcule la Oficina recaudadora ésta debe 
rá aceptar el pago y procederá a exigir -
el remanente. 

El cheque recibido por las Autoridades 
fiscales que se ha presentado en tiempo y 
no se ha pagado, dará lugar al cobro del 
monto del cheque y a una indemnización — 
que será siempre del 207. del valor de ég. 
te y se exigirá independientemente de los 
demás conceptos a que se refiere éste Ar 
ticulo. En este caso los recargos se em 
pezarán a computar a partir del inicio — 
del tercer mee siguiente al dia en que se 
debió haber hecho el pago. La indemniza 
ción mencionada, el monto del cheque y en 
su caso los recargos, se requerirá y co 
brarán mediante el procedimiento adminis 



trativo de ejecución sin perjuicio de la 
responsabilidad penal que en su caso pro. 
cediere. 

Cuando el contribuyente pague en forma ex 
pontánea en los términos del Articuló 73 
de éste Código las contribuciones omiti 
das y los recargos. Dichos recargos no ex. 
cederán del cien por ciento del monto de 
las contribuciones. 

A partir del lo. de Enero de 1984 el pre 

cepto transcrito se adicionó en un sexto párrafo el cual 

se contiene de la siguiente formas 

"En el caso de aprovechamientos» los re 
cargos se calcularán de conformidad con 
con lo dispuesto en el segundo párrafo de 
éste Articulo, sobre el total del crédito 
fiscal, excluyendo los propios recargos, 
la indemnización a que se refiere el meo. 
clonado párrafo y los gastos de ejecu 
ción. No causarán recargos las multas no 
fiscales". 

Dicha disposición conservó su redacción y 

la adición del sexto párrafo hasta Diciembre de 1985, — 

puesto que para Enero de 1986, fue modificada dicha dig» 

posición en su párrafo segundo, el cual estableció lo 

siguiente: 

"Los recargos se calcularán sobre el total 
del crédito fiscal, excluyendo los pro 
pios recargos la indemnización a que se 
refiere el cuarto párrafo de éste Artícu. 
lo, los gastos de ejecución y las multas 



por infracción a disposiciones fiscales y 
na excederán del 300'/. del monto de dicha 
crédito. Cuando el pago hubiera sido me 
ñor al que corresponda, los recargos se -
computarán sobre la diferencia. Los recar 
gos se causarán por cada mes o fracción 
que transcurra a partir del dia en que de, 
bió hacerse el pago y hasta que el mismo 
se efectúa". 

En enero de 1987, entró en vigor una re 

forma al segundo párrafo del Articulo 21 que obedece a -

la fluctuación de la tasa aplicable a los recargos y -

que toma su motivo en la creciente inflación dejando de 

señalar la disposición una tasa máxima como tope de los 

recargos, es decir que na fueran a exceder de un por — 

ciento determinada ya que se establece en dicho párrafo 

que los recargos se causarán hasta por determinados -

años, siendo dicha disposición con su modificación al se. 

gundo párrafo, la siguiente: 

"Los recargos se causarán hasta por cinco 
años y se calcularán sobre el total del -
crédito fiscal, excluyendo los propios r£ 
cargos, la indemnización a que se refiere 
el cuarto párrafo de éste Articulo, los -
gastos de ejecución y las multas por in 
fracción a disposiciones fiscales, cuando 
el paga hubiera sido menor al que corres 
ponda, los recargos se computarán sobre 
la diferencia. Los recargos se causarán 
por cada mes o fracción que transcurra 
a partir del dia en que denbió hacerse el 
pago y hasta que el mismo se efectúe". 



Dicha disposición sufrió modificación que 
entró en vigor a partir del primero de Enero de 19B8 -
siendo dicha modificación a partir de su segundo párrafo 
la siguiente: 

Los recargos se causarán hasta por cinco £ 
Píos y se calcularán sobre el total del cr¿ 
dito fiscal, excluyendo los propios recae, 
gos, la indemnización a que se refiere el 
párrafo séptimo de éste Articulo, los gas 
tos de ejecución y lam multas por infrat 
ción a disposiciones fiscales. 

En los casos de garantía de obligaciones -
fiscales a cargo de terceros, los recargo* 
se causarán sobre el monto de lo requerido 
y hasta el limite de lo garantizado(cuando 
no se pague dentro del plazo legal. 

Cuando el pago hubiera sido menor al que -
corresponda, los recargos se computarán sq 
bre la diferencia. 

Los recargos se causarán por cada mes o 
fracción que transcurra a partir del dia 
en que debió hacerse el pago hasta que el 
mismo se efectúe. 

Cuando los recargos determinados por el 
contribuyente sean inferiores a los que 
calcule la Oficina Recaudadora ésta deberá 
aceptar el pago y procederá a exigir el re 
manente. 

Asi mismo a partir de Enero de 1987 en d¿ 

cho precepto se señaló lo siguiente en su octavo párrafo 

En caso de pago espontáneo en los términos 
del Articulo 73, el importe de los recar 
gos no excederían de los causados durante 
un año, variándose el contenido de dicho -
precepto que estuvo vigente hasta Diciegi 
bre de 1986 donde los recargos no excedg 
rían del cien por ciento del monto de las 
contribuciones. 

A partir de Enero de 1990, dicho preceg-



to fue modificado introduciéndose en el Código fiscal de 

la federación el concepta de la actualización de las con 

tr.ibuci.ones, siendo dicha reforma y contenido del Articu 

lo de referencia, el siguiente: 

"ARTICULO 21.- Cuando no se cubran las con 
tribuciones en la fecha o dentro del pía 
zo fijado por las disposiciones Fiscales 
el monto de las mismas se actualizará des 
de el mes en que debió hacerse el pago y 
hasta que el mismo se efectúe, además de 
berán pagarse recargos en concepto de íq. 
demnización al Fisco Federal por falta 
de pago oportuno. Dichos recargos se — 
aplicarán cada mes sobre 1 as contribucio, 
nes actual izadas y se calcularán confor 
me a tasas que serán cincuenta por ciento 
mayores de las que mediante Ley fije — 
anualmente el Congreso de la Unión por ca 
da uno de los periodos que a continuación 
se indican, comprendidos entre el mes en 
que debió hacerse el pago y aquél en que 
el mismo se efectúe: 

I.- Hasta doce meses. 

II.- De más de doce hasta veinticuatro me 
es. 

III.-De más de veinticuatro hasta treinta 
y seis meses. 

IV.- De más de trein ta y seis hasta cua 
renta y ocho meses. 

V.- De más de cuarenta y ocho hasta sg, 
senta meses. 

Los recargos se causarán hasta por cinco 
años, y se calcularán sobre el total del 
crédito fiscal, excluyendo los propios re 
cargos, la indemnización a que se refiere 
el párrafo séptima de éste Articulo los -
gastos de ejecución y 1 as muí tas por in 
fracción a disposiciones fisea 1 es. 



En los casos de garantía de obligaciones 
fiscales a cargo de terceros,los recargos 
se causarán sobre el monto de lo requerí, 
do hasta el limite de lo garantizado cuan 
do no se pague dentro del plazo legal. 

Cuando el pago hubiere sido menor al que 
corresponda, los recargos se computarán -
sobre la diferencia. 

Los recargos se causarán por cada mes o 
Fracción que transcurra, a partir del dia 
en que debió hacerse el pago y hasta que 
el mismo se efectúe. 

Cuando los recargos determinados por el 
contribuyente sean inferiores a 1 os que -
calcule la Oficina Recaudadora, éste debe 
rá aceptar el pago y procederá a exigir 
el remanente. 

El cheque recibido por las Autoridades — 
Fiscales que sea presentado en tiempo y 
no se pagado, dará lugar al cobro del mon 
to del cheque y a una indemnización que 
será siempre del veinte por ciento del va 
lor de éste,y se exigirá independientemen 
te de los demás conceptos a que se refie 
re este Articulo. La indemnización mencio 
nada,el mon to del cheque y en su caso los 
recargos se requerirán y cobrarán median 
te el procedimiento administrativo de eje 
cución sin perjuicio de la responsabi1 i 
dad penal que en su caso procediere. 

Cuando el contribuyente pague en una sola 
exhibición el total de las contribuciones 
omitidas, en forma espontánea en los tér 
minos del Articulo 73 de éste Código. El 
importe de los recargos no excederá de 
los causados duran te un año. Si se obtie 
ne autorización para pagar a plazas, ya -
sea en forma diferida o en parcialidades 
se causarán además los recargos que esta 
blece el Articulo 66 de este Código, por 
la parte diferida. 

En caso de aprovechamientos, los recargos 
se calcularán de conformidad con lo dis 
puesto en éste Articulo sobre el tota 1 — 



del crédito fiscal, excluyendo los pro 
pios recargos, los gastos de ejecución y 
la indemnización a que se refiere éste Ar 
ticulo. No causarán recargos las multas 
no fiscales. 

En ningún caso, las Autoridades Fiscales 
podrán liberar a los contribuyentes de la 
actualiración de las contribuciones o con 
donar total o parcialmente los recargos -
correspondientes". 

En Enero de .1983 el Articulo 22 entró en 

vigor can la siguiente redacción. 

"ARTICULO 22.- Las autoridades fiscales -
están obligadas a devolver las cantidades 
pagadas indebidamente y las que procedan 
de conformidad con las Leyes fiscales. — 
La devolución podrá hacerse de oficio o a 
petición del interesado. Los retenedores 
podrán solicitar la devolución, siempre -
que ésta se haga directamente a los cor*, 
tribuyentes. Cuando la contribución se -
calcule por ejercicios, únicamente se po 
drá solicitar la devolución del saldo a -
favor de quien presentó la declaración 
de éste ejercicio, salvo que se trate de 
cumplimiento de resolución o sentencia — 
firme de autoridad competente, en cuyo ca 
so podrá solicitarse la devolución, inde 
pendientemen te de la presentación de 1 a -
declaración. 

Si el pago de lo indebido se hubiere efec 
tuado en cumplimiento de acto de autori 
dad, el derecho a la devolución nace cuan 
do dicho acto hubiere quedado insubsisten 
te. Lo dispuesto en éste párrafo, no es 
aplicable a la determinación de diferen 
cias por errores aritméticos, la que dará 
lugar a la devolución, siempre que no ha. 
ya prescrito la obligación en los térmj,. 
nos del último párrafo de este Articulo. 



Cuando se solicite la devolución, ésta de 
berá efectuarse dentro del plazo de cug. 
tro meses siguientes a la fecha en que -
se presentó la solicitud ante la Autori 
dad Fiscal competente, con todos los da 
tos informes y documentos que señale la 
forma oficial respectiva. Si dentro de 
dicho plazo no se efectúa la devolución 
el Fisco Federal deberá pagar intereses 
con forme a una tasa que será igual a la 
prevista para los recargos en los térmi. 
nos del Articulo 21 de éste Código. Los 
intereses se calcularán en 1 as cantidades 
que precede devolver, excluyendo los pro 
pios intereses y se computaran desde que 
se venció el plazo hasta la fecha en que 
se efectúe la devolución o se pongan las 
cantidades a disposición del interesado. 
El contribuyente que habiendo efectuado 
el pago de una contribución determinada -
por la Autoridad, interponga oportunamen 
te los medios de defensa que las Leyes es 
tablezcan y obtenga resolución firme que 
le sea favorable total o parcialmente, 
tendrá derecho a obtener del Fisco Fede 
ral el pago de intereses conforme a una 
tasa que seria igual a la prevista para 
los recargos, en los términos del Articu 
lo 21 de éste Código, sobre las cantida 
des pagadas indebidamente y a partir que 
se efectuó el pago. En este caso el con 
tribuyente podrá compensar las cantidades 
a su favor, incluyendo los intereses con 
tra cualquier impuesto, ya sea a su cargo 
o que deba enterar en su carácter de rete 
nedor. 

En ningún caso los intereses a cargo del 
Fisco Federal excederán de 250"/. de la can 
tidad de que se trate. 

Cuando las Autoridades Fiscales procedan 
a la devolución de cantidades señaladas 
como saldo a favor en las declaraciones 
presentadas por los contribuyentes, sin 
que medie más trámite que la simple com 
probación de que se efectuaron los pagos 
de contribuciones, que el contribuyente 
dec1ara haber hecho, la orden de devo1u 
ción no implicará resolución favorable al 



contribuyente, si la devolución se hubie. 
ra efectuada y no procediera, ee causarán 
recargos en los términos del Articulo 21 
de éste Código, sobre las cantidades de 
vueltas indebidamente y los posibles inte 
reses pagados por las Autoridades Fisca 
les, a partir de la fecha de la dévolu 
ción. 

La obligación de devolver prescribe en 
los mismos términos y condiciones que el 
crédito fiscal". 

En Enero de 1986, entró en vigor una modi, 

fieación al primero y quinto párrafo del Articulo 22 y 

se adicionan das párrafos, siendo dichas modificaciones 

1 as siguientes : 

"Las Autoridades Fiscales están obligadas 
a devolver las cantidades pagadas indebi. 
damente y las que procedan de conformidad 
con las Leyes Fiscales. La devolución pg 
drá hacerse de oficio o a petición del in 
teresado mediante cheque certificado expe 
dido a nombre del contribuyente• los que 
se podrán utilizar y deberán cubrir cual_ 
quier contribución que se pague median te 
declaración, ya sea a su cargo, o que de 
ba enterar en su carácter de retenedor. 
Los retenedores podrán solicitar la devo 
lución siempre que ésta se haga directa 
mente a los contribuyentes. Cuando la — 
contribución se calcule por ejercicio, 
únicamente se podrá solicitar la devolu 
ción del saldo a favor de quien presentó 
la declaración de su ejercicio, salvo que 
se trate del cumplimiento de resolución y 
de sentencia firme de autoridad competen 
te, en cuyo caso deberá solicitarse la de 
volución independientemente de la presen 
tación de la declaración". 

La siguiente, es también otra modifica 



ciôn s 

"En ningún caso los intereses a cargo del 
Fisco Federal excederán del 300"/. de la — 
cantidad de que se trate". 

Los párrafos que se adicionan son los si. 

guientes: 

"La devolución mediante los certificados a 
que se refiere el primer párrafo de éste 
Articulo, sólo se podrá hacer cuando los 
contribuyentes tengan obligación de rete 
ner contribución, de efectuar pagos pro 
visionales mediante declaración y cuando 
asi lo solicite". 

Lo dispuesto en el cuarto párrafo de éste 
Articulo también será aplicable cuando 
las Autoridades Fiscales hayan efectuada 
compensación de oficio en los términos 
del penúltimo párrafo del Articulo 23". 

La reforma que se efectúa a dicho preceg. 

to y que entra en vigor a partir de Enero de 1987 deriva 

de las altas tasas de inflación; asi el 5o. párrafo del 

Articulo 22 señaló lo siguientes 

"En ningún caso los intereses a cargo del 
Fisco Federal excederán de los que se ge 
neren en cinco años"• 

En Enero de 1990, con la introducción a 

la Legislación Fiscal de la figura de la "Actualización 



de la» contribuciones", el Articulo 22 sufrió modifica 

ción, asi su tercer párrafo señala lo siguientes 

"Cuando se solicite la devolución ésta de 
berá efectuarse dentro del plazo de tres 
meses, siguientes a la fecha en que se 
presentó la solicitud ante la Autoridad -
Fiscal competente, con todos los datos, 
informes y documentos que señale la forma 
oficial respectiva. El Fisco Federal de 
berá pagar la devolución que proceda ac 
tualizada conforme a lo previsto en el Ar 
ticulo 17-A de éste Código, desde la fg. 
cha en que se venció el plazo para efec 
tuar la devolución y aquel la en que esta 
se efectúe. Cuando la declaración se pre 
sente antes del término del plazo, la ac 
tualización se hará a partir de esa fe 
cha. Si la devolución no se hubiere efec 
tuado en el plazo de tres meses, las Auto, 
ridades fiscales pagarán intereses que se 
calcularán conforme a una tasa que se 
apiicará sobre la devolución actualizada 
que será igual a la prevista para los re 
cargos en los términos del Articulo 21 
del citado Código". 

También el cuarto párrafo fue modificado 

estableciendo lo siguiente: 

"El contribuyente que habiendo efectuado 
el pago de una contribución determinada 
por el mismo o por la Autoridad, interpon 
ga oportunamente los medios de defensa — 
que las leyes establezcan y obtenga reso 
lución firme que le sea favorable total o 
pareialmente tendrá derecho a obtener del 
Fisco Federal el pago de intereses confor 
me a una tasa que seria igual a la previs 
ta para los recargos en los términos del 
Articulo 21 de éste Código sobre las can 
tidades actualizadas que se hayan pagado 



indebidamente y a partir de que se efec 
tuó el pago. En estos casos el contriby. 
yente podrá compensar las cantidades a ~ 
su favor, incluyendo los intereses contra 
cualquier contribución que se pague me 
diante declaración, ya sea a su cargo o 
que deba enterar en su carácter de retene 
dor. Tratándose de contribuciones que — 
tengan un fin especifico, sólo podrán com 
pensarse contra la misma contribución". 

En el mismo orden y debido a la introduc 

ción de la figura de at: tual i zación de contribuciones, el 

sexto pá rra fo fue m od i f ic ado, siendo érsta su redac::c ión : 

"Cuando las Autoridades Fiscales proce 
dan a la devolución de cantidades señala 
das como saldo a favor en las declaracio 
nes presentadas por los contribuyentes, 
sin que medie más trámite que la simple 
comprobación de que se efectuaran los pa 
gos de contribuciones, que el contribuyen 
te declarará haber hecho, la orden de de 
volución no implicará resolución favora 
ble al contribuyente. Si la devolución 
se hubiere efectuado y no procediera, se 
causarán recargos en los términos del Ar 
ticulo 21 de éste Código, sobre las canti 
dades actualizadas, tanto por las devue.1 
tas indebidamente como por las de los po 
sibles intereses pagados por las Autori. 
dades Fiscales, a partir de la fecha de — 
la devolución". 

Como podemos observar el tercer párrafo 

amplia en favor de las Autoridades el término fon que és 

tas están obl i a acias a resol ver sobre? 1 a devol uc ión sol i. 

citada, ya que del primero de Enero al treinta y uno de 



Diciembre de mil novecientos ochenta y nueve, las Autori. 

dades están obligadas a resolver la devolución en los — 

dos meses siguientes a la fecha en que se presentó la sg 

licitud, sin embargo para 1990, dicho término se amplia 

a tres meses siguientes a la fecha en que se presentó la 

solicitud, reduciéndose a dos meses por decreto que apa 

reció en el Diario Oficial de la Federación en el mismo 

mes de Enero de 1990. 

Debemos también agregar que el término 

que se señala para la devolución a cargo de las Autorida 

des, es solo cuando con la solicitud que se presente an 

te autoridad competente se encuentren reunidas los requi. 

sitos de señalarse todos los datos, informes y documen 

tos que señale la forma oficial respectiva, por lo que 

ante un error el solicitante, la Autoridad podría espg. 

rar a que se cumpliera el término señalado menos un dia 

y en ese momento efectuar un requerimiento al particular 

esto en el mejor de los casos, pues de la interpreta, -

ción de dicho precepto no se establece que la Autoridad 

deba requerir al solicitante para que ajuste su solici. 

tud, con todos los datos informes y documentos que se sg. 

ñalen en la forma fiscal respectiva, de tal forma que — 

tendría que activarla el mismo solicitante, pidiendo se 

le señalara por cual motivo no se le devuelve lo solici. 

tado o aún en otro caso si el solicitante acudiera a dg. 



mandar la negativa ficta la autoridad demostrarla no es 

tar obligada a efectuar la devolución exhibiendo pruebas 

suficientes que dieron certeza al Tribunal Fiscal que di. 

cho solicitante no reunió todos los datos, informes y do. 

cumentos que se señalaban en la forma oficial respectiva 

al momento de presentarla. 

Dichas situaciones me permiten manifestar 

que dicha disposición es una norma imperfecta en cuanto 

que aparentemente genera derechos, pero no obliga a la — 

Autoridad a requerir al particular para que señale los 

datos, informes o acompañe los documentos que junto a la 

forma oficial respee tiva omitió además de la desiguai 

dad que existe en cuanto a la exigencia de recargos cuan 

do el particular omite el pago correcto de sus impuestos 

y los intereses a cargo del Fisco Federal en cuanto al 

momento de generarse en favor de cualquiera de las par 

tes, ya que para el Fisco Federal será calculable el re 

cargo en su favor tanto como la actualización de que ha 

bla la última reforma desde el momento mismo en que ven 

ce el plazo para enterar las contribuciones respectivas, 

sin embargo en favor del particular los intereses como -

la actualización serán hasta que venza el plazo para que 

le sean devueltos, es decir esa fecha y aquella en que 

le sea enterados si es posterior al término que la Ley 

señala a la Autoridad para devolverlo, término contado a 



partir de que el solicitante complete los datos infO£ 

mes y documentos que señala la forma oficial respectiva. 
> 

En cuanto a la negativa ficta, el Articu 

lo 37 con su redacción vigente a partir del lo. de Enero 

ro de 1983, señalaba lo siguiente: 

"ARTICULO 37.- Las instancias o peticiones 
que se formulen a las Autoridades Pisca 
les deberán ser resueltas en un plazo de 
cuatro meses; transcurrido dicho plazo — 
sin que se notifique la resolución, el in 
teresado podrá considerar que la autori. 
dad resolvió negativamente e interponer 
los medios de defensa en cualquier tiempo 
posterior a ése plazo, mientras no se die 
te la resolución o bien esperar a que és 
ta se dicte". 

Dicha disposición se conservó sin modifi 

cación hasta Diciembre de 1984, ya que a partir de Enero 

de 1985 se le adiciona un segundo párrafo, cuya redac 

ción es la siguiente: 

"Cuando se requiera al promovente que cum 
pía los requisitos omitidos o proporcione 
los elementos necesarios para resolver, -
el término comenzará a correr desde que 
el requerimiento haya sido cumplido"• 

El Articulo 37 sigue sin modificaciòn ~ 

hasta la actualidad, es decir a partir de que se le adi 



cionó el segundo párrafo. 

El párrafo que se adicionó al Artículo 37 

establece o más bien puede interpretarse en el sentido -

de que la Autoridad tiene la facultad de efectuar reque 

miento para resolver las instancias o peticiones que le 

sean formuladas y en dicha interpretación podemos esta 

blecer que solamente podrá efectuar un solo requerimien-

to donde señale los requisitos omitidas o que el promo 

vente le proporcione las elementos necesarias para resol, 

veri os ¡i pero solo establece como facultad mas no como 

obligación y ello es perjudicial, pues debería señalarse 

un término menor al de aquél en que se genera la negati-

va ficta para que las Autoridades estuviesen obligadas a 

efectuar el requerimiento si éste fuera necesario, por -

lo que en relación a lo que comento al Articulo 22 dicho 

requerimiento podrá efectuarse en éstos casos en que no 

se trate de devoluciones con dos tres dias hábiles ante-

riores al vencimiento de los cuatro meses, con la genera 

ción inicial de dicho periodo de tiempo. 



CAPITULO II 

RECARGOS Y ACTUALIZACIONES 

A.— NATURALEZA DE LOS RECARGOS. 

El Código Fiscal de 1937 señaló que res-

pecto a la .indemnización al Fisco Federal por falta de 

pago oportuno tendria que aplicarse la tasa del 2'A men-

sual con un limite del 48%, esto se establecía en el Ar-

ticula 207. 

La naturaleza de los recargos al señalar 

se en disposición Fiscal se convierte en una obligación 

Fiscal y el carácter que tienen los recargos precisa 

mente se seríala desde el Código de 1937 a través del Ar 

ticulo 207 como el de "indemnización". 

Ese mismo concepto se establece en el Có-

digo de 1967, ya que originalmente el Artículo 22 señala 

ba a la letra lo siguientes 

"Cuando no se pague un crédito en la fecha 
o dentro del plazo señalado en las dispo-
siciones respectivasj deberán cubrirse re 
cargos "en concepto cíe indemnización" al 
Fisco Federal por falta de pago oportuno. 

La tasa de los recargos, será el doble de 
la que se fije conforme al párrafo final 



del Articulo 20. 

Los recargos se causarán por cada mes o -
fracción que transcurra a partir de la fe 
cha de la exigibilidad hasta que se efec-
túe el pago, los recargos no excederán -
del importe del Crédito Fiscal de que se 
trate." 

A partir del primero de enero de 1983, el 

carácter de los recargos se señala en el Articulo 21 y -

éste establece lo siguiente: 

"ARTICULO 21.- Cuando no se cubran las con 
tribuciones en la fecha o dentro del pla-
zo citado por las disposiciones fiscales, 
deberán pagarse recargos en concepto de -
indemnización al Fisco Federal por la fal. 
ta de pago oportuno. Dichos recargos se 
calcularán conforme a la tasa que será 
50% mayor a la tasa que mediante Ley fije 
el Congreso de la Unión. Tomando en con-
sideración el costo porcentual promedio -
de captación de recursos del sistema ban-
ear io proporcionado por el Banco de Méx^r 
co. 

A partir del primero de enero de 1990 se 

introduce en el Código Fiscal de la Federación el térmi-

no de la actualización de las contribuciones, conserváQ.-

dose a los recargos como indemnización al Fisco Federal, 

estableciéndose en el primer párrafo de dicho Artículo -

lo siguientes 

"ARTICULO 21.- Cuando no se cubran l*s con 
tribuciones en la fecha o dentro del pla-
za fijado por las disposiciones fiscales, 



el monto de las mismas se actualizará des 
de el mes en que debió hacerse el pago y 
hasta que el mismo se efectúe, además de 
berán pagarse recargos en concepto de in-
demnización al Fisco Federal por la falta 
de pago oportuno. Dichos recargos se apli 
carén cada mes sobre las contribuciones 
actualizadas y se calcularán conformé a ta 
sas que serán 50% mayores a los que median 
te Ley fije anualmente el Congreso de la -
Unión para cada uno de los periodos que 
a continuación se indican comprendidos -
entre el mes en que debió hacerse el pago 
y aquel en que el mismo se efectúe." 

Como podemos observar de las disposicio— 

nes comentadas y la introducción a la Legislación en vi-

gor, de la figura de la actualización, ésta ofrece como 

novedad» materia suficiente para especular sobre su al, 

cance constitucional, ya que precisamente los recargos -

son la indemnización por el menoscabo que sufre el era-

rio Federal cuando no se cubran a tiempo las contribucio 

nes a cargo de los particulares; sin embargo en la Legis 

lación, no se establece cual es la calidad de la que se 

goza la actualización, siendo evidente que si precisamen, 

te la indemnización por la depreciación a demérito de la 

moneda lo constituyen los recargos, la actualización no 

tiene una justificación en sentido estricto. Esta figu-

ra es comentada por Guiliani Fonrogue quien señala sobre 

la actualización de las deudas propiamente la indexación 

según neologismo que la reemplaza por la indización, de 

los créditos a favor del Estado, determinándose la actúa 



lización de acuerda con la variación que los precios ma-

yoristas, introduzcan en el mes en el que debió efectuac. 

se el pago y el penúltimo mes anterior a aquel en que — 

tenga lugar. 

Sigue diciendo el tratadista, que la indi 

zación referida no solo afecta los créditos por impues— 

tos, tasas o contribuciones en todas sus modalidades-pa 

gos definitivos, ingresos a cuenta, anticipos, retencio-

nes, etcétera, sino que se hace extensiva a las multas -

aplicadas con ocasión de los tributos? correlativamente, 

el sistema se aplica a los montos que los particulares -

repitieren o de los cuales solicitaren devolución o com-

pensación, vinculados a los impuestos respectivos. Esti 

mamos particularmente objetable la extensión del sistema 

de las multas, por acontecer que su monto se gradúa en -

función del impuesta y éste ya sufre actualización. 

"Libro Derecho Financiero. Autor Ouiliani 
Fonrogue, Página 1029, Volumen II, Cuarta 
Edición, Ediciones de Palma Buenos Aires 
1987." 

Con lo anterior queda establecido que la 

naturaleza de los recargos es jurídica y como concepto -

de indemnización al Fisco Federal por falta de pago opor 

tuno. 



B.- RECARGOS, ACTUALIZACION Y RETROACTIVIDAD. 

Como se ha señalado en el punto anterior, 

la tasa aplicable en recargos mensual durante la vigen— 

cia del Código Fiscal de 1937 y de acuerdo a su Articulo 

207 era del 2"/. y su limite anual se señaló al 4B7. 

Al entrar en vigor el Código de 1967 y du 

rante toda su vigencia se estableció que los recargos no 

podrían exceder el importe del Crédito Fiscal, es decir 

que el limite se señaló hasta un 100X, de recargos en re-

lación al crédito determinado-

Es a partir del primero de enero de 1983 

y durante las modificaciones que llevó a cabo el Código 

Fiscal de la Federación cuando a raiz de la creciente ÍQ. 

flación, los recargas sufrieron modificaciones en cuanto 

a las tasas y en cuanto al máximo de los que podrían de-

terminarse. El párrafo segundo del Articulo 21 vigente 

a partir del primero de enero de 1983 establecía lo si.— 

guien te s 

"Los recargos se calcularán sobre el total 
del Crédito Fiscal, excluyendo los pro-
pios recargos, la indemnización a que se 
refiere el cuarto párrafo de éste Articu-
lo, los gastas de ejecución y las multas 
por infracción a disposiciones fiscales y 
no excederán del 250% del monta de dicho 
crédito." 



En enero de 1986, el 1 imite aumentó hasta 

el 300% del monto del crédito principal. 

En enero de 1987, el limite de los recar 

gos se señalaba en el segundo párrafo del Articulo 21 y 

ésta también obedece a la fluctuación de la tasa aplica 

ble a 1os recargos y que toma su motivo en 1a c recien te 

inflación, dejando de señalar la disposición una tasa má 

xima como tope de recargos, sustituyéndola por un perio 

do de tiempo establecido al de 5 años, asi, la modifica 

ción al segundo párrafo del Articulo 21 vigente a partir 

del primero de enero de 1987 señaló lo siguiente: 

"Los recargos se causarán hasta por cinco 
años y se calcularán sobre el total del 
crédito fiscal excluyendo los propios re 
cargos, la indemnización a que se refiere 
el cuarto párrafo de éste Articulo, los 
gastos de ejecución y las multas por in 
fracción a leyes fiscales, cuando el pago 
hubiera sido menor al que corresponda,los 
recargos se calcularán sobre la diferen 
cia. Los recargos se causarán por cada 
mes o fracción que transcurra a partir 
del dia en que debió hacerse el pago y — 
hasta que el mismo se efectúe." 

Dicha disposición sufrió modificación que 

entró en vigor a partir del dia primero de enero de 1988 

siendo dicha modificación del segundo párrafo la siguiep. 

te: 



"Los recargos se causarán hasta por cinco 
años y se calcularán sobre el total del -
crédito fiscal, excluyendo los propios re 
cargos, la indemnización a que se refiere 
el pÁ r r & f a séptimo de éste Articulo, los 
gastos de ejecución y las multas por ÍQ.— 
fracción a disposiciones fiscales." 

En la actual Legislación, es decir, en la 

que está vigente a partir del primero de enero de 1990, 

además de introducirse la figura de la actualización se 

conservó el limite de cinco años para la causación de re 

cargos; ahora bien, los recargos tienen limite de tiempo 

para generarse, pero no existe limite alguno ni de p o r — 

centaje ni de tiempo para la causación de la actualiza— 

ción, lo que representa que si la actualización se efec-

túa desde el mes siguiente al en que debió pagarse una -

contribución y se aplica hasta la fecha del pago v i r -

tual, hayan transcurrido cinco o más años desde que se -

incurrió en mora, la contribución se actualizara y d e s — 

pués de ello se calcularán los recargos, lo que determi-

na que la llamada indemnización por recargos pasa a s e — 

gundo plano y la actualización que no tiene carácter de 

indemnización, ni es accesorio, entonces es un impuesto 

cuya base gravable es otro impuesto, asi nos encontramos 

con la novedad de que a través del Código Fiscal de la -

Federación se establece un gravamen fiscal llamado actúa, 

lización cuya base gravable lo mismo será el impuesto SQ. 



bre la Renta, el Impuesto al Valor Agregado o las contri 

buciones de seguridad social, y, el supuesto fáctico ge-

nerador de dicho gravamen será incurrir en mora en cual-

quier contribución, asi, estamos contemplando la crea 

ción de un nuevo gravamen que el Articulo 2 del Código -

Fiscal no clasifica como contribución ni como accesorio 

de las contribuciones, tampoco tiene el carácter de i n — 

demnización puesto ésta se establece en la aplicación de 

recargos por mora. 

El problema sobre la aplicación retroact¿ 

va del Articulo 21 en lo que se refiere a los recargos -

lo generó el Artículo 4o. transitorio del Código Fiscal 

de la Federación, que entró en vigor a partir del prime-

ro de enero de 1983, ya que dicha disposición señala a -

la letra lo siguiente: 

"ARTICULO 4o.- Cuando con anterioridad a -
la fecha de entrada en vigor de éste Códi 
go se hubieran causado recargas sobre con 
tribuciones federales no pagadas, que hu-
bieran alcanzado el ciento por ciento del 
imparte de dichas contribuciones, a p a r -
tir del primero de enero de 1983, se rea-* 
nudará la causación de recargos sobre las 
mismas, conforme a éste Código aún cuando 
exceda del cien por ciento mencionado*" 

> 

Asi mismo el Articulo segunda de las dis-

posiciones transitorias de la Ley que establece, refor—• 



mas, adiciona y deroga diversas disposiciones fiscales -

para 1986, señaló: 

"Cuando con anterioridad al primero de en& 
ro de 1986, se hubieran causado recargos ' 
sobre contribuciones federales no pagadas 
o intereses a cargo del Fisco Federal so-
bre cantidades que deba devolver, que hu-
bieran alcanzado el 250'/. del importe de -
dichas contribuciones o cantidades a d e — 
volver, según sea el caso, a partir de la 
fecha mencionada, se reanudará la causa— 
ción de recargos o intereses sobre las — 
mismas, aún cuando excedan del porciento 
mencionado.11 

Luego en las disposiciones transitorias de 

la Ley que reforma, adiciona y deroga diversas disposi— 

clones fiscales en vigor a partir del primero de mayo de 

1986, se establece en la fracción I de su Articulo 2o. -

lo siguiente: 

"I.- Cuando con anterioridad al primero de 
mayo de 1986, se hubieran causado recar,— 
gos sobre contribuciones o aprovechamien-
tos federales no pagados o intereses a —-
cargo del Fisco Federal, sobre cantidades 
que deba devolver, que hubieran alcanzado 
el 300% del importe de dichas contribucis 
nes, aprovechamientos o cantidades a d e — 
volver, según sea el caso, a partir de la 
fecha mencionada se reanudará la causa" 
ción de recargos o intereses sobre canti-
dades insolutas, conforme a lo dispuesto 
por los Artículos 21 y 22 del Código Fis-
cal de la Federación." 



El Articulo 2o. de las disposiciones tran 

sitorias de la Ley que establece» reforma, adiciona y de 

roga diversas disposiciones fiscales para 1987 establece 

en su fracción I lo siguientes 

Cuando con anterioridad al primera de 
enero de 1787, se hubieran causado recar-
gos sobre contribuciones federales no pa-
gadas o intereses a devolver, se hubiera 
causado el 500% del importe de dichas con 
tribuciones o cantidades a devolver, s e -
gún sea el caso, a partir de l a fecha meo. 
clonada, se reanudará la causación de re-
cargos o intereses sobre las mismas con-
forme al Código Fiscal de la Federación 
aún cuando excedan del porciento menciona 
do." 

Respecto a la aplicación de la actualiza-

ción, la fracción II del Articulo 2o. de las diposicio— 

nes transitorias de la Ley que establece, reforma, adi.—• 

ciona y deroga diversas disposiciones fiscales para 1970 

la fracción II de dicho Articulo dispone: 

"II.- Para los efectos de lo dispuesto en 
el Articulo 17-A del citado Código, para 
proceder a la actualización de contribu-
ciones a partir de 1990 y que fueron exi-
gibles con anterioridad a dicho ano, se -
considerará como mes más antiguo del peri. 
odo el de diciembre de i989." 

El criterio que se ha seguido por los tr¿ 

bunales como por las Autoridades Fiscales establece que 



la variación de los recargos no tiene el carácter de re-

troactiva; sin embarga, es evidente que dicha aprecia 

ción es meramente política,pues los efectos de la aplica 

ción de la Variación de las tasas aplicables de recargos 

en cuanto a criterios cuyas tasas llegaron a un máximo -

inclusa en los casos en que no se ha causado el máximo,-

si contiene elementas puros de aplicación retroactiva en 

perjuicio de los particulares, y más retroactivo resulta 

lo dispuesto en el Articulo 2o. fracción 11 de las dispo 

siciones transitorias de la Ley que establece, reforma, 

adiciona y deroga diversas disposiciones fiscales para -

el año de 1990, tomando en cuenta que el Articulo 17-A -

del Código Fiscal de la Federación dispone que la canti-

dades ya actualizadas conservan la naturaleza que tenían 

antes de ser actualizadas, es decir, se les considera — 

contribuciones, lo que representa una clara retroactive-

dad en perjuicio de los particulares ya que las contribu 

ciones deben determinarse conforme se realizan las sitúa 

ciones jurídicas o de hecho, previstas en las leyes fis-

cales vigentes en el lapso en que ocurran, lo que hace -

que además de generarse un conflicto de normas, es decir 

que lo dispuesto en el Articulo transitorio en relación 

al Articulo 17-A se contrapone a lo dispuesto en el Arti. 

culo ó del Código Fiscal de la Federación por lo que es 

evidente que existe una disposición que es pura y clara-



mente retroactiva. 

La disposición constitucional es absoluta 

de forma alguna que no existe interpretación que pueda 

ser válida en la que se pretenda que la apreciación o es 

tablecimiento de recargos sobre créditos al contribuyen, 

te en los que no se ha causada el máximo, es una evideQ, 

te aplicación retroactiva de las disposiciones que modi 

fican los recargos, incluso en aquéllos caos en los que 

se ha generado el máximo, vigentes en la disposición del 

afio en el que se realizaron las situaciones jurídicas o 

de hecho que establecen el acto imputable o hecho genera 

dor de las diferencias a cargo de un contribuyente, lo 

mismo prevalece en cuanto a la novedosa figura de la ac 

tualisación, esto lo señaló de acuerdo al apoyo legal — 

que expongo a continuación. 

Respecto a los recargos fiscales, para se 

ñalar que la Ley que los aumenta no es retroactiva, la 

H. Segunda de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

ha sostenido la siguiente Tesis: 

"RECARGOS FISCALES.- NO ES RETROACTIVA LA 
LEY QUE AUMENTA SU LIMITE.- El Articulo 
22, párrafo tercero, del Código Fiscal de 
la Federación, establece que los recargos 
por incumplimiento de un crédito fiscal 
"se causarán por cada mes o fracción que 
transcurra, a partir de la fecha de exig¿. 



bilidad hasta que se efectúe el pago, y 
no excederán del importe total del crédi-
to". Son pues pretensiones a cargo del -
deudor la mora que se origina por mandato 
de Ley en las condiciones referidas y se 
motivan por el solo transcurso de un mes 
o fracción. Cuando la Ley Fiscal impone 
el pago de recargos sobre impuestos adeu-
dados, es reclamada por aumentar el limi-
te de tales recargos en relación con la -
que se regia al iniciarse la mora, la -
aplicación de éste ordenamiento no es re. 
troactiva, porque se trata de un manda-
miento abstracto y general aplicable para 
el futuro porque no lesiona ninguna sitúa 
ción jurídica individual que no sea suceg, 
tibie de ser modificable por la Ley. Por 
consiguiente no puede alegarse que el pa-
go de recargos deba ser hasta determinado 
monto, señalado por el ordenamiento de an 
terior vigencia, porque la mora se seguía 
produciendo cuando la ley cambia las s¿. 
tuaciones jurídicas generales para el fu-
turo. 

Séptima Epoca.- Tercera Parte, Volumen 76 
Página 45. 
A.D. 5365/73 Arturo Ceballos Jiménez, Su-
cesión.- 5 Votos." 

"RECARGOS FISCALES.- EL ARTICULO 4o. TRAN-
SITORIO DEL CODIGO FISCAL DE LA FEDERA-
CION NO ES RETROACTIVO.- El Articulo 4o. 
transitorio del Código Fiscal de la Fede-
ración vigente a partir de 1992 y 1983, -
que se refiere a recargos sobre contribu-
ciones no pagadas, no es retroactivo, ya 
que se aplica para el futuro y no afecta 
situaciones Jurídicas que no sean sucepti. 
bles de modificarse, pues el estado puede 
cambiar el monto de las contribuciones a 
fin de lograr una mejor captación de re 
cursos para la satisfacción de sus fines, 
como en el caso, un resarcimiento por la 
falta de pago oportuno de los impuestos, 
sin que pueda estimar que por el hecho de 
que la mora se haya iniciado en determina 
da fecha, los recargos deban causarse uni. 
camente sobre la base que tenían en la f£ 



cha en que se dió ese supuesto, ya que — 
tal cantidad puede ser modificada periodi. 
camente mientras se siga generando esa mfi 
ra; admitir lo contrario implicarla consi 
derar que el Estado no tiene facultades — 
para cambiar el monto de las contribucio-
nes y de sus accesorios, entre los que se 
encuentran los recargos, y obligarlo a —-
sostener una determinada tasa, aún cuando 
ya no se acorde con la realidad económica 
de tal forma que en el caso de los recar-
gos solo pudiera aplicarse una cantidad, 
que si bien corresponda a un tanto igual 
al tributo omitido, resultarla inadecuada 
como indemnización por el dafío causado. 
Además dicho precepto no se retrotrae, en 
sus efectos, al momento del financiamien-
to del crédito fiscal, ni modifica la 
obligación fiscal que sirve de base a la 
cantidad que por concepto de recargos de-
be pagarse, sino que regula el procedi-
miento en que ha incurrido el causante al 
no pagar el adeudo, lo cual trasciende en 
el tiempo y debe regirse conforme a las -
leyes que se encuentran vigentes en la — 
época en que se produzca la mora, la cual 
constituye un acto que se genera momento 
a momento. 

Amparo en Revisión 0358/83. 
Sostiene la misma Tesis i 
Amparo en Revisión 10141/83, visible en -
las páginas 1176 y 1179 del libro número 
1 de la Suprema Corte de Justicia dé la -
Nación, Jurisprudencia 1917-1980j Primera 
Parte, Tribunal en Pleno, Jurisprudencia 
y precedentes, Indice. "Mayo Ediciones To 
mo 1." 

Mi punto de vista respecto a las Tesis 

sostenidas por la Honorable Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, es que siendo dicho Tribunal el que debe ha, 

cer respetar los elementos en fundamentación y motiva-

ción, no tuvo recato alguno en fundar sus manifestacig-



ríes en algún precepto que las apoyara, lo que hace que -

las apreciaciones de la H. Suprema Corte solo Sean poli-

cas. 

Tanto el Código Fiscal de 1967, como el -

vigente en ésta fecha y a partir de 1983, señalan dispo-

siciones que fueron dejadas de aplicar por el máximo Tr¿ 

bunal. 

Asi el Articulo 17 del Código Fiscal de 

1967, establecía lo siguientes 

"ARTICULO 17.- La Obligación Fiscal nace -
cuando se realizan las situaciones juridi 
cas o de hecho previstas en las leyes fig, 
cales. 

Dicha obligación se determina y liquidará 
conforme a las disposiciones vigentes en 
el momento de su nacimiento} pero les se-
rán aplicables las normas sobre procedi-
miento que se expidan con posterioridad«" 

En el Articulo 6 del Código Fiscal vigen-

te 'desde 1983 se establecei 

"ARTICULO 6.- Las contribuciones se causan 
conforme se realizan las situaciones Jur¿. 
dicas o de hecho, previstas en las leyes 
fiscales vigentes en el lapso en que ocu-
rran. 

Dichas contribuciones se determinarán con 



forme a las disposiciones vigentes en el 
momento de su causación, pero le serán — 
aplicables las normas sobre procedimiento 
que se expidan con posterioridad." 

Asi. mismo actualmente el Ar ticulo 2 del -

Código Fiscal- señala en su parte conducente?: 

"Los recargos9 las sanciones, los gastos -
de ejecución y la indemniHación a que se 
refiere el antepenúltimo párrafo del Arti 
culo 21 de éste Código son accesorios de 
1 as contribuciones y participan de la na-
turaleza de éstas." 

Dichas disposiciones dan el preámbulo de 

a p o ya a la id e a q u e s o •<5t <3 n g o , p u e s j u i-1 d i c:: amen te si los 

recargos de acuerdo a J. as d i aposiciones pspeclficas par-

tic ipan de la naturaleza de las contribuciones, entonces? 

de acuerdo a 1 Artica 1 o 6 He J Código r.i.sc:a 1 en vigor, si 

1 as contribuciones s-3 de»terminan con f oriw? a las di sposi-

ciones vigentes en el momento de su causación entonces 

1 as expresiones de la Corte no se ajustan a la Ley v i -

gente . 

En éste orden de ideas podemos man ifestar, 

como es conocido por cualquier estudioso de la materia -

fiscal , que. 1 as con l:r.i buci oríes q i.u? se causan o que d ¡su-

bieron pagarse en ol ario de 1983 deben determinarse con-



forme a 1 as disposiciones vigentes en dicho año, sin que 

sea permitido que un contribuyente pretenda pagar contri, 

buciones a su cargo de 1984 conforme a las disposiciones 

legales vigentes durante 1983 solo por el hecho de que -

la carga tributaria era mayor en 1983,de la misma manera 

que las Autoridades solo pueden determinar diferencias 

de 1983 conforme a las disposiciones vigentes en dicho -

año, y no conforme a preceptos de años posteriores, por-

que es innegable que las contribuciones se causan canfor 

me a las disposiciones vigentes cuando se generó el he 

cho imputable, por lo tanto si conforme a la primera — 

parte del último párrafo del Artículo 2, los recargos -— 

participan de la misma naturaleza de las contribuciones, 

es evidente que el criterio sostenido por la Suprema Cor 

te de Justicia de la Nación solamente se convierte en 

una manifestación política y no en una expresión que se 

encuentre debidamente fundada y motivada, por lo que no 

encuentra apoya lógico-jurídico alguno. 

Si éstas situaciones no son suficientes, 

podemos señalar que asi mismo sn los Artículos transito-

rios del Código Fiscal de la Federación vigente a partir 

de 1983, se establece una cuestión de derecho que de -

acuerdo a los principios de 1 derecho en México, no esta 

sujeta a prueba, lo que no tomó en cuenta nuestro máximo 



Tribunal que sola le diá una salida política a un proble 

ma planteado por ciudadanos respecto a la evidénte api 

cación retroactiva en perjuicio de particulares de dispo 

siciones lega les. 

El Articulo primero transitorio del Códi-

go Fiscal de la Federación vigente a partir de 1983, es 

tablece: 

"ARTICULO lo.-Este Código entrará en vigor 
en toda la República el día primero de 
enero de 1983, excepción hecha del titulo 
VI, del procedimiento contencioso adminis 
trativo que iniciará su vigencia el prime 
ro de abril de 1983." 

Asi mismo el Articulo 7 del Código de re-

ferencia señala: 

"ARTICULO 7.- Las leyes fiscales, sus re-
glamentos y las disposiciones administra 
tivas de carácter general, entrarán en vi. 
gor en toda la República el dia siguiente 
al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, salvo que en ella se es 
tablezca una fecha posterior." 

Complemento a ésto, y siendo un Articulo 

cuyo cumplimiento debe salvaguardar la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, es evidente que el máximo Triby. 

nal no respetó la existencia del Artículo 14 Constitucio 



rial que preceptúa: 

"ARTICULO 14.- A ninguna Ley se dará efec-
to retroactivo en perjuicio de persona al. 
guna." 

Debo insistir que los recargos a disposi-

ción expresa de la Ley, gozan de la misma naturaleza que 

las contribuciones y las contribuciones deben determi-

narse conforme a los preceptos que rigieron en el aRo en 

el que pretende hacerse la imputación de un impuesto, es 

decir se determina conforme a las disposiciones vigentes 

en el momento que se pretende aconteció el hecho genera-

dor del gravamen situación que la misma Suprema Corte ha 

sostenido en Jurisprudencias 

"RENTA, IMPUESTO SOBRE LA. LEY APLICABLE 
PARA CALCULARLO.- Según lo dispone el Ar-
ticulo 21 de la Ley respectiva, el Impuef. 
to Sobre la Renta debe pagarse en el mo 
mentó de la percepción, de donde se c o n -
cluye que debe aplicarse la ley vigente -
en dicho momento, para calcular su monto* 
sin importar, por tanto, la fecha en que 
se haya hecho exigible el crédito. 

Quinta Epoca, Tomo XLIII, Página 125. 
Tomo XLII, Página B36. 
Tomo L, Página 1545. 
Tomo XLIV, Página 1545. 
Tomo LXIV, Página 3148. 
Tomo LXXIII, Página 5341. 
Visible en la página 447 de Apéndice 1917 
1975 de Jurisprudencia, Tercera Parte, Sa 
gunda Sala, Mayo Ediciones." 



Por lo tanto, el hecho de que una Ley de-

terminada o un precepto especifico como lo es el Articu-

lo 21 del Código Fiscal de la Federación modifique año -

con año o haya modificado, la tasa máxima de recargos y 

que ésta« pretenda regir situaciones para determinar re, 

cargos sobre actos o hechos anteriores a la entrada en -

vigor de cada una de las modificaciones, evidentemente -

si es una retroactividad que rompe con el sistema consti 

tucional, pues en las Tesis de la Suprema Corte se sos 

tiene que en dicho caso no hay retroactividad inconstity. 

cional pero no se apoyan dichas Tesis en precepto vigeQ. 

te alguno, pues si asi se hiciera tendriamos como única 

y válida conclusión que si existe una aplicación retroas. 

tiva inconstitucional. 

Estos han sido los elementos que me perm±. 

ten manifestar que la retroactividad que pretende negar-

se por el máximo Tribunal y por las Autoridades Fiscales 

se niega sin base legal alguna por lo que se incurre en 

un perjuicio a nuestro sistema legal. 

C.- RECARGOS E INTERESES. IGUALDAD ANTE LA LEY. 

Desde la entrada en vigor del Código Fis.-

cal de 1937, el Legislador señaló a cargo de las Autori-



dades Fiscales la obligación de devolver las cantidades 

pagadas indebidamente por los particulares o cubiertas -

en cantidad mayor de la debida, es decir cuando existia 

el pago de lo indebido* 

En el Código de 1967 también se señaló la 

obligación de las Autoridades de devolver las cantida 

des que hubieran sido pagadas indebidamente, establecién 

dose las causales por 1 as que procedía 1 a reclamación a 

dicha devolución en un texto que conservó su redacción -

original hasta diciembre de 1982, de la siguiente formas 

"ARTICULO 26.-El Fisco Federal estará obli 
gado a devolver las cantidades que hubie-
ren sido pagadas indebidamente conforme a 
las reglas que siguens 

I.- Cuando el pago de los indebido total 
o parcial se hubiera efectuado en el 
cumplimiento de resolución de Autori. 
dad que determine la existencia de -
un crédito fiscal, en cantidad liqui 
da o de las bases para su liquida 
ción, el derecho a la devolución 
ce cuando dicha resolución hubiera -
quedado insubsistente. 

II.- Tratándose de créditos fiscales cuyo 
importe hubiere sido efectivamente -
retenido a los sujetos pasivos, el 
derecho a la devolución sólo corres-
ponderá a éstos. 

III.-No procederá la devolución de canti-
dades pagadas indebidamente cuando -
el crédito fiscal haya Sido recauda 
do por terceros, repercutido o tras 



ladado por el causante que hizo el -
entero correspondiente, sin embargo* 
si la repercusión se realizó en for-
expresa, mediante la indicación en -
el documento respectivo del monto 
del crédito fiscal cargado, el terce, 
ro que hubiera sufrido la reperci¿-
ción, tendrá derecho a devolución, y 

IV.- En los casos previstos en las frag. 
clones anteriores, tendrá derecho a 
la devolución de lo pagado indebida-
mente, quien hubiera efectuado el en 
tero respectivo.n 

En el 61 timo párrafo del Articulo 27 del 

Código Fiscal de 1967 se conservó desde su publicación -

la siguiente redacción: 

"ARTICULO 27.- Cuando se pida la devolu-
ción, ésta deberá efectuarse dentro del -
plazo de noventa días siguientes a la fe-
cha en la que quede reconocido el derecho 
del peticionario. Si dentro de dicho pía 
zo no se efectúa la devolución el Fisco -
Federal deberá pagar intereses al 97. — 
anual, computados desde que se constituye 
en mora hasta la fecha en que se devuelva 
la cantidad respectiva." 

Este párrafo determina la situación que -

permitirá establecer, analizando también la presente le 

gislación, la desigualdad que existe entre el derecho — 

del particular a obtener en su respectiva indemnización 

a aquélla que se genera en favor del Fisco Federal a pre 

tender la indemnización por la mora en que incurran los 



contribuyentes en el pago de la prestación fiscal. 

Primeramente debemos•resa1tar que la L e — 

gislación Fiscal de 1767 contiene en su articula 92 lo-

siguiente: 

"ARTICULO 92.- Las instancias o peticio 
nes que se formulen a las autoridades fis 
cales deberán ser resueltas en el término 
que la Ley fija o a falta de término esta 
blecido, en noventa dias. El silencio de 
las autoridades fiscales se considera co 
mo resolución negativa cuando no de res. 
puesta en el término que corresponda". 

Es decir, la autoridad tenia noventa dias 

como plazo sólo para reconocer el derecho del peticiona-

rio, luego si este era reconocido en el plazo dispuesto 

en la Ley, tendrían que transcurrir noventa dias después 

de reconocido el derecho a la devolución para que se gg 

nerasen los intereses a cargo del fisco federal y en fa-

vor del solicitante de la devolución computados desde — 

que se constituyó en mora la autoridad hasta la fecha en 

que devolviera la cantidad respectiva, por lo tanto ten-

drían que transcurrir 180 dias para que se generasen in-

tereses en favor del solicitante. 

En el Código Fiscal de la Federación de ~ 

1983 se señala en el articulo 22 la obligación de las au 



toridades de devolver .las cantidades pagadas indebidamerx 

te y las que procedan de conformidad con las leyes fiscg, 

les. 

El tercer párrafo de dicho precepto seña-

ló que cuando se solicitara la devolución, esta deberia-

efectuarse dentro del plazo de cuatro meses siguientes a 

la fecha en que se presentó la solicitud ante la autori-

dad fiscal competente, con todos los datos, informes y -

documentos que señale la forma especial respectiva y que 

si dentro de dicho plazo no se efectuaba la devolución, 

el Fisco Federal, deberla pagar intereses conforme a una 

tasa que seria igual a la prevista para los recargos en 

los términos del Articulo 21 del mismo Código y que los 

intereses se calcularían sobre las cantidades que proce-

día devolver excluyendo los propios intereses y se ccmpu 

tarian desde que se venció el plazo hasta que se efectúa 

rán las devoluciones o se pagaran las devoluciones a dis 

posición del interesado, previniendo el Articulo comenta 

do vigente en 1983, que los intereses a cargo del Fisco 

Federal en ningún caso excederían del 250'/. de la can ti.— 

dad que se trata y que la obligación a devolver a cargo 

del Fisco Federal prescribía en los mismos términos y — 

condiciones que el crédito fiscal. 



Para 1986, el limite de intereses a ca£-

go del Fisco Federal se señaló al 300% sobre la cantidad 

solicitada en devolución, es a partir deí primero de ene 

ro de 1987, donde surge modificación el tercer párrafo -

del Articula 22, señalando que el plazo para que efectúe 

la devolución, es de dos meses siguientes a la fecha en 

que se presentó la solicitud ante la Autoridad Fiscal — 

competente, con todos los datos, informes y documentos -

que señale la forma oficial respectiva, estableciéndose 

asi mismo en la modificación a dicho precepto y debido a 

los altos Índices de inflación9 que en ningún caso los -

intereses a cargo del Fisco Federal, excederían de los -

que se generen en cinco años, y la tasa de dichos recar 

gos se establecía igual a la prevista para los recargos 

en los términos del Articulo 21 del mismo Código. 

A partir del primera de enero de 1990, es 

modificado de nuevo el término para que se efectúe la de 

volución y se introduce como elemento nuevo además de -

IDS intereses la "actualización" del crédito principal -

solicitado en devolución, al cual deberá primero aplicar 

se la actualización y después calcularse los intereses ~ 

a la tasa que establece para los recargos el Articulo 21 

pero el término se amplia a tres meses, señalando el ter 

cer párrafo de dicho Articulo 22 vigente a partir del — 



/ 

primero de enero de 1990, que cuando se solicite la devg 

lución esta deberá efectuarse dentro del plazo de tres -

meses siguientes a la fecha en que se presentó la solic¿ 

tud ante la Autoridad Fiscal competente con todos los da. 

tos, informes y documentos que señale la forma oficial -

respectiva. 

Como podemos observar a través de la dis-

posición que se señala, que en caso de no acompañarse, -

los datos, in formes o documentación que seña la la forma 

oficial, las Autoridades no tenían la obligación de ha 

cer la devolución en el plazo establecido y fue practica 

muy común como lo sigue siendo el hecho de que un contri, 

buyente al solicitar la devolución sin cumplir con todos 

los requisitos de la forma oficial, es requerido en el -

último momento para que subsane los errores en que inci¿-

rrió al efectuar la solicitud y a partir de que cumpla 

debidamente con la presentación de los datos, informes y 

documentos señaladas en la forma oficial, correrá el tér 

mino establecida en la Ley para que la Autoridad esté — 

obligada a resolver sobre la devolución. 

El hecho concreto es que existe una medi-

da de justicia en cuanto a que se obligue al Fisco Fede-

ral a devolver las cantidades pagadas indebidamente o de, 



más, asi como también el hecho de que en un término pru-

dente en caso de no obtenerse la devolución tendiendo de 

recho a ella, exista la obligación de indemnizar a los 

particulares solicitantes, con el paga de intereses. 

Pese a ello, existe una desigualdad gene-

rada en el Código Fiscal de la Federación, ya que se es-

tablece que cuando no se cubran las contribuciones en la 

fecha o dentro del plazo legal deberán pagarse recargos 

en concepto de indemnización Fisco Federal, por la falta 

de pago oportuno y es sabido que los recargos inician a 

generarse en contra de los particulares a partir del dia 

en que el particular tenia la obligación de entrar las -

contribuciones si éstas no se pagaban en la forma corree, 

ta, incurriendo el obligado en mora y los recargos son -

generados desde el momento en que se incurre en mora. 

Para que existiera igualdad ante la Ley -

tomando en cuenta que en México las disposiciones deben 

de dirigirse a proteger a los ciudadanos, pues de ellos 

se constituye una Nación, sin embargo contrario a esto, 

las ventajas que genera la Ley como ya se ha visto, son 

siempre en beneficio de una Institución como es el Fisco 

Federal, por lo que debieron existir medios para que ex-

istiera una real igualdad y verdadera justicia en favor 

de los contribuyente. 



CAPITULO III 

DERECHOS Y OBLIGACIONES 

A.- CUANTOB DERECHOS, CUANTAS OBLIGACIONES. 

El Código Fiscal de la Federación contie. 

ne en el Titulo II en el Capitulo Unico, el apartada que 

se demonina; De las Derechos y Obligaciones de los Con 

tribuyentes. 

Dicho capitulo habla en plural de los de-

rechos del contribuyente, sin embarga lo que podriamos -

establecer como derecho es uno solo que se le reconoce a 

través del Articulo 22 del Código Fiscal de la Federa 

ción y que precisamente se refiere a poder obtener de 1 -

Fisco Federal la devolución de las cantidades pagadas de 

más en contribuciones o pago de lo indebido. 

Sin embargo el ejercicio de tal derecho -

conlleva al cumplimiento de obligaciones a su cargo como 

son las de adjuntar a la solicitud los datos, informes y 

documentos que señale la forma oficial respectiva. 

Es evidente que si un particular solicita 

la devolución tendrá que demostrar que tiene derecho a -



ella, par esa es congruente el sistema que se establece 

en el Articulo 22, sin embargo, el capitula único del ti. 

tulo II habla en plural de las derechos de los contribu-

yentes, cuando la única pluralidad que en dicho capitulo 

único existe, es la pluralidad de las obligaciones a car 

go de los contribuyentes. 

Dicho capitulo I que habla de los dere-

chos y obligaciones de los contribuyentes, señala requi-

sitos can los cuales los contribuyentes deben de cumplir 

en sus actuaciones o la forma en que pueden ser represen 

tados». 

Asi en el Articulo 18 se señalan los rg, 

quisitos que deben tener las promociones que se efectúan 

ante las Autoridades Fiscales y en el Articulo 19 se es 

tablece cuál será la representación o en que forma se — 

puede representar a las personas físicas o morales ante 

las Autoridades Fiscales. 

Estas formalidades tienen la obligación -

correlativa también a cargo de las Autoridades que deben 

cumplir los actos o resoluciones que emanen de la Autori 

dad Fiscal, lo que se traduce en el derecha de los parti. 

cu1 ares de exigir el cumplimienta de dichos requisitos,-



es decir que no todos los derechos de los particulares -

se encuentran señalados expresamente en el capitulo de -

referencia, ya que en el Articulo 38 del Código Fiscal 

de la Federación, actualmente se establecen los requisi. 

tos que deben contener los actos administrativos.y que -

deben notificarse como son s constar por escri ta j señalar 

la Autoridad que lo emite, estar fundado y motivado ex 

presar la resolución, objeto o propósito de que se trate 

y ostentar la firma del funcionario competente y, en su 

caso, el nombre o nombres de las personas a las que vaya 

dirigido. Cuando se ignore el nombre de las personas a 

la que va dirigido, deberá señalarse los datos suficien-

tes que permitan su identificación. 

Es decir que si un particular es represen 

tado por otra persona o una persona moral es representa-

da por una persona fisica, el Articulo 1? establece cuá-

les son los requisitos para que sea válida la gestión — 

que se efectúe en nombre de una persona física o de una 

persona moral, como lo hemos señalado, también se esta 

blece en el capitula de Derecha y Obligaciones la conse-

cuencia de no pagar las contribuciones en la fecha O den 

tro del.plazo fijado en las disposiciones fiscales y ac-

tualmente además de 1 os recargos por concepto de indemni 

zación se establece la actualización de ^as contribucifi-



nes, pero como contra-partida se encuentra sefíalada tam-

bién la obligación a cargo de las Autoridades de devol. 

ver las cantidades pagadas indebidamente o las que proce 

dan de conformidad con las leyes fiscales, incluso se es 

tablece que dicha devolución podrá hacerse de oficio, pe 

ro ya hemos establecido en el capitulo anterior que no -

goza del mismo derecho en cuanto a la indemnización el -

particular, ya que el momento en el que se van a causar 

en su favor los intereses es evidentemente desproporcio-

nado a la indemnización que puede lograr la Autoridad — 

Fiscal, pues incluso el momento en el que se va a api i 

car la actual ización para el caso de devolución será des 

de la fecha en que se venza el plazo para efectuar su de 

volución y aquella en que ésta se efectúe, sin embargo -

cuando los contribuyentes incurran en mora, el Fisco Fe 

deral actualizará la prestación fiscal desde el momento 

mismo en que se incurrió en la mora y no desde el momen-

to en que exige la diferencia que imputa a un contribu 

yente, por lo tanto el derecho que tiene el contribuyen 

te reconocido en el Código Fiscal se ve superado por el 

que se reconoce al Fisco Federal, es decir hay una desi-

gualdad que se traduce en un menoscabo en contra de los 

particulares, quienes pasan a segundo plano para el Lg 

gislador Fiscal. 



Asi misma en el sistema que se establece 

para la imputación de obligaciones, el Legislador Fiscal 

a través del Articulo 26 del Código Fiscal de la Federa-

ción establecen quienes tienen calidad de responsables -

solidarios con los contribuyentes y cabe resaltar que de 

acuerdo a nuestro sistema legal fiscal, cualquier persa 

na física o moral que desarrolle una actividad comercial 

profesional o de servicios so ve inmersa en el amplia — 

mundo de las obligaciones fiscales, pues ademéis de estar 

obligada como responsable directo, se convierte también 

en la mayoría de los casos en retenedor de impuestos in-

directos y esté obligado a recaudarlos y enterarlos al -

Fisco Federal, por lo que además de ser contribuyente di. 

recto o sujeto pasiva de la relación tributaria en forma 

indirecta se convierte en responsable solidario, asi mis 

mo por el simple hecho de adquirir una empresa se con 

vierte en responsable sol idario respee to de las contri 

buciones que ha causado dicha negociación cuando -

pertenecía a otra persona, además el solo hecho de ser 

representante de un residente en el Pais por cuya inter 

vención está efectuando actividades por las que debe pa 

garse contribuciones, convierte a dicho representante en 

obligado solidario; a las que ejercen la patria potestad 

o tutela por las contribuciones a cargo de su representa 

do, a los legatarios y donatarios a titulo particular, -



respecta a las obligaciones fiscales que se hubieran cau 

sado con relación con los bienes legadas o donados hasta 

par el monta de éstos; a los socios o accionistas se les 

hace responsables solidarios respecto de las contribucia 

nes que se hubieren causado en relación con las activida 

des realizadas par la saciedad cuando tenian tal cali-

dad . 

Asi mismo en el Articulo 27 se establece 

la obligación de registrarse en el padrón de contribuyen, 

tes o registro federal de contribuyentes, luego se seña-

la en el Articulo 28 las reglas que debe contener o con 

las que se debe de cumplir para llevar la contabilidad y 

éstas san obligaciones a cargo de los contribuyentes« 

En el Articulo 29 se establece la obliga 

ción a cargo de los que expiden comprobantes de reunir — 

los requisitos que señale el reglamento del Código Fis 

cal y a cargo de los que adquieren bienes a usen serví, 

cías de solicitar el comprobante respectivo y como requi 

sito para poder deducir o acreditar fiscalmente con base 

en los comproban tes expedidas par terceros, se señal a a 

cargo de quien los utiliza que deberá cerciorarse de que 

el nombre, denominación o razón social y clave del Regitg. 

tro Federal de Contribuyentes de quien aparece en los — 



mimos, son 1 os correctos. 

Es decir que éstas tan solo son una peque 

ña cantidad de obligaciones con las que debe cumplir el 

particular que tiene a su cargo incluso la obligación de 

cumplir con el trabajo que deberla de efectuar el Fisco 

Federal como es la fiscalización. 

Cabe advertir que el hecho de que los COQ 

tribuyentes tengan una falla de forma en el cumplimiento 

de sus obligaciones en la mayoría de los casos establece 

la pérdida de derechos, sin embargo la Ley Fiscal está -

estructurada para que la Autoridad que se supone tiene -

a su alcance todos los elementos técnicos para cumplir -

debidamente con su función, pese a las fallas formales 

en las que incurra pueda repetir sus actos en forma inde 

finida, es decir mientras que las fallas de los particy, 

lares de Índole formal le generan pérdida total de dere-

chos, las fallas formales de la Autoridad solamente gene 

ran la oportunidad de que la Autoridad vuelve a repetir 

los actos en forma indefinida sin que exista una sanción 

para sus fa 1 las, cuando se pretende que es la apiicadora 

de las disposiciones fiscales y que está capacitada para 

hacerlo correctamente, lo que definitivamente es bastan-

te cuestionable. 



Podemos señalar como ejemplo lo establecí, 

do en el Articulo 24 de la Ley del Impuesto Sobre la Ren 

ta, que aun cuando no es el Código Fiscal tiene relación 

con las consecuencias que se deparan en perjuicio de los 

contribuyentes y en las que se encuentra una desigualdad 

sino cumple con sus formalidades. Asi el Articulo 24 que 

habla de los requistos de las deducciones, señala que és 

tas se comprueben con documentación que reúnan los requ¿ 

sitos que señalen las disposiciones fiscales relativas -

a la identidad y domicilio de quien los expida, asi como 

de quien adquirió el bien de que se trate o recibió el -

servicio,disposición que se establece en la fracción III 

del precepto comentado, luego en la fracción XXII por sg. 

ñalarla en nuestro ejemplo, establece que al realizar 

las operaciones correspondientes o a más tardar el di^ -

en que el contribuyente deba presentar su declaración, 

se reúnan los requisitos que para cada deducción en par-

ticular establece la Ley del Impuesto Sobre la Renta-

Par la que si las contribuyentes no cu& 

píen con dichas formalidades no tendrán derecho a efec 

tuar 1 as deducciones que amparen con los doc: unten tos que 

no reúnan dichas requisitos, perdiendo rotundamente su -

oportunidad do corregir la ducumentación ya que como sg, 

ña1amos, ésta debe reunir los requisitos a más tardar en 



el momento de efectuarse la operación o hasta que se pre 

senta la respectiva declaración, y ellos solo por vicios 

formales en los que incurran parque bien puede acontecer 

que demuestren haber efectuado el pago de aquéllos gas 

tos que pretenden deducir y que lo comprueban con la res 

pectiva póliza de cheques y los asientas contables lleva 

dos a cabo en forma correcta o con entradas y salidas de 

mercancía de almacén que se relacionen directamente con 

los bienes adquiridas y que se amparan con documentación 

en las que solamente exista una falla en la forma por un 

dato que se asentó en forma incorrecta, e incluso puede 

derivar de un error mecanográfico y como contra partida 

a ello encontramos que las fallas formales en las que Í Q 

curre la Autoridad generan para ella la oportunidad de -

repetir sus actos, inclusa can el beneficio que le ha 

otorgado el Legislador Fiscal de interrumpir o suspender 

la caducidad mientras esté pendiente de un recurso en el 

que se impugnen actos o resoluciones de la Autoridad, --

asi nos podemos encontrar en forma indefinida que mieo. 

tras la Autoridad incurra en fallas formales se verá be-

neficiada por la Legislación para reponer los actos o ra 

soluciones, sin embargo las fallas formales en las que -

incurre un contribuyente, le deparan perjuicios irrever 

sible, por lo que el llamada sistema de derechos y obli-

gaciones evidentemente constituyen una cantidad de obli-



gaciones que constituyen cargas desproporcionadas a los 

derechos con que cuenta un contribuyente. 

B.- IMPRECISIONES CONTRA SEGURIDAD JURIDICA. 

Es evidente que no existen leyes perfeg. 

tas, sin embargo el principio deberla se 17 que al paso -— 

del tiempo las legislaciones se convirtieran en un con 

junto de normas más armónicas y que tendieran hacia la -

justicia. 

Nuestra Legislación no escapa a contener 

fallas o imprecisiones. 

En el Articulo 16 Constitucional en su 

parte conducente se señala lo siguiente: 

"En toda orden de cateo que solo la Auto, 
ridad Judicial podrá expedir y que será 
escrita, expresará el lugar que ha de 
inspiccionarse, la persona o personas que 
hayan de aprehenderse y los objetos que 
se buscan a lo que Cínicamente debe limi 
1imi tarse la di 1igenc ia, levan tándose, 
al concluir una acta circunstanciada en 
presencia de dos testigos propuestos por 
el ocupante del lugar cateada o en su au 
ausencia o negativa por la Autoridad que 
practique la diligencia." 

Asi mismo se establece lo siguientes 



"La Autoridad Administrativa podrá practi 
car visitas domici1iarias únicamente para 
cerciorarse de que se han cumplido los rg 
glamentos sanitarios y de policia y exi 
gir la exhibición de los libros y papeles 
indispensables para comprobar que se han 
acatado las disposiciones fiscales, suje-
tándose en éste caso a las leyes respecta, 
vas y a las formalidades prescritas para 
los cáteos." 

Es decir que el efecto de la orden de ca-

teo, concluye con el levantamiento del acta que se levan 

ta precisamente al concluir el cateo de referencia, acta 

en la que se debe circunstanciar lo acontecido durante ~ 
% 

dicho cateo. 

En el Código del 67 se señaló a través de 

su Articulo 84, la obligación de levantar dicha acta, — 

asi mismo en el Código que entró en vigor a partir del 

lo. de enero de 1983, se señaló en la fracción I del Ar 

ticulo 46 que de toda visita en el domicilio Fiscal se -

deberá levantar acta en la que se harán constar en forma 

circunstanciada los hechos u omisiones conocidas por los 

visitadores, se encuentra dicha disposición también seña, 

lada en el Código en vigor. 

Sin embargo en el Código del 67 como en -

la actualidad, se prevee la posibilidad de levantar ac 

tas complementarias en las que se pueden señalar hechos 



concretos que se observen después de la conclusión de 

una visita domiciliaria-

Es evidente que dicha situación se encueQ. 

tra establecida en la Legislación Fiscal sin apego al — 

sistema constitucional pues si los efectos de una orden 

de cateo o en este caso los efectos de una orden de vi si. 

ta, lógicamente concluyen con el levantamiento y cierre 

del acta final el hecho de que se permita que pueda lg 

yantarse una acta complementaria posterior al cierre del 

acta final o como lo señala la disposición fiscal des-

pués de concluida la visita, es evidente que dicha acta 

complementaria de ser utilizada por las Autoridades cons, 

tituiria una violación evidente a los principios de lega 

lidad como de seguridad jurídica, puesto que para la dis 

posición constitucional que establece la regal de los ca 

teos tome como requisito esencial para las diligencias -

de visita domiciliarias el que se respeten dichos requ¿ 

sitos de los cáteos y aún cuando señalen dicha disposi 

ción como lo es el Articulo 16 que se deben respetar los 

lineamientos de las leyes respectivas, dichas leyes no -

deben rebasar los elementos señalados por la misma norma 

constitucional, sin embargo existe en nuestra Legisla-

ción la posibilidad de levantar actas complementarias — 

después de concluida una visita y en base a ellas, tras-



cender a la afectación de los 

La -fracción IV 

a partir del lo. de enero de 

siguientes 

particulares. 

del Articulo 46 en vigor -

1990 señala a la letra lo 

"FRACCION IV.- Con las mismas formalidades 
a que se refieren las fracciones anterio-
res, se podrán levantar actas parciales o 
complementarias en las que se hagan cong. 
tar hechos, omisiones o circunstancias de 
carácter concreto, de los que se tenga co 
nocimiento en el desarrollo de una visita 
o después de concluida. Formulada la li-
quidación no se podrá levantar acta COQL 
plementaria sin que exista una nueva o£ 
den de visita." 

Es evidente que dicha disposición no se -

apega a la norma constitucional, puesto que en su caso -

para que pudiese ir en armonía al Articulo 16 Constitii 

cional tendría que señalarse que formulada el acta final 

no tendrían porque levantarse actas complementarias sin 

que existiera una nueva orden, puesto que es claro que 

el Articulo 46 en vigor del Código Fiscal de la Federa 

ción como se encuentra redactada permite que concluida 

la visita se pueden levantar actas complementarias y es 

evidente que lo que ha concluido no puede admitir actúa 

ciones que pretendan señalarse que son parte de su se-

cuencia cuando se efectúan con posterioridad a su conclu 



sión, es decir como puede dársele efecto o valor a una -

acta complementaria que se levanta después de haberse 

conc 1 uido los efectos para 1 os que giró la orden respec 

tiva como es la conclusión de la visita con el cierre 

del acta final. 

Por lo tanto e1 sistema que se encuentra 

establecido en donde se permita levantar actas complemen 

tarias con posterioridad a la conclusión de la visita dft 

miciliaria establece un principio que contraria al cons. 

titucional de legalidad y seguridad jurídica, ' 

Máxime que en la Legislación en vigor se 

señala que antes del acta final (cierre lógico de una au 

ditoria) debe levantarse la áltima acta parcial en la 

que se den a conocer en forma circunstanciada los he 

chos u omisiones conocidas por los auditores para que el 

visitado pueda oponerse a ellos lo que hace más incon-

gruente que la Legislación permita el levantamiento de -

complementarias con posterioridad al cierre del acta fi. 

nal. 



CAPITULO IV 

FACULTADES DE AUTORIDAD 

A).- VISITAS DOMICILIARIAS 

Como lo hemos señalado las facultades de 

efectuar visitas domiciliarias se establecen a través de 

la misma Constitución en el segundo párrafo del Articulo 

16 señalándose que éstas deben suj etarse a 1 as Leyes 

respectivas y a las formalidades prescritas para los ca 

t. e o s „ En el C ó d i. ci o d e 1 67 e •«r» e n el A r t i c u lo B 3 don de se 

establece la revisión de las obligaciones fiscales me 

di ante visitas domici1 i. arias y la regulación de las vi. 

sitas se contienen en el Articulo £34 en el que incluso 

se respeta la garantía df? audiencia pues se establece 

en este precepto a través e1! derecho de los particulares 

de inconformarse en contra de 1 os hechos circunstancisi. 

dos en las actas de Aud.i tari-a. 

Respecto al Articulo 83 su texto original 

fue variada por primera ves hasta Enero de .1973 y la mo 

dif icación se efec fcuó a .la f rarción T ̂  ya que está origi. 

nalmente establecía dentro de la facultad de la Autori 

dad para determinar la existencia del crédito fiscal, 

dar 1 as bases de su 1 iqui dac j.ón o fijarla en cantidad 11 



quida ce rejoréndese del cumplimiento de las disposicig 

nes fiscales, incluso para comprobar la comisión de in 

fracciones; dj.cha disposición establecía lo siguiente: 

I.- "Practicar-visitas en el domicilio de 
los sujetos pasivos, de los responsa 
bles solidarios o de los terceros, 
para revisar sus 1 ibros, documentos 
y correspondenc ia que tengan re1a 
ción con las obligaciones fiscales". 

En la modificación vigente a partir de» 

Enero de .1973, dicha Fracción señaló lo siguiente: 

"Practicar visitas en el domicilio o De 
pendencia de los sujetas pasivos, de los 
responsables solidarios o de los terceros 
y revisar sus libros, documentos y corres 
pondencia, que tengan rel&<zi6r> can las 
obligaciones fiscales y en su caso, asegu 
raríos, dejando en ca1 idad de deposi tario 
visitado previo inventario que al efecto 
se formule". 

A mi juicio, el Articulo B4 del Código 

Fi.sca 1 de? la Federación « const i tuye el, máximo exponen t.e 

del r«spt?to a la garantía di seguridad jurídica, pues en 

dicho precepto se es h.ahlecT c on c:l aridad las f ormai ida 

des que deberán cumplir durante una visita, las autorida 

des admin istra tivas en e i procedi mien to de visita domici. 

1 iaria, puesto que en d i cha di sposi ción se» »neon traron 

spña I ados los requisitas que» debí an con tener desde 1 a Dr 



den de Auditoria como la forma de hacerla del conocimien 

to de quien resultara afectado por dicha orden, asi como 

las formalidades que deberían de reunirse durante la di 

ligenciación de la visita domiciliaria y aquellas señala 

das para el cierre del acta en la que se circunstancia 

ran todos los hechos observados por los auditores. 

En dicha disposición también se establece 

el respecto a la garantía dr? audiencia en favor de los 

afectados, pues éstos tenían el derecho de inconformarse 

con tra el con ten ido o circunstanc iación de hechos de 1 as 

actas finales de la visita domici1iaria. 

Dicha disposición ha sido el máximo expo 

nente de una perfecta armonía con las garantías consti. 

tuciona 1es. 1amen tablemen te como veremos con posteriori 

dad, habiendo 1 legado el Legislador a una norma con ele 

mentos de perfección, 1 as Legislaciones posteriores se 

al ej aron di ame tra 1 mente de los pr.i ncipios constituciana 

les que encontraron en dicha disposición su máximo ni. 

vel. 

El antecedente de1 las visitas domicilia 

rias y los requisitos que se temían cumplir para las 

actas de auditoría se enrontraba disperso en diversas 



disposiciones contenidas a través d*?l Código Fiscal de 

1938, por lo que el Legislador al situar todas esas dis 

posiciones en un solo precepto, facilitó a los partícula 

res la posibilidad de enterarse de los requisitos y for 

malidades para una correcta visita domiciliaria seguida 

por las Autoridades Administrativas en el ejercicio de 

1 as facultades que se señalan en el Código Fiscal de la 

Federación. 

Al entrar en vigor el Código de 1967, el 

Artículo 84 se encontraba redactado de la siguiente for 

ma s 

"ARTICULO 84.- Las visitas domiciliarias 
para comprobar que se han acatado las dis 
posiciones fiscales se sujetarán a lo si. 
guientes 

I.- Solo se practicarán por mandamiento 
escrito de Autoridad Fiscal competen, 
te que expresarás 

a).- El nombre de la persona que debe re 
cibir la visita y el lugar donde es 
ta debe llevarse a cabo. Cuando se 
ignore el nombre de la persona que 
deba ser visitada se señalarán datos 
suficientes que permitan su identifi 
cación. 

b).- El nombre de las personas que pract¿ 
carán la diligencia las cuales po 
drán ser sustituidas por la Autor A. 
dad que expidió la orden y en este 
caso se comunicará por escrito al vi 
sitado el nombre de los sustitutos. 

c) .- Los impuestos o derechos de cuya ve 



rificación se trate, y, en su caso, 
los ejercicios, a los que deberá 1 i. 
mitarse la visita, ésta podrá ser de 
carácter general en verificar el cum 
plimiento de las disposiciones fisca 
les durante cierto tiempo, o concre 
tarse únicamente a determinadas as 
peetos. 

II.- Al iniciarse la visita se entregará 
la orden al visitado o a sus repre 
sentantes y si no estuvieren presen 

- tes, a quien se encuentre en el lu 
gar en que deba practicarse la dili 
gencia, en el mismo acto se identifi. 
carán los visitadores. 

III.-El visitado será requerido para que 
proponga dos testigos o que en su au 
sencia o negativa de aquél serán de 
signados por el personal que practi. 
que la visita. 

IV.— Los libros registros o documentos, 
serán examinados en el establecimien 
to, domicilio y oficina del visita 
do. Los libros solo podrán recoger 
se cuando se descubra más de un jug, 
go y los asientos no coincidan para 
una misma contabilidad y los documeri 
tos cuando carezcan total o parcial, 
mente de las estampillas que preven 
ga la Ley. 

V.— Los visitadores harán constar en el 
acta los hechos u omisiones observa 
dos. Las opiniones de los visitado 
res sobre el cumplimiento incumplí, 
miento de las disposiciones fiscales 
o sobre la situación financiera del 
visitado, no producirán efectos de 
resolución fiscal. 

VI.- Al concluirse la visita se levantará 
acta en 1 a que se harán constar los 
resultados en forma circunstanciada; 
el visitado o cualquiera de sus em 
pleados podrá expresar en el acta si 
está conforme con su contenida o los 
motivos de su inconformidad expresa 



dos en forma también circunstancia 
da. 

VII.-El visitado, los testigo» y los visi. 
tadores firmarán el acta. Si el vi. 
sitada o los testigos se niegan a 
firmar, asi lo harán constar los v¿ 
sitadores, sin que ésta circunstan 
cia afecte el valor probatoria del -
documento. Un ejemplar del acta se 
entregará en todo caso al visitada o 
a la persona con la que se entienda 
la diligencia y, 

VIII.-Con las mismas formalidades indicg. 
das en el inciso anterior, se levar» 
tarán actas previas o complementa 
rias para hacer constar hechos COQ. 
ere tos en el curso de una visita o -
después de su conclusión". 

A partir da Enero de .1973, entraron en v¿. 

gor las reformas que se efectuaron a las Fracciones IV, 

V, VI, VII y VIIIj y coma podrá observarse en 1 a nonti 

nüa perfección de las disposiciones fiscales que fue un 

elemento distintivo de la legi» 1 ación en 1 a época de r§¿ 

f erencia, encontraremos que originalmente el Articul a 84 

respetando la garantía du audiencia permitió a involucra 

das en una visita domiciliaria, el manifestar los moti 

vos de inconformidad que tuvieren respecto a los hechos 

y observaciones circunstanciados en el acta final por 

las visitadores s.in embarga* originalmente solo se pernii. 

tía dicho derecho en el mismo acto del cierre del acta 

final, par lo que en su continua mejoramiento¡,el legisla 

dor fiscal modific^ la Fracción VIII, otorgando a los 



particulares un término razonable? para la manifestación 

di? sus motivos de inconformidad, con un término también 

prudente, para la exhibic ión de las pruebas pertinentes, 

señalándose eri las fracciones reformadas, el texto si 

guiente? 

"IV.- Los libros, registros y documentos 
serán revisados en el domicilio, estable 
cimiento o dependencias del visitado. Pa 
ra tal efecto, el visitado deberá mante 
nerlos a disposición de los visitadores, 
desde el momento de la iniciación de la 
visita, hasta su terminación, la Secreta 
ria de Hacienda y Crédito Público, tomará 
las medidas necesarias para el cumplimieQ. 
to de este precepto".. 

Los libros, registras y documentos solo 
podrán recogerse i 

a).- Cuando únicamente existan libros, re 
gistros o sistemas de contabilidad 
que no estén autorizados; 

b).- Cuando se encuentren libros, regis 
tros o sistemas de contabilidad, cu 
yos asientos o datos no coincidan 
con los de los autorizadas; 

c).- Cuando no se hayan presentado decía 
raciones o manifestaciones fiscales 
respecto del o los ejercicios objeta 
de la visita; 

d).- Cuando los datos registrados en los 
libros, registros o sistemas de con 
tabilidad autorizados, no coincidan 
con lo asentado en las declaraciones 
o manifestaciones presentadas; 

c).- Cuando los documentos carezcan total 
o parcialmente de las estampillas 
que prevenga la Ley o no estén regi^ 
trados en los libros, registros o 



sistemas de contabilidad autoriza 
dos. 

V.- Los visitadores harán constar en el 
acta los hechos u omisiones observa 
dos y al concluir la visita, cerra 
rán el acta, haciendo constar loe re 
sultados en forma circunstanciada. -
Las opiniones de los visitadores so 
bre el cumplimiento o incumplimiento 
de las disposiciones fiscales o so 
bre la situación financiera del visi. 
tado, no producirán efectos de reso 
lución fiscal. 

VI.- El visitado o la persona con la que 
se entienda la di 1 igencia, los tes ti. 
gos y los visitadores, firmarán el 
acta. Si el visitado o los testigos 
se niegan a firmar, asi lo harán - ^ 
constar los visitadores, sin que es 
ta circunstancia afecte el valor pro 
batorio del documento. Un ejemplar 
del acta se entregará en todo caso — 
al visitado o a la persona con quien 
se entienda la diligencia. 

VII.-Con las mismas formalidades indica, 
das en la fracción anterior, se le 
vantarán actas parciales o complemen 
tarias para hacer constar hechos con 
cretas en el curso de una visita a 
después de su conclusión y; 

VIII.-El visitado o quien la represente, 
deberá expresar dentro de los veinte 
dias siguientes a la conclusión de 
las actas, ante la Secretaria de Ha 
cienda y Crédito Público, las razo 
nes de su inconformidad, expresadas 
en forma circunstanciada, ofreciendo 
las pruebas pertinentes, las que de 
berán rendir simultineamente a su ÍQ. 
conformidad a a más tardar dentro de 
las 30 dias siguientes a la presenta 
ción de la misma. 

El plazo para rendir pruebas podrá -
ampliarse a instancia justificada 
del interesado a juicio de la Secrg 



taria de Hacienda y Crédito PCibli 
co. En caso de que no ofrezcan prue 
bas, se perderá el derecha de hacer 
lo posteriormente y se tendrá al vi. 
sitada conforme can los hechas aseQ 
tados en las actas". 

Dicho texto estuvo vigente hasta Diciem 

bre de 1977, ya que a partir del primera de Enero de -

1978, se reforma el primej- párrafo de dicho precepto» la 

Fracción I, incisa b) y c) y las Fracciones IV, Primero 

y Segunda Párrafos incisas a), b) y e ) Fracciones VI y 

VIII, asi como se adicionaron 1 as incisos f) y g ) a 1 a -

Fracción IV, siendo dichas reformas y adiciones las si 

guien tess 

"ARTICULO 84.- En las visitas domicilia 
rias se observará lo siguientes 

I.- Solo se practicarán por mandamiento 
escrito de Autoridad Fiscal competen 
te que expresará s 

b).- El nombre de la persona o personas 
que deban desahogar la diligencia, — 
las cuales podrán ser sustituidas, 
aumentadas a reducidas en su número 
por la autoridad que expidió la 0£ -
den. En esos casos se comunicará 
por escrito al visitado esa circung. 
tancia, toda la visita deberá ser v¿ 
1idamente practicada por cualquiera 
de los visitadores. 

c).- Las obligaciones fiscales que vayan 
a verificarse, asi como el periodo 
o aspectos que abarque la visita. 

IV.- El visitado deberá proporcionar y 



mantener a disposición de los visita 
dores, desde el momento de la inicig. 
ción de la diligencia hasta la termi 
nación de ésta, sus libros principa 
les, sociales, auxi1 iares y regis 
tros, documentos, correspondencia y 
demás efectos contables, los que se 
rán examinados en el domicilio, esta 
blecimiento o dependencia del visi 
tado, los visitadores podrán sacar 
copia de la documentación del causan 
te que estimen necesaria, para que 
previo cotejo con sus originales se 
certifique por aquellos y sea anexa 
da a las actuaciones finales o par; 
ciales que se levanten durante y con 
motivos de la visita. 

Los libros, registros y documentos -
sólo podrán recogerse« 

a).- Cuando existan libros, registros o 
sistemas de contabilidad obligatg 
rios que no estes autorizados. 

b ) C u a n d o los datos anotados en los li 
bros, registros o sistemas de conta 
bilidad autorizados, no coincida con 
lo asentado en las declaraciones o 
mani festaciones presentadas. 

c).~ Cuando los documentos carezcan total 
o parcialmente de las estampillas — 
que prevenga la Ley? o no estén asen 
tados en los libros, registros, o 
sistemas de contabilidad autoriza 
dos. 

d).- Cuando al inicio de una visita o du 
rante el transcurso de ella, el visi 
tado, su representante legal, o — 
quien se encuentre en el domici1io 
de la visita, se niegue a recibirla 
o impida el acceso a los visitado 
res a las oficinas, bodegas, loca 
les, dependencias, cajas de valores 
o no ponga a disposición de los visi 
tadores, los libros, registros y do 
cumentos a que se refiere esta frac 
ción o bien imposibilite o dificulte 



por cualquier causa la realización 
de la visita. 

e) .— Cuando se violen los sellos que ĥ l 
biesen sido colocados por los visita 
dores como medida precautoria• 

En todos los casos en que se recojan 
los libros, registros o documentos, 
este hecho se hará constar en acta. 

VI.— El visitado o la persona con quien 
se entienda la diligencia, los testi 
gos y cualquiera de los visitadores 
que hayan terminado la visita, firma 
rán el acta, lo que será suficiente 
para su validez. Si el visitado y 
los testigos se niegan a firmar, asi 
lo harán constar el o los visitado 
res, sin que esta circunstancia afee 
te el valor probatorio del documen 
to. Un ejemplar del acta se entrega 
rá en todo caso al visitado o a la 
persona con la que se entienda la di. 
1igencia. 

VII.-El visitado, o quien lo represente, 
podrá inconformarse con los hechos 
c on ten i d os en 1 as ac tas, med i an te es 
crito que deberá presentar dentro de 
20 dias siguientes a la conclusión 
de la misma, ante la Secretaria de 
Hacienda y Crédito Público, en el 
que expresará las razones de su ÍQ. 
conformidad y ofrecerá las pruebas -
documentales pertinentes que deberá 
acompañar a su escrito o rendir a 
más tardar dentro de los 45 dias si 
guientes. En caso de que no formule 
inconformidad, no ofrezca pruebas, o 
no se rindan 1 as ofrecidas, se perdg, 
rá el derecho de hacerlo posterior 
mente y se tendrá al visitado confor 
me con los hechos asentados en las 
actas". 

Dichas modificaciones y adiciones estuvie 



ron vigentes hasta Diciembre de 1982. 

A partir de Enero de 1983, las visitas do 

miciliarias como facultad de la Autoridad fiscal y los 

requisitos que estas deben de cumplir se señalan en los 

Artículos 42, 43, 44 y 46 del Código Fiscal de la Federa, 

ción vigente a partir del lo. de Enero de 1983. 

La Fracción III del Artículo 42 en reía 

ción a su primer párrafo establece lo siguientes 

"ARTICULO 42.- La Secretaria de Hacienda y 
Crédito Público a fin de comprobar que 
los contribuyentes o responsables solida 
rios han cumplido con las disposiciones 
fiscales, o comprobar la comisión de deli, 
tos fiscales, estará facultada paras 

III.- Practicar visitas a los contribuyen 
tes, los responsables solidarios o 
terceros relacionados con ellos y re 
visar su contabilidad, bienes y mer 
cancias". 

Por su parte el Artículo 43 desde su eo. 

trada en vigor, seríala lo siguientes 

"ARTICULO 43.- En la orden de visita ade 
más de los requisitos a que se refiere el 
Articulo 38 de éste Código se deberá indi, 
car el lugar o lugares donde debe efec 
tuarse la visita". 

II.- El nombre de la persona o personas 



que deban efectuar la visita, las 
cuales podrán ser substituidas* aj¿ 
mentadas o reducidas en su número, 
en cualquier, tiempo por la autor¿. 
dad competente. La substitución o 
aumento de la persona que deban — 
efectuar la visita se notificará al 
visitado. 

Las personas designadas para efec 
tuar la visita, la podrán hacer con 
junta o separadamente. 

El Articulo 44 al entrar en vig"Or se con 

tenia de la siguiente forma: 

"ARTICULO 44.- En los casos de visita en 
el domicilio fisca1, las autoridades fifi, 
cales, los visitados, el responsable sol i. 
dario y los terceros se estarán a lo si 
guiente s 

I.— La visita se real izará en el lugar o 
lugares señalados en la orden de v¿ 
sita. 

II.- Al presentarse los visitadores al lu 
gar donde deba practicarse la dili. 
gencia, sino estuviere el visitado o 
su representante, dejará citatorio 
con la persona que se encuentre en 
dicho lugar para que el mencionado 
visitado o su representante los espg 
re a hora determinada de 1 d i a si. 
guiente para recibir la orden de vi 
sita; sino lo hiciere la visita, se -
iniciará con quien se encuentre en 
el lugar visitado. 

Cuando exista peligro de que el visi 
tado se ausente o pueda realizar mg, 
niobras para impedir el inicio o dg, 
sarrollo de la diligencia, loe visi 
tadores podrán procedere al asegura 
miento de la contabilidad. En los 



los demás casos que al presentarse 
los visitadores al lugar en donde de 
ba practicarse la di 1igencia, descu 
bran bienes o mercancía cuya imparta 
ción, tenencia, producción, explota 
ción , captura o transparte debe ser 
mani testada a las Autoridades Fis 
cales o autorizada por ellas,sin que 
se hubiera cumplido con la obliga 
ción respectiva los visitadores pro 
cerán al aseguramiento de dichos bie 
nes o mercancía. 

III .-Al iniciarse la visita en el domici. 
lio fiscal, los visitadores que en 
el la intervengan se deberán identifi 
car ante la persona con quien se en 
tienda la diligencia, requiriéndola 
para que designen dos testigos; si 
estos no son designados o los desig. 
nados na aceptan servir como tales 
los visitadores las designarán, ha 
ciendo constar esta situación en el 
acta que levanten, sin que esta ci£ 
cunstancia invalide los resultados 
de la visita. Los testigos pueden 
ser substituidos en cualquier tiempo 
por no comparecer a 1 lugar en que se 
esté 1 levando la visita, por ¿tusen 
tarse de él antes de que concluya la 
diligencia o por manifestar su volun 
tad de dejar de ser testigos, en ta 
les circunstancias la persona con la 
que se entienda la visita, deberá de 
signar de inmediato otros y ante su 
negativa o impedimento de las desig. 
nados, los visitadores podrán desig. 
nar a quienes deban substituirlos. -
La subs t i tuc ión de 1os tes ti gas, no 
inval ida los resul tados de la visi. 
ta. 

IV. - Las autoridades fiscales podrán sol i 
citar el auxilio de otras Autorida 
des Fiscales que sean competentes 
para que continúe una visita inicia 
da por aquella, notificando al visi 
tado la substitución de autoridad y 
de visi tadores. Podrán también soli 
citarle practiquen otras visitas pa 



ra comprobar hechos relacionados con 
las que estén practicando". 

A partir de Enero de 1984, se adiciona un 

párrafo a la Fracción II que ficjura como su segundo pá 

rrafo el cual con tiene 1 a siguier i te redacción: 

"En este caso los visitadores al dejar di 
cho citatorio, podrán hacer una relación 
de los libros y documentos que integran 
la contabi1idad". 

A p a R t .i. R d E L N E R ( J d <•:• X 9 8 6 o s a Ci i c i. o N a o O 

el segundo párrafo de la Fracción II del Artículo 44 — 

siendo su contenido el siguientes 

"En este caso, los visitadores al citar al 
visitada o a su representante, podrán ha 
cer una relación de los sistemas,libros, 
registras y demás documentación que intg. 
gren la contabilidad. 

Si el contribuyente presenta aviso de cajo, 
bio de domicilio después de recibido el — 
citatorio, la cita podrá llevarse a cabo 
en el nuevo domici1io y en el anterior, 
cuando el visitada conserve el local de -
éste, sin que para ello se requiera nueva 
orden de ampliación de la orden de visita 
haciendo constar tales hechos en el acta 
que levante"• 

Dicho Articulo conserva su redacción con 

la última adición señalada. 
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Al entrar en vigor el Artículo 46 señala 

ba lo siguiente: 

"ARTICULO 46.- La visita en el domicilio 
fiscal se desarrollará conforme a las si. 
guientes reg1as s 

I.- De toda visita en el domicilio fie 
cal se levantará acta en la que se — 
hará constar en forma circunstancia 
da los hechos u omisiones que se h$A 
bieran conocido por los visitadores• 
Los hechos u omisiones consignados 
por los visitadores en las actas, ha 
cen prueba de la existencia de tales 
hechos o de las omisiones encontra 
das para efectos de cualquiera de — 
las contribuciones a cargo del vis±. 
tado en los que el periodo revisado 
ante dichas hechos no se consignan 
en forma expresa. 

Las opiniones de los visitadores so 
bre el cumplimiento o incumplimiento 
de las disposiciones fiscales, o so 
bre la situación financiera del visi. 
tado no constituyen resolución fis 
cal. 

II.- Si la visita se realiza simultanea 
mente en dos o más lugares, en cada 
uno de ellos se deberán levantar ag. 
tas parciales, mismas que se agrega 
rán al acta final, que de la visita 
se haga .la cual puede ser levantada 
en cualquiera de dichos lugares. En 
los casos a que se refiere esta frag. 
ción se requerirá la presencia de — 
dos testigos en cada establecimiento 
visitado en donde se levante acta — 
parcial cumpliendo al respecto con 
lo previsto en la Fracción II del A£ 
ticulo 44 de éste Código. 

III.-Durante el desarrollo de la visita 
los visitadores a fin de asegurar la 
contabilidad, correspondencia o bi& 
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nes que na estén registrados en la 
contabi1idad, deberán, indistintamen 
te» sellar u colocar marcas en dicho 
documenta, bienes o inmuebles, archi. 
veros u oficinas en donde se encueo. 
tre, asi como dejarlos en calidad de 
depósito al visitado por las perso 
ñas con quien se entienda la diligen 
cia, previo inventario que al efecto 
formulen, en el caso de que algún do 
cumento que se encuentre en los mué 
bles, archiveros u oficinas que se 
lien sean necesarios al visitado, pa 
ra realizar sus actividades, se les 
permitirá extraerlos ante la preseo. 
cia de las visitadores quienes pfi 
drán sacar copia del mismo. 

IV.- Can las mismas formalidades a que se 
refieren las fracciones anteriores, 
se podrán levantar actas parciales o 
complementarias en las que se hagan 
constar hechos, omisiones o circuns 
tancias de carácter concreto, de los 
que se tenga conocimiento en el desg. 
rrollo de una visita a después de 
concluida. 

V•- Cuando resulte imposible continuar 
o concluir ejercicio de las faculta, 
des de comprobación en el establecí 
miento del visitado, las actas en 
las que se haga constar el desarro. 
lio de una visita en el domicilio 
fiscal podrán levantarse en las ofi 
ciñas de las autoridades fiscales. 
En este caso se deberán notificar 
previamente esta circunstancia a la 
persona con quien se entienda la di 
1igencia. 

VI.- Si en el cierre del acta final de la 
visita, no estuviere presente el vi 
sitado o su representante, se-le de 
jará citatorio para que éste preseo. 
te a una hora determinada del dia si. 
guien te, si no se presen tare, el ac 
ta final se levantará ante quien es 
tuviere presente en el lugar visita 
do) en ese momento cualquiera de los 
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visitadores que haya intervenido en 
las visitas, el visitado o la persea 
na con la quien se entienda la dili. 
gene i a- y los testigos firmarán el ac 
ta de la que se dejará copia al visi. 
tado. Si el visitado, la persona 
con la que se entendió la diligencia 
o los testigos no comparecen a fir 
mar el acta, se niegan a firmarla, 
o el visitada, o la persona con la 
que se entendió dicha diligencia se 
niega a aceptar copia del acta,dicha 
circunstancia se asentará en la pro 
pia acta sin que ésto afecte la vali. 
dez y valor probatorio de la misma. 11 

Dicha resolución estuvo vigente hasta Di 

ciembre de 1989, puesto que el Articulo 46 sufrió modifi 

caciones, siendo su ¿redacción a partir del primero de 

Enero de mi 1 novecientos noven ta, las siguientes s 

"ARTICULO 46.- La visita en el domicilio 
fiscal se desarrollará conforme a las ai. 
guientes regíass 

I D e toda visita en el domicilio f ig. 
cal se levantará acta en la que se 
hará constar en forma circunstancia 
da los hechos u omisiones que se hy, 
bieren conocido por los visitadores, 
asi mismo se determinarán las cortee 
cuencias legales de tales hechos u 
omisiones, las que podrán hacerse 
constar en las mismas actas o en do 
cumen to por separado. 

Los hechos u omisiones, consignados 
por los visi tadores en 1as ac tas» ha 
cen prueba de la existencia de tales 
hechos o de 1 as omisiones encontrg. 
das, para efecto de cualquiera de 
las contribuciones a cargo del vis±. 
tado en el periodo revisada. 



II.- Si la visita se realiza simultanea 
mente en das a mas lugares, en cada 
uno de ellos se deberán leyantar ac 
tas parciales, mismas que se agrega 
rán a el acta final que de la visita 
se haga, la cual debe ser levantada 
en cualquiera de dichos lugares. En 
los casos a que se refiere ésta Frac 
ción se requerirá la presencia de 
dos testigos en cada establecimiento 
visitado, en donde se levanta acta 
parcial, cumpliendo al respecto con 
la Fracción II del Articulo 44 de és 
te Código. 

II.- Durante el desarrollo de la visita, 
los visitadores a fin de agregar la 
contabilidad, correspondencia o big 
ríes que estén registradas en la COQ. 
tabi1idad, podran indistintamente se 
llar o colocar marcas en dichos dacii 
mentas, bienes o inmuebles, archivg. 
ros u oficinas donde se encuentren, 
asi como dejarlos en calidad de depó 
sito al visitado, o a la persona con 
quien se entienda la diligencia pre 
vio inventario que al efecto formu 
len. En caso de que algún documento 
que se encuentre en los muebles, ac, 
chiveros u oficinas que se sellen, 
sea necesaria al visitado para rea 
1 izar sus actividades, se le permiti. 
rá extraerla ante la presencia de 
1os visi tadores, quienes podrán sa 
copia del mismo. 

IV.- Con las mismas formalidades a que se 
refieren las fracciones anteriores, 
se podrán levantar actas parciales o 
complementarias en las que se hagan 
constar hechos, omisiones o circuns 
tancias de carácter concreto, de lo 
que se tenga conocimiento en el des¿ 
rallo de una visita o después de COQ. 
cluida formulada la liquidación no 
se podrá levantar acta complementa 
ria sin que exista una nueva orden 
orden de visi ta. 

Cuando en el desarrollo de una visi. 



ta las autoridades fiscales conozcan 
hechos u omisiones que puedan entra 
ñar incumplimiento de las disposicig 
nes fiscales, los consignarán en 
forma circunstanciada en actas parí 
ciales. También se consignarán en 
dichas actas los hechos u omisiones 
que se conozcan de terceros en la úl. 
tima acta parcial que al efecto se 
levante, se hará mención expresa de 
tal circunstancia y entre éstas y el 
acta final deberán transcurrir cuaQ. 
do menos quince días, durante los 
cua1es e1 con tribuyen te podrá presen 
tar los documentos, libros o regís 
tros que desvirtúen los hechos u o mi. 
siones. 

Se tendrán por consentidos los he -
chas consignadas en las actas a que 
se refiere el párrafo anterior, si 
antes del cierre del acta final el 
contribuyente no presenta los doci¿ 
mentos, libros o registros o no seña 
lan el lugar donde se encuentran. 

V • — Cuando resulte imposible continuar o 
concluir el ejercicio de las facultg. 
des de comprobación en los establecí, 
mientos del visitado, las actas en 
las que se haga constar el desarro 
lio de una visita en el domicilio -
fiscal podrán levantarse en las ofi. 
ciñas de las autoridades fiscales, 
en este caso se deberá notificar pre 
viamente esta circunstancia a la per 
sona con quien se entienda la dili 
gencia. 

VI>- Si en el cierre del acta final de la 
visita no estuviere presente el visi. 
tado o su representante, se le dej¿ 
rá citatorio para que éste presente 
a una hora determinada del día si. 
guíente, si no se presentare, el ac 
ta final se levantará ante quien es 
tuviere presente en el lugar visita 
do| en este momento cualquiera de 
los visitadores que haya intervenido 
en la visita, el visitada o la persa 



na con quien se entienda la diligeo. 
cia y los testigos, firmarán el acta 
de la que se dejara copia al visita 
do. Si el visitado, la persona con 
la qué se entendió la diligencia o 
los testigos no comparecen a firmar 
el acta, se niegan a firmarla, o el 
visitado o la persona con quien se 
entendió la diligencia se niegan a 
aceptar copia del acta, dicha cir 
cunstancia se asentará en la propia 
acta, sin que esto afecte la validez 
y valor probatorio de la misma. 

VII.-Las actas parciales se entenderá que 
forman parte integrante del acta fi 
nal aunque no se señale asi expresa 
mente". 

Al entrar en vigor en 1983 el Código Fis 

cal establece el Articulo 54 lo siguiente: 

"ARTICULO 54.- Los contribuyentes que no 
estén conforme con el resultado de la vi. 
sita, podrán inconformarse con los hechos 
contenidos en las actas final y complemen 
tarias mediante escrito que deberán pre 
sentar ante las Autoridades fiscales den 
tro de los 45 dias siguientes al cierre 
del acta final, a dicho escrito acompaña 
rán las pruebas documentales pertinentes 
y vinculadas a los hechos con los que se 
inconforme. 

Los hechos respecto a los cuales el con 
tribuyente no se inconforme dentro del 
plazo legal o haciendo no se presente -
oportunamente las pruebas que los desvir 
túe, se tendrán por aceptados". 

Dicha redacción se conservó hasta Diciero. 

bre de 1985, ya que a partir del Xo. de Enero de 1VI36 y 



hasta Diciembre de 1989, dicho precepto señaló lo si. -

guiante: 

"ARTICULO 54,- Los contribuyentes que no 
esten conformes con el resultado de la v^. 
sita, podrán inconformarse con los hechos 
contenidos en el acta final mediante es 
crito que deberán presentar ante las auto 
ridades fiscales, dentro de los 49 días 
siguientes al inmediato posterior a aquél 
en que se cerró. El plazo para inconfor 
maree con los hechos contenidos en acta 
complementaria correrá a partir del dia 
siguiente al inmediato posterior al en — 
que se cierre. 

Al escrito de inconformidad acompañará 
las pruebas documentales pertinentes y 
vinculadas a los hechos que pretendan des 
virtuarlos, siempre que no le hubieren so 
licitado su presentación durante el de. 
sarrollo de la visita, los hechos con los 
cuales el contribuyente no se inconforme 
dentro del plazo legal o haciéndolo no 
los hubiere desvirtuado con las pruebas a 
que se refiere el párrafo anterior, se 
tendrán por consentidos". 

En su mayoría los principios que se seña 

1 aban a través de los diversos preceptos como son desde 

el Articulo 38 al Artículo 54, vigentes a partir del lo. 

de Enero dr? 1983 y hasta Diciembre de 1989, fueron su 

f riendo mod í f .irraciones, pt?ra enn pr.i nci.pios que se con 

tenían e»n un s>óJ.n precepto 1A legislación de 1967 ct) 

nio era e! Articulo 84. 

Tal como observamos e?n la evolución de di 



chos principios, se han ido restringiendo elementos? esen 

ciales que garantizan la seguridad juridira como la lega 

lidad. 

Podemos citar a ejemplo que cuando til Ar 

ticulo 46 en la Fracción IV seríala que con las mismas 

formalidades a que se refieren en las Fracciones I, 11 y 

III de dicho precepto, deben de levantarse actas parei a 

1 es o comp 1 ementará as, inc: luyendo t?n d i chas forma 1 idades 

1 a establee.icía en la F racciór» 11 de l Ar tleu 1 o 44 a la 

que se remite expresamen te la Fracción IX del Artícu lo 

46; sin embargo, los requisitos para las actas finales 

señalados en las Fracciones V y VI del Articula 46, es 

evidente que no se impone cama obligación para el levan 

tamiento de actas complementarias y parciales, lo que no 

acontecía en la legislaciónm anterior, puesto que en el 

Articula B4 los requisitos señalados en el Articulo 46 

en sus Fracciones V y VI también deberían de respetarse 

en el levantamiento de actas pare i«;» les o complementa -

rias. 

También debemos señalar que en lo que 

respecta al Articulo 51, la evolución que fue sufriendo 

dicha precepto, sólo es para salvaguardar intereses de 

las autoridades administrativas, pues es criterio de di 



chas autoridades. ijuc: k:u..-..ndo í.>.i.»tfa vi i. ila iiom i c i 3 i ari a 

bastaba. con que loa resul tadufe de l as «ctuai ion«-» prac ti. 

cadas a terc/fe» ros c¡»e c 1 rntrib tane i .-irán los rosuü i ailus; rJt? 

dichas actuaciones en ei acta final dw ia visita domici, 

liar'ic. paia que s¡e«ji'¿ri lat¿ autoi idadcífe se tuviera por C U I J I 

pI ido í¿ 1 Af t:í culo bl » situac.1 òri que? ô » equivoca ¡, puciuto 

que en la redacción de J Ar i .i cuJ o ?.t vigente a parti r dt¿ 

.L9B6 se estableció que los datos, documentos e informes 

que I os te retiros propore ionar í\n t^nd r an que d ai" bc ct r..o 

nocfír o 1 contribuyente mediante- notificación eri lc¿ tér 

minos del Ar ti culo .1 "54 y 1 a redac..: ión del tercer p&r rafa 

na establecía que en dicho pArra fu excluía a las a uto. 

ridades del camp l imien to cío31 -equis: i to señalado su car 

cargo en el pírrate» segundo jduc-tvf cr t un adamen te a partir 

de tingre» de 1^90 so r e s r ir.-jtó é.-rte? o>¡ igoncia en per ju.i 

cío de los particulares, es df¿cir la restringa <al legis 

lador y con ello fjeiitra un «A .i i istguri dftd j uri rlicra, pues si 

los datos, documen tos t? ih f ( ¡ r Í I ÍOS ( ¡ U M prev¿ums apar ta ron 

J os tercwrofc» a so] ici t.ud do ] a ¿a <1 c.r i dad f i se a l, no se 

1 « dan a conocer a 1. con tr j.bi lyen te » (?v.i.den temente ts-s te rid 

puede constatar si fehacií^n lemuri H e lo que se pretende 

por las autoridades- se desprtínu© de los documentos, 

da tos o i. líorKítrS í..<ue.? 1 f» fuívoi i sal ir á i ad os as reva J s¿o] o 

por el hecho de <¡ue se t Arcuo*taneien dichas at tu acia 

nes en las actas, pues ello no establece que el particu 



lar tenga certeza de quy lo circunstanciado por los autí j.. 

tores coinc -i.de ( on las da tus dui. tunei i tob w in f ormesá que 

se presume le fueron apartados por terceros a solicitud 

de la autor i ciad , de tal Íoríria q u e «1 p a r t i. c u 1 a r n o p u e d & 

v e r i f i c a r i: al ti i. t. u ación pufcst o q 1.1 oí ya n u s e o b i i g a a las 

autoridades a not.i f xc;ar ius docuim:-ín (:ou que le fueran — 

propar c i ai iados par 1 os tere ki- Ob par lu qliti y 1 pr ir ic. .i. pió 

de seguridad .jurídica se tjncutjritf a n tejado por al Legisla 

dor a partir de la redacción u viyfc?IU~.i«A del Articulo 51 

ac tua1man te en 1990. 

Asi mis¿ma en 1 a reditúeión que hemob 

lado de la legislación en mater ia de visi tas domici1 ia 

rias, existiendo (45) cuaren ta y c inca di as para incon 

formarse de acuerda al Articulo 54, dicho término se ha 

reducida y las motivas de inconformidad de acuerdo al Ar 

tículo 46 en vigor deberán de expresarse en contra de he 

chos y circunstanciaciones que se hagan en actas pareia 

les previas al levantamiento del acta final, ésto de con 

formidad a la Fracción IV del Articulo 46 vigente a par 

tir del lo. de Enero de 1990, en el cual, se señala en 

Segunda Párrafo, que cuando las autoridades en el desa 

rrol lo de una visita conozcan hechos u omisiones que pue 

dan entrañar incumpliniient.o en 1 ass disposiciones fisca 

les lo consignan en forma circunstanciada en actas par 



ciales y entre la Cil tima acta parcial que al efecto se 

levanta, se hará mención expresa de tal circunstancia y 

entre dicha acta y el acta final deberán transcurrir ~ 

cuando menos (15) quince dias durante los cuales el COQ. 

tribuyente deberá presentar los documentos, 1ibros o re 

gistros que desvirtúen los hechos u omisiones, no exi§. 

tiendo para dicha instancia o para identificarla lo que 

se conocía con inconformaida pues no se menciona en el 

precepto comen tado. 

De la Fracci6n V del Articulo 46 que ha 

conservado un principia idéntico desde que entró en vi 

gar el Código de i983, se señal a que cuando resulte impo 

sible continuar o concluir el ejercicio de facultades de 

comprobación en los establecimientos del visitada, las 

actas en que se hace constar el de¿sarrol lo de la visita, 

podrán efectuarse en el domicilia fiscal es decir podrán 

levantarse en las oficians de la autoridad. 

La critica de dicha Fracción es que no se 

ríala a juicio de quien se puede establecer cuales son -

las causas que hagan impasible la continuación del ejer 

cicio de las facultades de comprobación. No debemos per 

der de vista el principia de administración reglada que 

se establece en nuestro sistema constitucional, en este 



sentido, si son ios auditores los que la califican impo 

si bi 1 i dad, tendí •án que esVah .1 ecwr en base a que motivo y 

fundamento pueden apoyarse y en base a que precepto fun 

damentan su competencia para determinar dicha imposib¿ 

lidad o juzgarla; asi mismo si toca juzgar dicha situa 

ción al emisor de la orden de auditoria tendrá que fun 

dar y motivar las causas que determinen dicha imposibili 

dad y j, es tablee er si t ¿ene cumpa tei »c ia para calificar la 

imposibi1 idad misma. 

Todas éstas mana f t.'átac.ione<-> me permitan 

sostener que es evidente que la legi si ación fiscal des 

pués de haber l legado a un tnáu imo i..un las d i sposit iones 

del Código de 1967 ha ido riec 1 inando sin tomar en cuenta 

que nos encontramos en un sieterna de derecho regido por 

principios constitucionales que son negados ahora por ©1 

legislador a 1 decretar leyes o los preceptos que se COQ 

tienen del Código fiscal de la Federación y que han ido 

variando o modificándose a partir del lo. de Enero de — 

198"5 a la fecha, restringiéndose derechos elementales ~ 

constitucionales regidos como garantías como son los de 

seguridad jurídica, el de legalidad y el derecho de au 

diencia. 

B,~ REVISION DE ESCRITORIO (DICTAMENES) SU CONSTITUCION& 
LIDAD. 



El antecedente más cercano a la actual -

legislación respee to al procedimiento de auditoria me 

dian te revisión de d ic támenes formulados por contadores 

públicos se encuentra en el Art J culo 11 del reglamento 

al Articulo 85 del anterior Código Fiscal de la Federa 

ción. 

El anterior Código hiscal de la hederá 

ción estableció la posibi1idad a los particulares de dic 

taminar sus estados financieros por- contador público de 

bidamente registrado ante la Secretaría de Hacienda y -

Crédito Público. 

El Articulo 85 del anterior Código Fis 

cal establecía los requisitos que debía reunir un dicta 

men formulado por contador público sobre los estadas fi, 

nancieros sin embargo las hechos afirmados par dicha dic 

taminador se presumían ciertos salvo prueba en contra 

rio por la que en el Articula 11 de Reglamento al muí ti. 

referida Articulo 85 se estableció la facultad de las au 

toridades para revisar el contenido de los dictámenes — 

formuladas sobre los estados financieros. 

En la actual legislación desde que entra 

en vigor el lo. de Enero de 1983 el Articulo 42 estable 



ce en su Fracción IV en favor de lab autoridades f i sea 

les la f acul tad de revisar los di c támenws formulados 

por contadores públicos sobre 1 os «atados financieros de 

los contribuyen tes y su re 1 ación con el cump 1 imiento de 

disposiciones fiscales y es en el Articulo 55 del Regla 

mentó al Código Fiscal de la Federación donde t>e estable 

ee el procedimiento de la revisión del dictamen de los 

estados financieros. 

Dicha facultad no se encuentra establecí, 

da o más bien rebasa los lineamientos constitucionales. 

Muestra Constitución en su Articulo Í24 

establece el principio de administración reglada que se 

traduce en el aforismo que señala que lo que no está ex 

presamen te permi tido para 1 as autoridades les está taj an 

temente prohibido. 

En este sentido para que las autoridades 

fiscales federales pudiesen ejercer determinada facultad 

tendrían que ajustarse en principio a los preceptos cons. 

titucionales, es decir, que en la Constitución se permi. 

tiere el ejercicio de aquella facultad que el legislador 

otorgare a las autoridades siempre y cuando el mismo le 

gislador observara el principio de supremacía constitu 



cional. 

En el caso a estudio es evidente que la 

revisión de dictámenes a estados financieros no se en 

cuentra apegada al (narco constitucional esto deriva del 

contenido del Articulo 16 de nuestra carta fundamental 

ya que en dicho precepto se h e n a U como única f acul tad 

de 1 a autoridad a d m i n i s tra ti va p a r a c: omprobar si. se han 

acatado 1 as disposic iones fisea 1«s 1 A de practicar yisi 

tas domiciliarias sujetándose a las formalidades prescr¿ 

tas para los cáteos y a las leyes respectivas. 

El párrafo segundo del Articulo 16 seña 

la a la letra lo siguientes 

"La autoridad administrativa podrá practi. 

car visitas domici1 iarias únicamente para cerciorarse de 

que se han cump 1 ido los reg 1 amen tos san i tari cas y de poli, 

cia; y exigir la exhibición de los libros y papeles ÍQ. 

dispensables para comprobar que se han acatado las dispo 

alciones f i sea les, su j atándose en éstos casos a las Le 

yes respectivas y a las formalidades prescritas para los 

cáteos". 

En la actual idad además de no encontrarse 



dentro del marco constitucional dicho procedimiento de 

revisión de dictámenes; la legis»!ación le ha dado amplio 

margen de actuación a 1 as 'autoridados para 1 levar a cabo 

dicho procedimiento sin respeto a diversas garantias — 

constitucionales como la del debido procedimiento y la 

de audiencia. 

Desde que entró en vigor el Articulo 42 

contiene en su último párrafo la sxyuiente expresión: 

"Las autoridades fiscales podrán ejercer 

éstas facultades conjunta, indistinta o sucesivamente, 

entendiéndose que se inicia con til primer acto que se no 

t i f i q ue al c orí t r i bby en te" . 



CAPITULO V 

MEDIOS DE IMPUGNACION 

A.- CONVENIENCIAS E INCONVENIENCIAS DE LA INCONFORMIDAD. 

El Código Fiscal de 1783 señala en el Ar-

ticulo 54 la posibilidad para que los particulares se in 

conformen en contra de los hechos circunstanciados en 

las actas final y complementaria. 

El contenido del Articulo referido fues 

"ARTICULO 54.- Los contribuyentes que no -
estén conformes con el resultado de la vi. 
sita podrán inconformarse con los hechos 
contenidos en las actas final y complemeQ 
tarias, mediante escrito que deberá pre 
sentar ante las Autoridades fiscales deri-
tro de los cuarenta y cinco dias siguieQ. 
tes al cierre del acta finalj ha dicho es 
crito acompañarán 1as pruebas documenta, 
les pertinentes y vinculadas a los hechos 
con los que se inconforma•" 

El párrafo segundo postuló lo siguientes 

"Los hechos respecto de los cuales el COQ. 
tribuyente no se inconforme dentro del — 
plazo legal o haciéndolo no presente opor 
tunamente las pruebas que los desvirtúen 
se tendrán por aceptados." 

Para Í986 el término para inconformarse -



en contra del acta final o complementaria fue indepeQ 

diente para cada tipo de ac_ta, es decir, el término se -

iniciaba al dia siguiente del cierre de la respectiva ac 

ta. 

Para enero de 1990 se reformó el Artículo 

54 sin señalarse en él la posibilidad de inconformarse -

en contra de las actas final y complementarias, pues se 

integra al Articulo 46, sin embargo ya no se incluye el 

vocablo inconformidad, además el plazo es reducido y la 

oposición será en contra de la última acta parcial postu 

lándose en la fracción VI lo siguiente: 

"FRACCION VI.- En la última acta parcial -
que al efecto se levante se hará mención 
expresa de tal circunstancia y entre ésta 
y el acta final, deberán transcurrir cuan 
do menos quince días durante los cuales -
el contribuyente podrá presentar los docu 
mentos como libros o registros que desvie, 
túen los hechos u omisiones." 

Cabe resaltar que en el Articulo 46 sigue 

contenida en la fracción I la obligación a cargo de las 

autoridades que de toda visita en el domicilio fiscal se 

levante acta en la que se harán constar en forma circuns 

tanciada los hechos u omisiones que se hubieren conocido 

por los visitadores, sin embargo se agrega que, en dicha 

acta se determinarán las consecuencias legales de tales 



hechos u omisiones que podrán hacerse constar en la mis-

ma acta o en documento por separado. 

Es evidente el retroceso que fue sufrieQ 

do la Legislación Fiscal respecto a la Garantía Constitu 

cional de Audiencia que era el elemento distintivo de la 

anterior Legislación pues es la vigente se ha reducido -

el plazo legal para oponerse al con tenido de la ú1 tima -

acta parcial y aiin cuando en ellas se debe circunstan-

ciar los hechos u omisiones conocidos por los visitado 

res y que entre dicha acta parcial y la final deberá -

transcurrir cuando menos quince días hábiles en los que 

el visitado podrá objetar el contenido de la última par-

cial el Articulo 16 Constitucional seríala al igual que -

el Articulo 46 en su fracción I la obligación de elabo 

rar un acta final debidamente circunstanciada. 

Debe hacerse notar la posibi1idad de ha 

cer con.tar las consecuencias legales de los hechas u omi 

siones en la propia acta final o en documento por separa 

da lo que constituye que si la Autoridad opta por emitir 

un documento por separado sin elaborar el acta final no 

cumplirá con la disposición constitucional ni con el Ar-

ticulo 46 fracción I por lo que existe la generación de 

un conflicto de normas en el cual el sistema de la Legis 



i ación Fiscal no se ajusta a la Constitución; es eviden-

te que esto fue desapercibido por el Legislador ordina 

rio. 

Así mismo debe hacerse notar que en el ac 

ta final o en el documento por separado que pueden el abo 

rarse y que determinen las consecueric i as legales, dará -

oportunidad a los particu1 ares de ejercer su derecho a -

impugnar dichos documentos y que ésto será a través de 

una instancia como pudiera ser el juicio contencioso ad 

ministrativo. 

Es positivo que exista la obligación de -

determinar las consecuencias legales de los hechos u omi, 

siones al concluir la visita, ya sea en el acta final o 

documento por' separado ya que rompe con la costumbre de 

las Autoridades de iniciar un proceso fiscalizador sin -

que existiera un término especifico para su desahogo y -

culminación con la respectiva liquidación. 

Asi las cosas se presentaban, como se prg 

senta, el inconveniente en perjuicio de los particulares 

de que existiendo la inconformidad ahora objeción en COQ. 

tra de lo circunstanciado antes en el acta final ahora -

en la Ciltima parcial, la Autoridad tiene la potestad de 



resolver sobre dichos planeamientos y establecer la si 

tuación legal de los fiscalizados teniendo como límite -

temporal el establecido para el ejercicio de las faculta 

des de fiscalización; es decir, habiendo revisado un —• 

ejercicio inmediato anterior al de la fecha de inicio de 

sus facultades de fiscalización, el particular tiene en 

su perjuicio el transcurso del tiempo, puesto que míen 

tras que 1 a Autoridad no le determine las consecuencias 

legales de los hechos u omisiones o los establezca en — 

cantidad liquida, los recargos como la actualización se-

guirán generándose y en determinado momento 1 a deuda a 

su cargo será superior a aquélla que se le pudiera impu 

tar si se determinará su situación de inmediato a la con 

clusión de la visita y ésto sólo acontecería, si el Le 

gislador estableciera un término prudente y razonable cg 

mo 1 imite a cargo de la Autoridad para resol ver la sitúa 

ción de los visitadores de forma inmediata al vencimien-

to del término de la inconformidad ahora objeción al con 

tenido de la última parcial. 

Existe dicho inconveniente al ejercicio -

de la garantía de audiencia, puesto que la Autoridad se 

acoge al Articulo 67 del Código Fiscal de la Federación 

y en contraposición a dicho término, el particular solo 

tenia en el sistema anterior cuarenta y cinco días para 



inconformarse y actualmente solo tiene un plazo legal de 

quince dias entre la última parcial y el acta final para 

objetar el contenido de la última parcial aún cuando i{v~ 

cluso puede exhibir documentos mientras no se emita el -

acta final de auditoria de acuerdo a la última parte de 

la fracción IV del Artículo 4ó del Código Fiscal vigen 

te. 

Existe también de acuerdo a la redacción 

del vigente Articulo 46, la posibilidad de que el acta 

final sea impugnada inmediatamente en juicio contencioso 

administrativa. 

Mi manífestac:ión se apoya en lo que postu 

la el Articulo 23 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal 

de la Federacións 

"ARTICULO 23.- Las Salas Regionales conocg. 
rán de los juicios que se inicien contra 
las resoluciones definitivas que se indi.-
can a continuacións 

I.- Las dictadas por Autoridades Fisca-
les Federales y Organismos Autónomos 
en que se determine la existencia de 
una obligación fiscal, se exija en ~ 
cantidad liquida o se den las bases 
para su liquidación," 

En las actas finales de auditoria que dg,~ 



berán levantarse conforme al vigente Articulo 46, se es-

tablece la posibilidad de impugnarlas inmediatamente an 

te el Tribunal Fiscal de la Federación, puesto que son — 

actos que establecen las bases para la liquidación de 

obligaciones fiscales, además, contra las actas finales 

no existe recurso alguno por lo que tienen el carácter -

de actos definitivos de conformidad cor» el último párra-

fo del referido Articula 23 que dispone a 

"Para los efectos del primero párrafo de -
este Articulo, las resoluciones se con si. 
deran definitivas cuando no admiten recur 
so administrativo o cuando la interposi. 
ción de éste sea optativa para el afecta-
do." 

Además el Articulo 46 antes de la última 

reforma señalaba al final de la fracción I, que la opi-

nión de los visitadores sobre el incumplimiento o cumplí 

miento de las disposiciones fiscales o sobre la situa-

ción financiera del visitado no constituía resolución — 

fiscal, sin que en la disposición vigente se haga dicha 

salvedad. 

Por lo tanto si aún con lo establecido en 

la disposición en vigor, la Autoridad elabora acta final 

omi tiendo serial ar las consecuencias legal es de los obser 

vado, pero contienen datos» a partir dw los que se puedan 



determinar por los particulares, es decir, que se den — 

las bases para la determinación, al no existir un recur 

so administrativo para impugnar dichas actas finales és 

tas adquieren el carácter de resoluciones definitivas 

conforme a los postulados legales ya transcritos y el -

particular no está obligado a esperar que dichas conse 

cuencias o la determinación de diferencias eri impuestos 

se hagan en documento por separado. 

Es evidente que la disposición vigente de 

be de ser modificada para que se establezcan con más cía 

ridad la situación de los afectados, pues será fácil COQ 

cluir que si cerrada una Acta de Auditoria en la que se 

circunstancien hechos u omisiones pero que se omitan de-

terminar las consecuencias legales de tales hechos y omi. 

siones y que a partir de que se entregue dicha acta a -

los particulares transcurran con exceso 45—cuarenta y 

cinco dias que es el término para impugnar los actos que 

son impugnables ante el Tribunal Fiscal de la Federación 

con facilidad podrá establecerse el consentimiento liso 

y llano de los particulares para el contenido de las ate-

tas finales o bien en la hipótesis de que se levante una 

acta final en la que se circunstancien los hechos y omi-

siones pero que no se determinen sus consecuencias lega-

les y que llegado el momento la Autoridad emita un docu-



mentó por separado a dichas actas donde establezca las -

consecuencias de tales hechos u omisiones es decir las -

consecuencias legales, no se establece en la Legislación 

con claridad en contra de cual de dichos actos se inicia 

en término legal para que el particular acuda ante la Au 

toridad competente, ha de manifestarse en contra de ac 

tos que deba tener la calidad de definitivo, si se esta-

blece cuál de dichos actos es el definitivo, aunque pu 

diera concluirse por una .interpretación que diesen los -

Tribunales, de que el acto definitivo lo constituye -

aquél en que fee determinen las consecuencias legales de 

los hechos u omisiones circunstanciados en el acta final 

no cabe deuda alguna de que el acta final constituye un 

documento que da base para la 1 iquidación de obligacio 

nes fiscales en cantidad 1 iquida y de que en la Legisla-

ción vigente no existe Recurso Administrativo alguno ni 

instancia administrativa, en contra del acta final, sin 

que se pierda de vista que el particular tuvo oportun¿—-

dad de oponerse al resultado de la visita cuando se le -

dio a conocer la última parcial y por lo tanto al cerrar 

se la Auditoria con el acta final, tendrá que manifestar 

la Autoridad si considera procedente o no las objeciones 

del particular, pues deberá de estudiar su planteamiento 

sin que esto pueda acontecer hasta que se emita un docu-

mento separado del acta final, es decir, la actuación -— 



del particular en contra del contenido de la última acta 

parcial, es un tiecho que debe ser reseñado en el act.a fi, 

nal? me manifiesto en el sentido de señalar la obscuri.— 

dad del contenido del actual Articulo 46 que genera una 

gran cantidad de situaciones inciertas no previstas cla-

ramente por dicha disposición y me permito afirmar que — 

ello constituye una alteración evidente del orden consti. 

tucional, ya que dicha incertidumbre genera inseguridad, 

es decir va en contra de la garantía constitucional de -

seguridad jurídica. 

B. INCONFORMIDAD Y ELEMENTOS DE PRUEBA. 

La Jurisprudencia número cinco del H. Trj^ 

bunal Fiscal de la Federación establece lo siguiente: 

"PRUEBAS OFRECIDAS EN LA INSTANCIA DE 
CONFORMIDAD QUE PREVEE EL ARTICULO 84 -
FRACCION VIII DEL CODIGO FISCAL DE LA FE 
DERACION VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE 
DE 1977.- DEBEN DESAHOGARSE POR LAS AUT£ 
RIDADES QUE CONOCE EN ELLA, CONFORME EN 
LO DISPUESTO EN EL CODIGO FEDERAL DE PRO 
CEDIMIENTOS CIVILES.- De acuerdo a lo pre 
visto en el Articulo 84 Fracción VIII del 
Código Fiscal de la Federación vigente — 
hasta el 31 de Diciembre de 1977, debe 
considerarse que al no existir limitación 
alguna en dicho precepto para la admisión 
de las pruebas en la instancia de incoo.— 
formidad, es improcedente que las Autori, 
dades que conocen de ella se nieguen a ad 
mitir y proveer al desahogo de pruebas -



como la pericial y testimonial, pues no 
obstante que en tal numeral no se estable 
ce el procedimiento al que debe sujetarse 
la tramitación de ésta instancia y por e& 
de el sistema a seguir para la recepción 
y desahogo de las pruebas ofrecidas» como 
la misma constituye un procedimiento adm¿ 
nistrativo tramitado por una Autoridad Fg 
deral debe estimarse supletoriamente api i. 
cable el Código Federal de Procedimientos 
Civiles y en consecuencia, la recepción — 
de las pruebas mencionadas debe sujetarse 
a lo establecido en éste cuerpo legal." 

De acuerdo a dicho criterio con la redac-

ción de la fracción VIII del Articulo 84 vigente a p a r — 

tir de 1978 la Autoridad no está obligada admitir las 

pruebas pericial y testimonial que los particulares -

ofrezcan con los escritos de inconformidad en contra de 

las actas de Auditoria. 

Al entrar en vigor en 1983 el Código Fi^-

cal de la Federación en su Articulo 54 se estableció un 

principio similar al de la fracción VIII del Articulo 84 

vigente a partir de 1978 hasta diciembre de 1982. 

Al entrar en vigor en 1983 el Primer P& 

rrafo del Articulo 54 establecía lo siguientes 

"LOS CONTRIBUYENTES QUE NO ESTEN CONFORMES 
CON EL RESULTADO DE LAS VISITAS PODRAN Ity 
CONFORMARSE CON LOS HECHOS CONTENIDOS EN 
LAS ACTAS FINAL Y COMPLEMENTARIAS, MEDIAN 



TE ESCRITO QUE DEBERAN PRESENTAR ANTE LAS 
AUTORIDADES FISCALES DENTRO DE LOS CUAREÜ 
TA Y CINCO DIAS SIGUIENTES AL CIERRE DEL 
ACTA FINAL; A DICHO ESCRITO ACOMPASARAN -
LAS PRUEBAS DOCUMENTALES PERTINENTES Y 
VINCULADAS CON LOS HECHOS CON LOS QUE SE 
INCONFORMEN." 

A partir del lo. de enero de 1990 fecha -

en que se reforma de nuevo el Código Fiscal de la Federa 

ción el Artículo 54 deja de contener la posibilidad de -

inconformarse en contra de las actas final o complementa 

rias ya que es en el segundo párrafo de la fracción IV -

del Articulo 46 donde sin utilizar el término inconformi. 

dad se establece la posibi1 idad de que los visitados se 

opongan o objeten los hechos o circunstanciaciones efec-

tuados por los visitadores pero como modalidad se esta 

blece que dicha objeción es previa la levantamiento del 

acta final y que deberá efectuarse en contra de los he 

chos o circunstanciaciones que se establezcan en la ú 1ti. 

ma parcial asi dicho segundo párrafo establece a la le 

tra lo siguiente: 

"CUANDO EN EL DESARROLLO DE UNA VISITA LAS 
AUTORIDADES FISCALES CONOZCAN HECHOS U -
OMISIONES QUE PUEDAN ENTRAÑAR INCUMPLI-
MIENTO DE LAS DISPOSICIONES FISCALES, LOS 
CONSIGNARAN EN FORMA CIRCUNSTANCIADA EN -
ACTAS PARCIALES. TAMBIEN SE CONSIGNARAN 
EN DICHAS ACTAS LOS HECHOS U OMISIONES -
QUE SE CONOZCAN DE TERCEROS. EN LA ULTIMA 
ACTA PARCIAL QUE AL EFECTO SE LEVANTE SE 
HARA MENCION EXPRESA DE TAL CIRCUNSTANCIA 



Y ENTRE Y ESTA Y EL ACTA FINAL, DEBERAN -
TRANSCURRIR POR LO MENOS QUINCE DIAS, DIJ 
RANTE LOS CUALES EL CONTRIBUYENTE PODRA -
PRESENTAR LOS DOCUMENTOS, LIBROS O REGIS 
TROS QUE DESVIRTUEN LOS HECHOS U OMISIO 
NES. " 

En la práctica nos encontramos con un sis 

tema en el cual las Autoridades pretenden interpretar en 

sentida limitativo la disposición que se refiere ya sea 

a la inconformidad término que se utilizó por la Legisla 

ción hasta diciembre de 1989 o la objeción o desvirtúa—-

ción a la que se refiere la Legislación a partir de ene-

ro de 1990 y dicha limitante la pretende establecer en -

el sentido de que los particulares en dicha instancia so 

1 ámente pueden presen tar d ocurrían ta 1 es ahora 1 ibros o re 

gistros sin embargo el precepto interpretado en d4. 

cho sentido establecen sol ámente el rigor con el que se 

trata a los ciudadanos. 

Evidentemen te en un sentido estrieto di 

cho precepto no establece una limitante pues de ninguna 

forma la Ley puede establecer dicho sentida a cargo de — 

los particulares pues en ella no se incluye la palabra -

"solo" es decir que el texto no establece que los parti. 

cual res sola podrán presentar documentales por lo que — 

persiste el sentido que se sostiene por la Sala Superior 

del Tribunal Fiscal de la Federación a través de la Ju. 



risprudencia número cinco claro que dic-ha Jurisprudencia 

va encaminada a limitar en los particulares en los casos 

de inconformidades que se interpongan o se hayan inter— 

puesto con posterioridad a diciembre de 1977 puesto que 

si revisamos la Legislación actual como aquélla vigente 

a partir del lo. de enero de 1978 hasta el 31 de diciem-

bre de 1982 y la vigente desde el lo. de enero de 1983 — 

hasta el 31 de diciembre de 1989 incluso la vigente a -

partir del lo. de enero de 1990 encontraremos que no ex-

isten preceptos ni precepto alguno en los cuales o en el 

cual se regule o establezca el procedimiento al que debe 

sujetarse la tramitación de dicha instancia y debido a -

ello es evidente la supletoriedad del Código Federal de 

Procedimientos Civiles y en consecuencia la recepción de 

las pruebas debe sujetarse a lo establecido en dicho Có-

digo Federal de Procedimientos Civiles ya que éste es el 

sentido claro de la Jurisprudencia que dio el Tribunal -

Fiscal aún cuando su intención obviamente fue la de esta 

blecer una traba o limitación en perjuicio de los parti-

culares en cuanto a las inconformidades o desvirtuado 

ríes de hechos que pudieren hacerse valer con posteriori-

dad al 31 de diciembre de 1977 puesto que anal izando el 

contenido de la Jurisprudencia en mención el sentido cía 

ro es que prevalece a la fecha una instancia para o b j e — 

tar el contenido de las actas de auditoria que no se en-



cuentra o cuyo procedimiento no se encuentra regulado — 

claramente en el Código Fiscal de la Federación y si en 

él o en el precepto que hable de las pruebas se señala -

que deberán acompañarse tales o cuales pruebas para obje 

tar el contenido de las actas dicho numeral indebidameQ-

te se interpreta en forma limitativa pues como insisto -

en su redacción no se establece que solamente puedan 

ofrecerse dichas pruebas ni menos aún se establece que — 

en él se señale que está prohibido exhibir pruebas diver 

sas a las documentales por lo tanto el criterio que se -

sigue por las Autoridades Administrativas como por el — 

mismo Tribunal Fiscal para pretender que no son válidas 

las pruebas periciales o testimoniales en la instancia -

de inconformidad en contra de actas es un criterio equi-

voco pues no existe expresamente I3 prohibición de ofre-

cer dichos elementos probatorios y como insisto tampoco 

existe la regulación o como es la tramitación de la ins-

tancia de referencia por lo que es aplicable en forma su 

pletoria el Código Federal de Procedimientos Civiles y -

en éste sentido las pruebas periciales y testimoniales -

válidamente pueden ofrecerse por los particulares y es 

incorrecto el criterio sostenido tanto por las Autorida 

des Administrativas como por el Tribunal Fiscal de la Fe 

deración en el sentido de que dichas pruebas no deban — 

ofrecerse en la instancia de referencia máxime que dicho 



precepto no es de apiicación estricta y para su i-nterpre 

tación puede servir cualquier medio 1egal y en éste caso 

la aplicación supletoria del Código Federal de Procedí, 

alientos Civiles pues existe además el principio general 

de derecho y aceptado en nuestro sistema que establece -

que lo que no esta expresamente prohibido a los parti 

cu lares les es perf ec tamen te permitido; sin embargo; 1 a 

Autoridad como el Tribunal Fiscal pretende imponer en 

perjuicio de los particulares un principio también de de 

recho pero que evidentemente es un principio a cargo de 

las Autoridades pues a dichas» autoridades lo que no 

les está expresamente permitido les esta tajantemente 

prohibido sin embargo; éste principio en vez de apiicar 

se a las Autoridades se pretende aplicar en perjuicio 

de los particulares y esto en contra de todo sistema le 

gal siendo equívocos los criterios adoptados por las Au 

Autoridades Administrativas al emitir las liquidaciones 

como el Tribunal Fiscal de la Federación que acepta el 

criterio adoptado por las Autoridades Administrativas 

como si fuera una verdad universal sin analizar correcta 

mente nuestro sistema legal incluso nuestro sistema 

constitucional« 

Por lo tanto es evidente que el criterio 

que se sostiene es simple y llanamente una traba en per-



juicio de los particulares quienes de no obtener un re 

sultado favorable a su interés se verán obligados a acu-

dir ante el Tribunal Fiscai o ante la misma Autoridad pa 

ra que en el medio de defensa que el ij an interponer in 

siatir con el ofrecimiento de las pruebas pericial y -te§, 

timónial por lo que sino les es dable ofrecer todo medio 

de pruebas que crean pertinente para demostrar sus obje-

ciones el sistema actual que es evidentemente rígido le-

gal convirtiéndose en una trampa procesal para en caso -

de que los particu1 ares no se inconformen o aún inconfor 

mándose no ofrezcan prueba alguna puesto que de acuerdo 

a las disposiciones anteriores como vigentes en dichas -

casos se tendrán por ciertos los hechos circunstanciados 

por lo que si la .iritención de que exista una instancia ~ 

en contra de las actas finales en el sistema anterior o 

de la última parcial en el sistema actual para que se re 

visen los actos de la Autoridad es decir para que se ana 

licen los hechos u omisiones circunstanciados sin que se 

permita al particular ofrecer elementos técnicas en el -

caso de las periciales entonces se niega el sistema pues 

to que es obvio que los particulares no tienen a su al. 

canee entonces elementos técnicos para demostrar sus — 

afirmaciones ya que las documentales quedarán solo al ar 

bitrio del estudio que de ellas haga la misma Autoridad 

emisora de los actos que precisamente se objetan. 



Par ío anterior como inaiato la Legisla— 

ción está encaminada a 1 imi t ar lati possibi 1idadws de los 

contribuyentes y el Legislador debería de hacer un estu-

dio más adecuado sobre toda de dicha instancia para ha 

cerla más operativa sin crear la desigualdad que se ge-

nera con su existencia. 

En éste sentida puedo manifestar que si — 

se genera una desigualdad evadente puya t»i el particular 

no se inconf orma o incori t or mándost* i ÍO ofrece pruebas en 

su perjuicio se crea una carga procesal que da cabida 

a la ex isterie i a de una presunción 1 ega 1 en su per j uicio 

de que los hechos circunstanciados tienen como c i e r — 

tos en la forma que se contienen en las actas de audito-

ria es decir se genera una presunción sin embarga el par 

ticular no puede tampoco ofrecer entre las pruebas que -

señale en su instancia en contra de las actas de audito-

ria las pruebas 11amadas presunfcionus legales y humanas 

pues el criterio rigorista y limitativa se sigue en el -

sentida de que so 1 amente puede ofrecer pruebas documenta 

les de ahí que es claro que la regulación o la nula regy. 

lación de dicha instancia en contra de las actas de audi 

toria genera obscuridades can las cuales solo se ha veni 

do perjudicando a los contribuyentes» 



c . - RECURSO ADMINISTRATIVO. 

En el Articulo lió vigente a partir del -

primero de enero de 1983 se establecían loe siguientes -

recursos; el de revocación que procedía contra resaludo 

nes definitivas que determinaban contribuciones y acceso 

riost las dictadas por las Autoridades Aduaneras de las 

que se negaban la devolución de cantidades que procedían 

conforme a la Ley. 

También existía el recurso de oposición -

al procedimiento administrativo de ejecución como el de 

nulidad de notificaciónes y éste ú1 timo precedía contra 

todo tipo de notificaciones que existieran en contraven-

sión de las disposiciones legales es decir que cualquier 

oficio que emitiera la Autoridad que fuese notificado en 

contraversión a las disposiciones legales dicha notifica 

ción podría impugnarse mediante el recurso de nulidad de 

notificaciones no solo eran impugnable en nulidad de no-

tificaciones las que se referían a la notificación de rg. 

soluciones definitivas podrían impugnarse a través de d¿ 

cho recurso todas las notificaciones llevadas a cabo en 

cualquier procedimiento. 

El recurso de nulidad de notificaciones ~ 



fue eliminado del Código Fiscal de la Federación a 'par-

tir de la Legislación que entró en vigor en 1988, ya que 

partir de enero de 1988 "i-a única o las únicas notifica— 

ciones lo serian la ilegal notificación de un acto admi-

nistrativo impugnable en ampliación de Recurso Adminis 

trativo o de Demanda Contencioso Administrativo o en la 

forma y términos establecidos en ios Artículos 129 vía 

recursos o 209 bis y 210 vía Juicio de Nulidad lo que 

establece una falla de la Ley en el caso de haberse se 

guido un procedimiento de revisión de obligaciones de 

los llamados técnicamente de escritorio en el que hubie 

re mediado solamente requerimientos de la Autoridad para 

obtener información y que el particular hubiese descono 

cido cualquier oficio cuya consecuencia fuese dettirminan 

te para que en perjuicio del particu1ar se pudieren impu 

imputar diferencias en contribuciones y que dicho actor 

señalará que le son desconocidos los antecedentes de la 

resolución impugnada y luego la Autoridad pretendiese 

que ciertos actos fueron notificados, entonces el par 

ticular en el sistema actual no tiene acceso a la 

ampliación del Recurso o la Demanda por la ilegal 

notificación de un acto que formó parte del procedí, 

miento de investigación antecedente de aquél' impugnado y 

ello consconstituye una falla puesto que en forma 

evidente no existe el respeta por la Autoridad ¿il dg. 



bido procedimiento y el acceso del particular la impugna 

ción para demostrar la ilegal idad de di cha notif icación 

puesta que su ampliación t¿n dicho sentido será improce-

dente quedando solo a la prudentes apreciación del resolu 

tor la interpretación de la legalidad o ilegalidad de 

las actas administrativos ya que la única ampliación pa 

ra e y, presar o seña 1 ar la i legal i dad una notificación 

lo seria si se tratara dt¿ la notificación del acto pr.in 

cipal impugnado en recur so administrativo o en juicio 

contencioso administra!i vo. 

En el sistema actual las notificaciones -

impugnables via recurso administr ativa sal amente son 

aquél las noti filiaciones de los actcjs recurribles de — 

acuerdo al Articulo 1Í7 y 118 es decir que si un particy. 

lar acude a impugnar mediantu recurso de revocación de 

terminada resolución impugnable a través de dicho medio 

administrativo de defensa la única notificación cuya vá 

lides se podrá discutir lo sería la dol acto impugnable 

mediante dicho recurso lo mismo acontecía respecto a las 

actas recurribles en la oposición al procedimiento admi-

nistrativo de ejecución por lo que cualquier notifica-

ción antecedente a dichas aspectos principales que ser 

via al procedimiento que se tomará en cuenta por 1 a Autcj 

ridad para la determinación de cantidades liquidas y su 



sxitíili.dad no es impugnable via ampliación como no lo es 

en la actualidad mediante recurso alguno todo esto en — 

contravers.ión al principio de audiencia y del debido pr¿¿ 

cedimiento establecido en el Articulo 14 Constitucional. 

Lo que un particular conoce después de impugnar el ac 

to principal y que considera na se le notificó debidamen 

te no tiene via para impugnarse ya que la Ley no señala 

recruso en dichos casos, de ahí, si notorio estado de iQ 

defensión generado por el contenido mismo del Código Fis 

cal en vigor. 

Por otr o lado, el m i »mu Tribunal Fiscal -

de la Federación ha manifestado a través de diversas Te 

sis que? cuando una Autoridad resutíJve un Recurso Admi 

nistrativo lo hace sólo en cal idad de Revisora por lo 

tanto no debe mejorar las fundamentos de derecho de la 

motivación de los ac tos que ante d icha Autoridad se im 

pugnaron, pues esto los con fundiría con trampas procesa 

les contrarios a los principios que sostienen para la 

creación de los Recursos Administrativos. Sin embargo en 

contra de dichos principios el Articulo 133 del Código 

Fiscal vigente a partir del lo. de Enero de 1903 derogó 

la Fracción V que se contenia en la redacción que debió 

de haber entrado en vigor a partir del lo. de octubre de 

1982 que señalaba como posibilidad de las resoluciones ~ 

que ponían fin a un recurso la de modificar el acto iíü 



pugnada a dictar uno nuevo que Xu sustituyera ya que a 

partir del lo. de enero de 19Ü3 las resoluciones que pu-

sieran fin a un recurso podian, desechar1 a por improce-

dente, confirmar el acto impugnado, mandar responder el 

procedimiento administrativo y dejar sin efecto el acto 

impugnado, y como señala, no contenia la posibilidad de 

modificar el acto impugnado o dictar uno nuevo que lo — 

sustituyera, todo ello en paralelo a los principias sog 

tenidas por el Tribunal Fiscal de la Federación ya que ~ 

evidentemente las Recursos Administrativas se crearon pa 

ra que la Autoridad los resolviera en calidad de reviso-

ra y no en la misma calidad de emisora del acto impugna-

do, de ahí que tendrían que emitirse las resoluciones •---

sin mejorar ios fundamentas de los actos impugnadas, par 

que ello constituía una trampa en perjuicio de los partí,, 

culares y contraria a la naturaleza de los recursos admi 

nistrativos. 

En enero de 1984, se incluye la fracción 

la fracción V en la forma que fue propuesta para octubre 

de 1982, señalándose en dicha fracción V que las resolu-

ciones que pusieron fin a los recursos podrían modificar 

el acto impugnado, es decir la Autoridad tenia la posibi, 

lidad de mejorar su fundamentación y motivación, asi mis, 

dio la resolución que ponía fin el recurso podría jugar -



el papel de liquidación, pues al concluir constituía el 

dic tadu de un nuevo ac: to que sus ti tu i a al impugnado mg.— 

diante el recurso sea cuando éste fuera total o parcial-

mente resuelto en favor del recurrente. 

Es evidente que dicha disposición con su 

modificación y contenido que continúa vigente a la actúa 

1 idad, es contraria a la naturaleza mismo de 1 os recur 

sos administrativos y genera perjuicios a los particula-

res que acuden a oponerse a las resoluciones administra-

tivas mediante recursos administrativos. 

En el caso cJe que la Autoridad haya ejer-

cida las facultades de liquidadora en forma defectuosa -

cerca del término 1 imi te para generar se la caducidad de 

sus facultades y dicho particular acudiera en recurso ad 

ministrativo a impugnar dicho acto, la autoridad con fa-

cilidad al conocer sobre la ilegalidad parcial de dicho 

acto tendría oportunidad de emitir la resolución que po-

ne fin a dicho recurso, modificando el acto originalmen 

te impugnado y tendría oportunidad además de mejorar sus 

actos que se demostraron son i 1egales de notificar dicha 

resolución sin que se hubiese generado la caducidad lo -

que es evidentemente contrario a la técnica jurídica. La 

Autoridad que conoce de un recurso administrativo lo ha-



ce en calidad de revisor, evidentemente el Legislador rg 

conoce que no existe tal calidad, puesto que la Autori. 

dad que resuelve en dicho caso actúa sin discusión algu-

na, no como revisor, sino como el propio liquidador, es 

decir que la ficción creada por el derecho para diferen-

ciar a las autoridades administrativas en calidad de li-

quidador y revisor serán la misma Autoridad, como son 

ra los efectos de la legislación que se comenta y ésta — 

situaciones constituyen inconvenientes evidentes de la -

existencia de los recursos administrativos, ya que los -

actos de una autoridad sólo pueden ser calificados impar 

cialmente por un Organo Jurisdiccional, que no dependa -

de las autoridades administrativas, incluso el hecho de 

que el particular acuda a un recurso administrativo rg. 

presenta un perjuicio para dicho particular si la resolu 

ción que pone fin a dicho recurso no es favorable ya que 

los recargos siguen generando y si insiste en tener r§. 

zón, podrá seguir valiéndose de los medios de defensa — 

convenientes como el Juicio de Nulidad hasta llegar al -

Juicio de Garantías, por lo que es evidente que es í q 

conveniente el recurrir los actos o resoluciones de las 

autoridades, mediante recurso administrativo, los cuales 

deberían desaparecer de la legislación, ya que como iri, 

sisto, los actos de una autoridad solamente pueden ser -

calificados imparcialmente en su ilegalidad o legalidad 



por un Organo diferente e independiente al emisor de di. 

chos ac tos. 

En el Código de 1983 se establece en su -

Articulo 115, los recursos administrativos en Materia 

Fiscal Federal procedentes contra ac tos administrativos. 

r 

Se encuentran entre dichos recursos el de 

revocación, el de oposición al procedimiento administra-

tivo y el de nul idad de no ti f icac: iones que ya hemos tra-

tado en puntos anteriores. 

Al entrar en vigor el Código de 1983, es 

tableeió que el Recurso de Kt*vpcación procedía contra -

resoluciones definitivas que: Determinen contribuciones 

y accesorios; dicten las Autoridades Aduanerasjy nieguen 

la devolución de cantidades que procedan conforme a la 

Ley. 

A partir de enero de 1984 es modificada -

la redacción de dicho precepto señalándose que dicho re-

curso procede contra resoluciones definitivas que; Detec. 

minen contribuciones o accesorios; nieguen la devolución 

de cantidades que proceda conforme a la Ley; y siendo -

diversas de las anteriores dicten las Autoridades Aduane 

ras. 



A partir del lo.de enero de 1788, el Arti 

culo 117 es adicionado con un párrafo final y señalándo-

se en él que no procedería el recurso de revocación CQQ. 

tra las resoluciones que decidan el procedimiento admi 
i 

nistrativo de investigación y audiencia. 

Respecta al recurso de oposición al proce 

dimiento administrativo de ejecución, al entrar en vigor 

la redacción contenida en "11973 establecía tres causales 

para la procedencia de dicho recurso, señalándose e^ di-

cho precepto a la letra, lo siguientes 

"ARTICULO 118.— El Recurso de oposición al 
procedimiento administrativo de ejecución 
procederá contra los actos quea 

I.- Exijan el pago de créditos fiscales, 
cuando se alegue que éstos se han es 
tinguido o que su monto real es infe 
rior al exigido, siempre que el cg 
bro en exceso sea imputable a la Ofi. 
ciña ejecutora o se refiera a recar-
gos y gastos de ejecución. ^ 

II.- Se dicten en el procedimiento admi-
nistrativo de ejecución cuando se 
alegue que éste no se ha ajustado a 
la Ley. 

III.-Afeeten el interés jurídico del ter 
cero, en los casos a- que se refiere 
el Articulo 128 de éste Código." 

En enero de 1987, entra en vigor una adi-

ción de otra fracción al Articulo 118, siendo la Frac. 
\ . 



ción IV, estableciéndose de la siguiente formas 

"IV.- Determinen el valor de. los bienes e© 
bargados a que se refiere el Articulo 175 
de éste Código." 

También la fracción I del Articulo 118 su 

frió una modificación vigente a partir del lo. de enero 

de 1984, en la que además de los supuestos de su texto — 

original, se establecía la procedencia del recurso de — 

oposición contra la exigencia del pago de la indemniza 

ción a que se refiere el Artículo 21 de dicho Código. 

Desde la entrada en vigor del Código de — 

1983, se señala en su Articulo 120 que la interposición 

del recurso de revocación, será optativa para el intere-

sado antes de acudir al Tribunal Fiscal de la Federación 

y que en los demás recursos administrativos deberán ago-

tarse previamente a la promoción del juicio ante dicho -

Tribunal, asi mismo se establece que cuando un recurso -

se interponga ante Autoridad Fiscal incompetente ésta lo 

turnará a la que sea competente. 

A partir de enero de 1988 y habiéndose re 

estructurado los motivos o 1 as causal es de procedencia -

para el recurso de nulidad de notificaciones ya que ésta 



también podría alegarse via ampliación de recurso admi. 

nistrativo de revocación o ampliación de demanda de nuli. 

dad, se efectúa una modificación a la segunda parte del 

primer párrafo del Articulo 120 señalándose en su prime 

ra parte al igual que en la redacción vigente a partir — 

de enero de 1983, la optativa de interponer el Recurso 

de Revocación o acudir ante el Tribunal Fiscal de la Fe-

deración contra los actos en los que procede dicho RecuC 

so Administrativo, pero la segunda parte señaló que el — 

Recurso de oposición al procedimiento de ejecución debe-

ría agotarse previamente a la promoción del Juicio ante 

dicho Tribunal, considero interesante resaltar el conte-

nido del Articula 123 del Código Fiscal de la Federación 

ya que dicho precepto al entrar en vigor estableció los 

requisitos o documentos que el promovente debería acomp& 

ñar al escrito de interposición del recurso de revoca-

ción o cualquier recurso administrativo. 

Es claro que ante las Autoridades Adminig. 

trativas no se admite la gestión de negocios, dicha exi-

gencia también prevalece para las actuaciones que se -

efectúan ante el Tribunal Fiscal de la Federación, ya 

que la representación de las personas físicas o morales 

debe hacerse mediante escritura pública en carta poder -

firmada ante dos testigos y ratificadas las firmas del — 



otorgante y testigos ante las Autoridades Fiscales o No 

tari o en el caso de actuaciones ante 1 as Autoridades Ad-

ministrativas y que conforme al Articulo 200 del Código 

Fiscal de la Federación también es válido que las firmas 

de los representan tes puedan ser ratificadas ante los Se 

cretarios del Tribunal Fiscal de la Federación. Por lo 

que es válido que en el Articulo 123 se establezca en su 

Fracción I que los promoventes deberán de acompañar los 

documentos que acrediten su personalidad cuando actúen -

en nombre de otro o de personas morales. 

Sin embargo, los recursos administrativos 

están diseñados para que en teoría una Autoridad Adminis 

trativa superior o diferente a aquélla que emitió el ac-

to que se impugna via recurso, lo revise y establezca si 

se encuentra apegado o no al procedimiento o a las ñor 

mas de derecho en que pretende apoyarse por lo que las -

exigencias que se establecen en las fracciones II y III, 

resultan algo cuestionable, pues en ellas se establece -

que el promovente deberá acompañar el documento en el — 

que conste el acto impugnado, sin embargo el recurso en 

su generalidad se intenta ante las mismas Autoridades -

que emitieron dicho acto impugnado, por lo que es ewhor-

bi tari te que se pretenda que deba exhibirse dicho documeQ. 

to, salvo los casos en los que el particular pudiese alg. 



gar su aposición o su agravio on rolación a la carencia 

de firma del documento que le fue notificado o una firma 

del documento que le fue noti. ficado o una firma facsimi.-

lar o que no provenga del titular con competencia y fa 

cultades para emitir los actos administrativos ¡, os docir 

los actos o resoluciones, tomándose en cuenta que en és-

tos casos, le tocará la carga do la prueba a dicho promo 

ven te y que por ello entonces si iberia adecuado que? en -

dichos casos tuviese que acompañar dicho documento. 

Asi mismo, un 1 a Fracción III del Articu -

lo 123 establece que se debo <¡*co/nfj<añar constancia dts -

notificación del acto impugnado, excepto cuando se decía 

re b a j o pro t a s t a d a d e c i. r v e r ti a ci q u o no re c i b .i ó ti i. c h a — • 

constaric i a o cuando l a noti f .icac ión se haya prac t icado 

por- carreo certi ficado con acuse de recibo, o se trate -

de negativa ficta,o si en el caso de que la notificación 

fue por edictos, deberá sena 1 ar la focha de la Cil tima pu 

blicación y el órgano en que ésta so hizo, en el contení 

do o r i g i n a 1 del A r t i c u lo 123 e s t a b 1 e c i a s 

"En caso de que no se acompañaran los docu 
mentos a que se refieren las Fracciones I 
II y III se requerirla a los promoventes 
para que en un plazo de cinco días las 
presentaran y que solo al no cumplirse 
con dicho requerimiento, se tendría por 
no interpuesta dicho recurso." 



Como insisto el acto impugnado y la cons-

tancia de notificación se conserva en documento original 

por la Autoridad emisora de la resolución impugnada como 

por la respectiva notificadora, por lo tanto ha sido ex-

cesiva 1 a pretensión de que al interponerse e 1 recurso — 

tenga que acreditarse el acto impugnado y su notifica 

ción de tal forma que la duda de su existencia o de la -

notificación efectuada, establece a cargo de quienes re 

ciben la notificación y por ende la liquidación o resolu 

ción respectiva y no a cargo de quien le consta haberla 

emitido y asi mismo haberla notificado, por lo que consi. 

dero excesiva dicha pretensión incluso del requerimiento 

de cinco dias contenidos en la Legislación hasta diciem-

bre de 198(3, puesto que a partir del lo. de enero de 

1990, se señala en su último párrafo del Articulo 123, -

que cuando no se acompañan alguno de los documentos a — 

que se refieren las Fracciones I a III de dicho preceg 

to, la Autoridad Fiscal tendrá por no interpuesto el Re-

curso. Por lo tanto es evidente que además de los incoo, 

venientes que me he permitido señalar y a través de los 

cuales afirmo que los particulares no encuentran ninguna 

ventaja al interponer un recurso administrativo, la seve 

ridad con la que e1 Legislador pretende sancionar una 

omisión formal en la interposición de un recurso estable 

ce con mayor razón que la existencia de los recursos ac¿-



ministrativos no ofrece al particular ©1 beneficio que -

se pretende con la existencia de ellos en la Leyislación 

sin que se pierda de vista que prracisamente al crearse -

el Tribunal Fiscal de la Federación con la Ley de Justi 

cia Fiscal, dicho Tribunal Fiscal de la Federación su-

plió a Autoridades que en el campo Administrativo y de 

pendientes de la Secre tari a de Hacienda y Crédito Púb 1 i.-

co revisaban sus actos o resoluciones, ya que en el Art¿ 

culo 3o« Transitorio de la Ley de Justicia Pisca 1 que eri 

tró en vigor el día io. de enero de 1937, se señaló que 

se suprimía el Jurado de infracciones fiscales y la Jun-

ta Revisora del Impuesto sobre la renta habiéndose dero 

gado los preceptos legales que les atribuían competencia 

a dichos cuerpos, así mismo se estab 1 ec:e que las resolu-

ciones de las Juntas calificadoras a partir de la deroga 

ción de los preceptos legales a que se refiere el Articy 

lo 3o. Transitorio de la Ley de Justicia Fiscal,tendrían 

el carácter de resoluciones definitivas impugnables di-— 

rectamente ante el Tribunal Fiscal de la Federación, es 

decir que los creadores de la Ley de Justicia Fiscal y -

la aceptación que de dicha Ley se hizo por los Legislado 

res de ese tiempo no hacen más que afirmar lo que el sus 

cri to señal a en e1 sentido de que es indudable que no ex 

siste imparcialidad alguna que puede ejercer la misma Au 

toridad Administrativa para calificar los actos que ella 



ha emitido, pues inclusa ei recurso de oposición al pro-

cedimien ta de ecucián es innecesaria, ya que a través 

de la Ley de Justicia Fiscal se permitía que los particu 

1 ares para oponerse a la e.j ecue: ión pudiesen acudí r inme-

diatarnente ante el Tribunal Fiscal de la Federación, de 

ahí mis manifestaciones y fundamentos para apoyarlas-



CAPITULO VI 

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 

A.- EL JUICIO DE NULIDAD. 

El Juicio de Nulidad como Institución se 

establece a través de la Ley de Justici a Fiscal. 

La Ley de Justicia Fiscal, dio creación -

al Tribuna 1 Fiscal de la Federación como a 1 procedimien 

to contencioso administrativo, situación que ya hemos se 

Pialado en el capitulo Primero de ésta Tesis. 

Así en el Articulo 14 de la Ley de Justi-

cia Fiscal se señaló cuáles er¿*n los actos impugnables 

ante el Tribunal Fiscal, estableciendo dicho precepto a 

la letra lo siguientes 

"ARTICULO 14.- Las Salas del Tribunal Fia 
cal de la Federación conocerán de los Jui 
cios que se inicien: 

I.- Contra las resoluciones de la Secrg, 
taria de Hacienda y Crédito Público, 
de sus Dependencias o de cualquier -
Organismos Fiscal Autónomo que, sin 
ulterior recurso administrativo, de 
terminen la existencia de un crédito 
fiscal, lo fijen en cantidad liquida 
o den 1as bases para su 1iquidación. 

II.- Contra las resoluciones dictadas por 



Autoridades dependientes del Poder — 
Ejecutivo que constituyan respónsabi. 
lidades administrativas en materia -
fiscal. 

III.-Contra los acuerdos que impongan sao. 
ciones por infracción a las leyes 
fiscales. 

IV.- Contra cualquier resolución diversa 
de las anteriores, dictada en líate 
ria Fiscal y que cause un agravio no 
reparable por algún recurso adminis-
trativo . 

V. — Contra el ejercicio de la facultad — 
económica coactiva por quienes ha-
biendo sido afectados con ella, afi£ 
men 8 

1.- Que el crédito que se le exige 
se ha extinguido legalmente; o 

2.- Que el monto del crédito es ÍQ,— 
feriar al exigido; o 

3.- Que son poseedores, a titulo de 
propietarios de los bienes em 
bargados o acreedores preferen-
tes al Fisco para ser pagados -
con el producto de los mismos. 
E1 tercera deberá, antes de ini 
ciar el juicio, formular instan 
cia ante la Qficina Ejecutorajo 

4.- Que el procedimiento coactivo -
no se ha ajustado a la Ley. En 
éste último caso, la oposición 
no podría hacerse valer» sino — 
contra la resolución que aprue 
ba el remate; salvo que se tra 
te de resoluciones cuya ejecu 
ción material sea de imposible 
reparación. 

VI.- Contra la negativa de una Autoridad 
competente para ordenar la devolu-
ción de un Impuesto, derecho o apro-
vechamiento i legalmente percibido; y 



VII,-Por la Secretaria de Hacienda para -
que sea nulificada una decisión admi. 
nistrativa favorable a un particular 
en estos casos, cuando con la nuli 
dad deba tomar nacimiento un crédito 
fiscal, admitida la demanda la Secre 
tarla podrá ordenar que se practique 
un embargo precautorio, salvo que el 
interesado otorgue garantía en los -
términos de los Artículos 42 y 45. 

Por su parte e1 Articulo 15 de la Ley de 

Justicia Fiscal, señaló lo siguientes 

"ARTICULO 15.- En los Juicio que se Inter: 
pongan por alguna de las causas que seña-
la la fracción V del Articulo anterior, 
no podrá discutirse la existencia del Cré 
dito Fiscal." 

Atendiendo al contenido de los preceptos 

que se han transcrito y que formaron parte de la Ley de 

Justicia Fiscal, los estudiosos de la materia procesal -

administrativa podrán advertir con facilidad la evolu 

ción que se ha tenido «obre la materia procesal adminis— 

tratíva. 

Es fácil pstnblpcer que con la evolución 

del proceso, los actos que en un inicio o que se estable 

clan como impugnables en juicio de nulidad ante el Tribu 

nal Fiscal de» la Federación, mediante la Ley de Justicia 

Fisca 1 en la ar:tua 1 idad no crnstituyen 1 os mismos que 



originalmente podían ser impugnables en procedimiento 

contencioso administrativoj asi, se puede establecer con 

f ac i 1 i dad que aqué 1 los ac tos que se señal aban como impug. 

nables en el Articulo 14 a través de la Fracción V son — 

actos que se impugnan mediante el recurso de oposición 

al procedimiento de ejecución, lo cual debe ser previo 

en la actualidad al inicio del Juicio de Nulidad. Además 

existen también en disposición el señala.'nifcnto 

de que al e jercerse dicho rectu ¿»o no se podr á discutir -

1 a lega 1 idad de la resolución detei nunadara do el crédi. 

ta fiscal, pues lo que podrá impugnarse os la lfc.'Q¿Al i dad 

del procedimiento mismo ejocució.i, es decir que las -

reg las que se es tab le-cian ori y i na 1 mente en con ti a de di 

chas actos de ejecución y que podían i¿er impugnado« inme 

diatamente ante el Tribunal Fiscal de la Federación, 

continúan en esencia siendo 1 as mismas, pero ahora — 

para el Recurso Administrativo de aposición a la ejecu 

ción . 

Es en la Ley Orgánica del tribunal Fiscal 

de la Federación donde se establece actualmente, cuáles 

san los actos impugnables mediante e.'l Juicio de Nulidad 

o procedimiento contencioso administrativo y en él se se 

ñala lo siguientes 



"ARTICULO 23.- Las Salas Regionales conoce 
rán de los juicios que se inicien contra 
las resoluciones definitivas que se ind¿. 
can a continuación; 

I,- Las dictadas por Autoridades Fisca 
les Federales y Organismos Fiscales 
y Autónomos en que se determine la 
existencia de una obligación fiscal, 
se fije en cantidad liquida o se den 
las bases para su liquidación. 

II,- Las que nieguen la devolución de un 
ingreso, de los regulado por el Códi. 
go Fiscal de la Federación, indebida 
mente percibidos por el Estado; las 
que impugnan por infracción a las -
normas administrativas federales. 

III,-Las que causen un agravia en materia 
fiscal, distinto al q ue se re f i eren 
las fracciones anteriores. 

IV»— Las que nieguen o reduzcan las pea 
siones y demás prestaciones sociales 
que concedan las leyes en favor de — 
los miembros del Ejército, de la — 
Fuerza Aérea y de la Armada Nacional 
o de sus familiares o derecho-habien 
tes con cargo a la Dirección de Pen 
siones Mi 1 itares o al Erario Federal 
asi como las que establezcan obliga 
ciones a cargo de las mismas perso 
ñas, de acuerdo con las leyes que — 
otorgan dichas prestaciones. Cuando 
el interesado afirma para fundar su 
demanda, que le corresponde un mayor 
número de años de servicio que los -
reconocidos por la Autoridad respec. 
tiva, que debió ser retirado con gra 
do superior.al que consigne la reso 
lución impugnada o que su situación 
militar sea diversa de la que le fue 
reconocida por la Secretarla de De 
fensa Nacional o de Marina según el 
casoj o cuando se versen cuestiones 
de jerarquía, antigüedad en el grado 
o tiempo de servicios miliares, la -
sentencia del Tribunal Fiscal solo 
tendrán efectos en cuanto a la deter 

t 



/ninación de la cuantía de la presta 
ción pecuniaria que a los propios m¿ 
litares corresponde, o a las bases -
para su depuración. 

V.- Las que dicten en materia de pensio 
nes civiles, sean con cargo al -
erardio Federal o al Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores del Estado} 

VI.- Las que se dicten sobre interpreta 
ción y cumplimiento de contratos de 
Obra Pública celebrados por las De 
pendencias de la Administración Pú 
blica Federal Centralizada; 

VII.—Las que constituyan créditos o res 
ponsabi 1 idad contra servidores públi. 
eos de la Federación, del DepartameQ. 
to de Distrito Federal o de los Orga 
nismos Públicos deseentral izados Fe 
dera1es o de1 propio Departamento 
del Distrito Federal, asi como en 
contra de los particulares involucre* 
dos en dichas responsabi1idades; 

VIII.-Las que requieran el pago de oaraQ. 
tías de obligaciones fiscales a car 
go de terceros y; 

IX.- Las señaladas en las demás Leyes co 
mo competencia del Tribunal. 

Para los efectos del primer párrafo 
de este. Articulo, las resoluciones 
se considerarán definitivas cuando 
no admitan recurso administrativo o 
cuando la interposición de éste sea 
optativa para el afectado. 

Cabe destacar también el contenido dtel A£ 

ticulo de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Fede 

ración, el cual al efecto señalas 



"ARTICULO 25.- Las Balas Regionales coriocg 
rán de 1os j uicios que promuevan 1as auto 
ridades para que sean nulificadas las re 
soluciones administrativas favorables a 
un particular, siempre que dichas resolu. 
ciones sean de las materias previstas en 
los Artículos anteriores como de la compg 
tencia de la misma. 

Por razón de territorio, en estos casos -
será competente la Bala Regional con ju 
risdicción en la sede de la Autoridad que 
dictó la resolución que se pretenda nul i. 
ficar". 

Jesús tSonzál ez l'ért;̂ , en su t.ibr o Derecho 

Procesal Administrativo Mexicano editada por Par rúa ¡, 

S.A.t y por 1 a Universidad Nac i oí i Au tónoma de México, 

seña 1 a en el Capí tu] o Primer o de 1 titulo segundo en su 

Sección Segunda pagina 659 tino entre los requisitos pro 

cesa les objetivos para el j uiciu de iiu 1 i dad se encuen-

tran los actos impugnables. A este efecto se remite al 

Artículo 23 cíe la Ley Orgáiiica del Tribunal Fiscal de la 

Federación y en su exposición entre los requisitos proce 

sales objetivos señala que.el acto sea definitivo esta-

bleciéndolo de la siguiente- formas 

"Inciso b).~ Que el acto sea definitivo. 
Asi lo establece el articulo 23 LOTFF que 
en su párrafo último dice que: "Las reso 
luciones se considerarán definitivas cuarj. 
do no admitan recurso administrativo o 
cuando la interposición de éste sea opta 
tivo para el interesado". Precepto que 
confunde el concepto de resolución defini. 
tiva con el de resolución que agota la 



via administrativa. 

En efecto, el Carácter definitivo de un 
acto administrativo no depende de que sea 
o no impugnable en via administrativa. De 
pende de su contenido en funcián del pro 
cedimiento. Es acto definitivo el que pg 
ne fin al procedimiento, el que decida 
las cuestiones que en él se plantea. Se 
diferencia asi del acto de trámite — que 
integra el procedimiento - y el acto de 
ejecución - que trata de 1 levar a efecto 
la sentencia definitiva.- Los actos de 
trámite no son impugnables autónomamente 
salvo que impidan la continuación del pro 
cedimiento y por tanto que se dicte seo. 
tencia definitiva. Los efectos de que 
adolezca un ac to de trámi te, pueden hacen 
ce valer al impugnar la resolución definí, 
tiva. 

Tampoco son impugnables los actos ejecuti. 
vos, sal vo que por si mismo con indeperx 
dencia del acto definitivo, infrinjan el 
orden jurídico. 

Diferente al concepto de acto definitivo 
es el de acto que agota la via administra 
tiva, al que nos referiremos a continua 
ción". 

Luego en el inciso c) señala dicho autos, 

lo siguientes 

c).- Que el acto agote la via administra 
tiva. La generalidad de las Leyes -
procesales Administrativas mexicanas 
han consagrado la fórmula general de 
que cuando las leyes establezcan ai.-
algún recurso o medio de defensa, 
será optativo para el particular 
agotarlo o acudir al proceso adminis 
trativo. 

La LQTFF en el Articulo 23, párrafo 
último, antes transcrito, parece man 
tener el criterio tradicional de exi 



gir el agotamiento de la vía adminis 
trativa como requisito de admisibili. 
dad de la pretensión en el proceso 
administrativo. 

En consecuencia, el Articulo 202, 
CFFMEX, enumera entre las causas de 
improcedencia (fracción VI) que los 
actos "pueden impugnarse por medio 
de algún recurso o medio de defensa 
con excepción de aquel los cuya inter 
posición sea optativa". Habrá que 
estar por tanto, a la regulación de 
los recursos administrativos. Ahora 
bien, el Articulo 125 CFFMEX viene a 
aliniersa en la tendencia general de 
la^ leyes administrativas al referir 
se al recurso administrativo ordin^ 
nario, el recurso de revocación al 
establecer que "El interesado podrá 
optar por impugnar un acto a través 
del recurso de revocación o promover 
directamente contra dicho acto, jui 
ció ante el tribunal Fiscal de la Fe 
deración". 

Asi mismo en el inciso d) de dicho 

apartada, el autor de referencia señala la siguiente: 

d).- Que el acto no haya sido consentido* 

El Articulo 202, IV, CFFMEX, dice 
que es improcedente el juicio contra 
actos "respecto de los cuales hubig. 
re consentimiento, entendiéndose que 
hay consentimiento únicamente cuando 
no se promovió algún medio de defep. 
sa en los términos de las Leyes res 
pectivas o juicios ante el Tribunal 
Fiscal en los casos que señala este 
Código". 

Me permití señalar el criterio que sos 



tiene el distinguido Profesor de Derecho Jesús González 

Pérez, pero es evidente que ei análisis que efectúa es 

conforme al Código Fiscal de la Federación anterior al 

lo. de Enero de 1990, es decir anterior a las reformas 

al Código Fiscal de la Federación que entraron en vigor 

a partir del lo. .de Enero de 1990. 

Dada la importancia que se considera at:to 

definitivo de que este sea def.ini Livo en función del pro 

cedimien to o que sea impucjnah le en vi a administrat iva, 

la Ley en vigor genera 1 i poi^ibil tdad <1e impugnai median 

te el j ui.<_ iu contencioso cuim u iis ( ra 11 vo o de nu l i dad, ari 

te el Tribunal Fiscal do la Federarlón, 1 as ac tas fina 

les de Auditoria; mi manífestación o afirmación se apoya 

en los siguientes elementos de derecho. 

La Fracción V del Articulo 84 del Código 

Fiscal de la Federación en su texto vigente hasta Diciem 

bre de .1.972 establecía lo siguientes 

"ARTICULO 84.- Fracción V.- Los visitado 
res harán constar en el acta, los hechos 
u omisiones observados• Las opiniones de 
los visitadores sobre el cumplimiento de 
las disposiciones fiscales o sobre la si. 
tuación financiera del visitado, no produ 
cirán efecto de resolución fiscal". 



A partir del lo. de Enero de 1973, se 

efectuaron reformas y adiciones al Articulo 84 y entre -

las fracciones reformadas y adicionadas, se encuentra la 

Fracción V y el texto que se adicionó a dicha Fracción 

se conservó vigente hasta el 31 de Diciembre de 1977 con 

el siguiente contenido« 

"ARTICULO 84.- FRACCION V.- Los visitado 
res harán constar en el acta los hechos u 
omisiones observados y al concluir la vi. 
sita, cerrarán el acta haciendo constar 
los resultados en forma circunstanciada. 
Las opiniones de los visitadores sobre el 
cumplimiento o incumplimiento de las di& 
posiciones fiscales o sobre la situación 
financiera del visitado, no producirán 
efectos de resolución fiscal". 

Dicha Fracción se conservó con esta redas, 

ción hasta el 31 de Diciembre de 1932. 

A partir del primero de Enero de 1983, 

los requisitos o formalidades que debían de cumplirse 

en las visitas domiciliarias, se establecieron en varios 

precpetos, sin embargo, cabe resaltar de ellos, el COQ. 

tenido de la Fracción I, del Articulo 46 que en su redag. 

ción vigente hasta el 31 de Diciembre de 1989 conservó 

el principio de no considerar resolución Fiscal al conté 

nido de las actas de Auditoria precisamente del acta fi 

nal. 



La fracción de referencia del Articulo 46 

en su redacción vigente hasta 1989 señaló lo siguiente: 

"ARTICULO 46.- FRACCION I.- De toda visita 
en e1 doraic i1io f i sea1 se 1evan tará ac ta 
en la que se hará constar en forma cir 
cunstanciada los hechos u omisiones que 
se hubieren conocido por los visitadores 
Los hechos u omisiones consignados por 
los visitadores en las actas hacen prueba 
de la existencia de tales hechos o de las 
omisiones encontradas, para efectos de 
las contribuciones a cargo del visitado 
en el periodo revisado aunque dichos efec 
tos no se consignen en forma expresa. 
Las opiniones de los visitadores sobre el 
cumplimiento o incumplimiento de las dig 
posiciones fiscales o sobre la situación 
financiera del visitado, no constituyen 
resolución fiscal". 

A partir del primero do Enero de 1990 de 

jó de existir dicha salvedad en la ley, es decir no se 

ñala en preepto alguno ni en la Fracción I del Artículo 

46 o cualquier otra de las Fracciones contenidas en di. 

cho precepto, ya que este señala a la letra lo siguiejn 

tes 

"ARTICULO 46.- FRACCION I.- De toda visita 
en el domicilio se levantará acta en la 
que se hará constar en forma circunstan 
ciada los hechos u omisiones que se hubie 
ren conocido por los visitadores. Así 
mismo, se determinarán las consecuencias 
legales de tales hechos u omisiones, las 
que se podrán hacer constar en la misma 
ac: ta, o en documen tos por separada. Los 
hechos u omisiones consignados por los vi. 



sitadores en las actas hacen prueba de la 
exiteneia de tales hechas o de las omisio 
nes encontradas, para efecto de cualquie 
ra de las. contribuciones a cargo del visi. 
tado en el periodo revisado". 

Luego la Fracción IV del Articulo 46 vi. 

gente a partir del la. de Enero de 1990, establece lo si. 

guientes 

"ARTICULO 46.- FRACCION IV.- Con las mis 
ma formalidades a que se refieren las — 
fracciones anteriores, se podrán levantar 
actas parciales o complementarias en las 
que se hagan constar hechos, omisiones o 
circunstancias de carácter concreta, de 
los que se tenga conocimiento en el desa 
rrollo de una visita o después de concluí 
da. Formulada la 1iquidación, no se po 
drá levantar actas complementarias sin 
que exista una nueva orden de visita. 

Cuando en el desarralo de una visita las 
autoridades fiscales conozcan hechos u 
omisiones que puedan entrañar el incumpli. 
miento de las disposiciones fiscales, los 
consignarán en forma circunstanciada en -
actas parciales. También se consiganrán 
rán en dichas actas las hechas u omisio 
nes que se conozcan de terceros. En la 
última acta parcial que al efecto se le 
vante, se hará mención expresa de tal cir 
cunstancia, y entre ésta y el acta final 
deberán transcurrir cuando menos quince 
dias, durante los cuales el contribuyente 
pod rá presen tar 1os docuemen tos, 1 i bros o 
registros que desvirtúen los hechos omi 
siones. 

Se. tendrá par consentidos los hechos con 
signados en las actas a que se refiere el 
párrafo anterior si antes del cierre del 
acta final el contribuyente no presenta 
los documentos, libros o registros o no -
señala ellugar donde se encuentran". 



Debe resaltar que la obligación que exis 

te de levantar una acta final establece ahora que en 

ella se determinarán las consecuencias legales de los he 

chos u omisiones circunstanciados en dicha acta final -

aún cuando existe la acción de que dichas consecuencias 

legales puedan efectuarse en documento por separado, sin 

embargo, al circunstanciarse hechos u omisiones,, se pug 

den establecer en. base a el la precisamente una base que 

sirva para determinar la situación fiscal del contribu 

yente revisado. 

Luego en el sistema existente, la oposi 

ción que procede entre 1 os hechos circunstanciados por — 

los auditores deberá hacerse ya no contra el acta final, 

sino contra una acta parcial o la última acta parcial aa 

terior a la acta final,por lo tanto establece esta sitúa 

ción que en el acta final deberá de estudiarse los moti 

vos de oposición expuestos por el particular y las prue 

bas por el exhibidas con su oposición o antes de cerrar 

se el acta final resaltándose que en contra del acta fi. 

nal no se establece medio de defensa alguno y como insis 

to al contener esta elementos suficientes que dan las ba 

ses para la liquidación o determinación de una obliga 

ción fiscal, establecen la posibilidad de impugnarse di 

rectamente ante el Tribunal Fiscal de la Federación, aun 



que dichas actas na se determine las consecuencias lega 

les de los hechos u omisiones circunstanciados, tomando 

en cuenta que es una facultad discrecional de las autari. 

dades fiscales, el simplemente elaborar una acta final y 

luego en documento por separado determinar las consecuen 

cias legales de los hechos u omisiones. 

En este caso sin el término para impugnar 

un acato en contra del cual es procedente una demanda 

contencioso administrativa se establece a partir del si 

guiente día en que surta efectos la notificación de di. 

cha acto entonces, la elaboración cierre y entrega del 

acta final a un visitado determina que dicho término 

fenece 45 o después de los 45 días hábiles y seria posi-

ble entonces considerar que si el documento que la — 

autoridad puede elaborar par separado no 1 lega a efec— 

tuarse, el particular podría estar en el supuesto de 

haber consentido las circunstanciaciones contenidas en 

el acta final al no impugnarlas inmediatamente en este 
t 

caso mediante demanda contencioso administrativa, de -

acuerda a que como me he permitido manífestar en la 

Legislación vigente a partir del lo. de Enero de 1990, 

no se señala que las actas finales no tengan el 

carácter de resolución fiscal y no se hace parque 



precisamente el Legislador establece que dichas actas 

pueden determinar las consecuencias legales de los he 

chos u amisiones conocidas a través de la visita domici 

liaria, sin embargo la hipótesis que me permito manejar 

es aquella en la que 1 a autoridad no señale las canse 

cuencias legales y simplemente se concrete a levantar 

una acta final en la que circunstancie los hechos u omi. 

siones que se hubieren conocido por los visitadores pues 

to que es una obligación que en primer término le señala 

la Fracción I del Articulo 46 ahora en vigor. 

Luego el Articulo 23 de la Ley Qrgánica 

del Tribunal Fiscal de la Federación, señala que las S¿ 

las Regionales conocerán los juicios que se inicien con 

tra las resoluciones definitivas que se señalan a conti. 

nuación y 1uego en su Fracción I establece que estas son 

las dictadas por autoridades fiscales federales y orga 

nismos fiscales autónomos en que se determine la existerj. 

cia de una obligación fiscal, se fije en cantidad liqu¿. 

o "se den las bases para su 1iquidación"$ es precisamen 

te la situación que hay que resaltar si la autoridad so 

lamente se concreta a levantar una acta en la que hace 

constar en forma circunstanciada hechas u omisiones cana 

cidos por- los vi si t adores, pero no determina las canse 

cuencias legales de dichas hechas u omisiones, es evidea 



te que en dicha documento se dan las bases para la liqu¿ 

dación de una obligación -fiscal o la determinación de 

una obligación fiscal, asi mismo la última parte del Ar 

ticulo 23 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la 

Federación señala ques 

"Para los efectos del primer párrafo de ég 
te Articulo las resoluciones se con si. 
deran definitivas cuando no admitan recuji 
so administrativo o cuando la interposi. 
ción de éste sea optativa para el afecta 
do". 

Es evidente que en el actual sistema no — 

existe medio alguna para impugnar las actas finales en 
las que simplemente las visitadores se concreten a cir-
cunstanciar hechos u omisiones sin determinar las conse-
cuencias legales de tales hechos, por lo que constituyen 
o existen elementos suficientes par-a afirmar que pueden 
y deben impugnarse en estos casas dichas actas finales -
me diante demanda contenciosa administrativa ante la Sa-
la competente del Tribunal Fiscal de la Federación. 

B).- REQUERIMIENTOS. 

El contenido del actual Código Fiscal de 

la Federación establece en su rigor, el criterio de que 

es una legislación que rige sobre ciudadanos con una edu 



cación y preparación suficiente como para conocer el al. 

canco de todas las disposiciones legales. 

Es evidente que el Legislador al estable 

cer diversas disposiciones, en su rigor, pretende regir 

a ciudadanos que evidentemente no tienen la capacidad 

educativa para comprender el alcance de disposiciones 

fiscales, sin embargo el rigor de dichas disposiciones 

establece el criterio contrario. 

En el sistema que s© contenia en el Códi 

go Fiscal de? .1967, era el Articulo 293 el que disponía 

lo que deberla contener una demanda de nulidad y los do 

cumeritos que junto a ella tendría que acompañar el promo 

ven te* 

Luego e 1 Artlculo 196 e?n una considera 

ción de justicia establecía lo« casos en que las demao. 

das fueran obscuras, irregulares o no llenarán los requi 

sitos del Articulo 193 para que el Magistrado Instructor 

previniera o requiriera al actor que aclarara, corrigie 

ra o complementará su demanda de conformidad a los li.-

neamientas establecidos en el Articulo 193. 

Asi mismo se establecía en favor del de 



mandante la presunción que se basara en pruebas que no 

hubieren sido exhibidas por la autoridad, previa requerí 

miento que se hubiere hecho a dicha autoridad para que 

exhibiera pruebas que le fueran o que le hubieren sido 

debidamente solicitadas por los promoventes de una deman 

da contencioso administrativa, sin que dichas autorida 

des hubiesen proporcionado dichos elementos de prueba an 

tes de iniciado el juicio contencioso administrativo* 

Quienes tienen práctica en la materia con 

cioso administrativa podrán advertir incluso que el Tri. 

bunal Fiscal de la Federación, requería expedientes cogí 

pletos a la Autoridad administrativa. 

También podrá advertirse que el término 

común para las Autoridades demandadas de exhibir documen 

tos que 1o fueron requeridos o que le habían sido reque 

ridos, se establecía hasta el momento en que dichas auto 

rídades acudían contestar la demanda. 

Era práctica de que el Tribunal Fiscal rg. 

quiriera a las Autoridades no para que proporcionaran CQ. 

pia a los solicitantes, sino para que exhibieran ante di. 

cho Tribunal las Documentales que fueron solicitadas sin 

que tuviese que existir la entrega previa a los particu 



lares, es decir, le solicitaba en el requerimiento que 

las autoridades directamente exhibieron las pruebas que 

les fueron solicitadas y que esto acontecía como ya lo 

indicamos, hasta el momento mismo de la contestación. 

El orden del sistema existente de la ante 

rior legislación fue cambiando a través de las reformas 

que se efectuaron a la Ley a partir del Código Fiscal de 

la Federación que entró en vigor el lo. de Enero de 

1983. 

Es-en el Ar tículo 2<>9 del Códiao Fiscal 

de la Federación en su r«»Hacc ión vigente a par ti r del 

lo. de Enero de 1983 donde se establece los documentos 

que deben adjuntarse a la instancia por parte del deman 

dante estando entre estos en su Fracción I una copia de 

la instancia para cada una de las partes, el documento 

en el que se acredita la personalidad d*?l actor o del re 

presentante del actos, el documento en que conste el ac 

to impugnado y la constancia de la notificación del acto 

impugnado, 1uego los elementos complementarlos o propia 

mente las pruebas se señalan de las Fracciones V a VII 

estableciéndose la obligación del demandante de exhibir 

el cuestionario que deben desahogar los peritos para el 

ca^o He pr uehas periciales, los interrogatorios de los 



tes t igos para el caso de Tea timón i a l es y 1 as demás prue 

bas Documentales ofrecidas; por el actor. 

Se señala en el Articulo 209 a través de 

su segunda párrafo posterior a la Fracción VIJ la posibi 

dad de señalar.el lugar o archivo donde se encuentran 

las pruebas que ofrece el actor para justificar que sean 

requeridas por la autoridad, ya sea para que exhiba 

copia al actor y que esté éste en posibilidad de exhibi£ 

1 ar «un te el Tribunal o que la misma SaI a requiera su re 

misión directamente, para es*o eJ actor ti ene que justi 

ficar haber solicitado debidamente dichas prueba« ante 

1 a Autoridad admin.i s trat.i va . previéndose en el Articulo 

233 la obligación de las autoridad^*-. «le facilitar dichos 

documentos a los partiru1ar es. 

Asi mismo ha**ta Diciembre de Í9B9 se esta 

bleeia que en los casos en que no se adjuntarán a la de 

manda los documen tos a que se referí an 1 as F raeciones V 

a VII del Articulo 209, dichos el emento*» se tendrían por 

no ofrecidos, claro en lo«? casos en que no se justificó 

haber los solici tado previamente a 1 a autoridad ni que el 

particu 1ar hubiese solici tado ante el Tribuna 1 previo a 

justificar haberlo solicitado a la«s autoridades el que 

se requiriera a di chas omi «as para que los pusieran a su 



dispar.i ei6n y asi estar en posibi1 idad de exhibirlos, 

sin embargo f?h los crasos de las Fracciones I éí IV se es 

tablecia la obligación a cargo del Magistrado instructor 

de requerir al promovente para que en un plazo de 5 dias 

exhibiera dichos documentos. 

Conoc ido es por 1 os pos tu 1 an te??s an te 1 os 

Tribunales Fiscales que a partir de la entrada en vigor 

del Código Fiscal de 1985, las Salas Regionales del Tri 

bunal Fiscal df? la Federación, ya no requirieron la remi 

s.i.ón dr» documentos a J as Autor idades para que 1 os exhi 

ble ra jun ta con 1 a con test-ic ión, si no que la práctica 

fue requerar a las autoridades para que pusi era a dispo 

sición de 1 os so 1 ic: j tante«; los documentos o 1 as pruebas 

por el los so 1 ic:i tadas para que r>n un pla to de cinco dias 

a partir de que fuesen puestas a su disposición dichas 

pruebas, los particulares la« ©'<hihier*n ante c=>l Tribu— 

buna J. Pisca 1. 

En la práctica spgui.da por las Salas Re 

g lona les, puede destacarse que? a la autoridad se les 

efectuó el requerimiento a que pusieran a disposición de 

las partes» los documentos por ellos solicitados, sin se 

ñalar término para que» cumpliera dicha autoridad dicho 

requerimiento, sin embargo a los particulares si se les 



establecía un término limitado como es el de cinco dias 

afortunadamen te dicha práctica fue abandonada por 1 as S^ 

las Regionales, fijándose un término al que debia de ape 

garse la autoridad o debe de apegarse la autoridad para 

cumplir cort dicho requerimiento• 

La disposición vigente a partir del lo. 

de Enero de 1990 se ha tornado en un sistema en exceso 

estricto y perjudicial a los principios de justicia e 

igualdad ante la Ley. 

El Articulo 209 del Código Fiscal de la 

Federación, vigente a partir del lo- de Enero de 1990, 

establece la posibilidad toda via de justificar que los 

documentos probatorios fueron debidamente solicitados a 

la autoridad para que las 5aIris del Tribunal Fiscal de 

la Federación requieran a dicha autoridad que pondrá a 

disposición de los particulares dichas pruebas y que és 

tos a su vez tengan la oportunidad de exhibirlos ante 

las Salas del Tribunal Fiscal, también se establece la 

posibilidad de requerir la remisión de dichos documentos 

direc: tamente a las autoridades, sin embargo dicha opción 

ya no es ejercida por las Salas del Tribunal riscal de 

Federación, quienes inexplicablemente solo optan por re. 

querir a las Autoridades para que castas ponqan a dispoci. 



ción de los promoventes» un« copia de los documentos por 

ellos solicitados y le establecen un plazo de cinco días 

a los promoventes a partir de aquel en que le fueron 

puestas a disposición, las pruebas para que éste las en 

vie a las Salas del Tribunal Fiscal, lo que en un prin 

cipío de ecanomia procesal, seria evidentemente más sen 

cilio y le impondría más dinamismo al procedimiento con 

tencioso administrativo, el que las autoridades cuando 

los particulares justificarán que determinados documen 

tos están en poder do dichas Autoridades, las Salas del 

Tribunal Fiscal de la Federación requieran directamente 

a la Autoridad la remisión de los documentos al expedien 

te del Tribunal Fiscal. 

Aún de existir todavía la posibilidad de 

requerir a 1 as Autoridades» sobre las pruebas, los parti^ 

cu lares se encuentran ante una legislación que los trata 

con demasiado rigor respet: ta a 1 cumplimi ento estricto de 

los r equis i tos señal ados por el Art:ic:u 1 o 209 en sus Frac, 

ciones I a IV. 

En los casos de que un promovente acompa 

ñara todos los documentos a que «se refiere el Articulo 

209 excepto una copia de la demanda, es decir que acom 

pañara la demanda en original y un ejemplar mas de el la 



esto establecerla o establece que no ha cumplido debida 

mente con dicho precepto, ya que deberá de acompañar co 

pia de la demanda para la Autoridad emisora de 1 acto irn 

pugnado, como también para aquella a que se refiere la 

Fracción III del Articulo .1.98 del mismo Código Fiscal 

de la Federación y en estos casos no habrá la posibili. 

dad de que de le requiera para que exhiba una copia más 

sino que de inmediato establece la posibilidad de dese 

charse la acción. 

Evidentemente nos encontramos en un siste-

ma rígido que presupone que todos los ciudadanos contri 

buyentes que quieran hacer valer sus derechos o reclamar 

los vía procedimiento contencioso administrativo ante el 

Tribunal Fiscal de la Federación se consideran legos en 

m a t: e r i a p r o <:: e s a 1 lo que en a b s o 1 u ta es equívoco. 

Los requisitos que se establecen en las pri_ 

meras cuatro fracciones del Artículo 209 del Código Fis-

cal de la Federación y la consecuencia que se seríala en 

el último párrafo de dicho precepto es excesiva, tomando 

en cuenta que la Autoridad no tiene la misma carga que -

los particulares, ya que los anexos de la contestación a 

que se refiere el Articulo 214 constituyen en sí mismo, 

elBflientos en menos cantidad y requisitas que también en 

menos cantidad debe» de cumplir la Autoridad para exhibir 



se junto con la contestación. 

La persona 1idad de los promoventes, po 

driamos seña lar como ej empio, siempre tendrá que ser 

acreditada. Señala la Fracción IT del Articulo 209 que 

deberá exhibirse el documento que acredi.te la personali, 

dad o en el que conste que le fue reconocida por la Auto 

ridad demandada cuando no gestione a nombre propio. sim 

embargo e 1 represen tante de una Sociedad tendrá que acre 

ditar su personalidad si inicia juicio«» contenciosos ad 

min.istrat.ivos en contra de diferentes actas y en diferen 

te tiempo ; es decir, el Tr i bunal no tiene por acredi. tada 

la persona 1. .idad de un promoven te cuando éste ya se osten 

tó como representante de tal o cimi sociedad en una de 

manda de termi nada y que pos teríorm??n te acude en represen 

tación de ésta misma Soci edad a iniciar ot.ro juicio con 

tencioso Administrativo pues la forma en que está redac 

tada la disposición establece la obligación de acreditar 

la•personalidad cada ve¿ que se inicie un juicio diferen 

te. 

F:.n contraposición a ello el Código Fiscal 

de la Federación no establece dicha exigencia a cargo de 

los representantes de las autoridades administrativas 

qui ene=s sol n por el hechos de e^hibi r su nombramiento en 



única ocasión tiene por acreditada su personalidad en to 

dos y cada uno de los juicios en que actúen ostentando 

dicha representación. 

Lo que se seña 1.a en ú 1 timo término, *evi 

den temen te establece eri cierta medida que la disposición 

que se critica como es el Articula 209 vigente a partir 

del lo. de Enero de 1990, se constituye como una Ley pri 

vativa en forma general y abstracta en contra de todos 

los contribuyentes que tengan necesidad de acudir a ha 

cer valer sus derechos a través de juicio contencioso ad 

ministrativa, na es propiamente una Ley privativa en es 

trict.o sentido de establecer en contra de un numero de 

terminado y espeei fico de persona• sino que es una Ley 

que no tien» parale lo a su contra partida como es el Ar 

ticulo que rige Ins requisitos que deben contener o 

que debe de cumplimentar con la contestación de la deman 

da, ya que en este sentido de la personalid&d evidente 

mente? el .legislador fiscal está atendiendo al modo de 

ser o funcionar de las autoridades administrativas si to 

mamos en cuenta que en su más abierta generalidad los 

juicios que se inician ante el Tribunal Fiscal de la Fe 

deración con en contra de actos de -autori dades adminis 

trativas. 



Por lo anterior es evidente que el Legis 

lador ha creado una desigualdad tal que va en contra de 

principios que incluso se encuentran establecidos en 

nuestra legislación? asi el Articulo 3 del Código Fedg 

ral de Procedimientos Civiles,, señala lo siguiente: 

"ARTICULO 3.- Las relaciones reciprocas de 
las partes, dentro del proceso con sus 
respectivas facultades y obligaciones, 
asi como los términos, recursos y toda 
clase de medios que éste Código conceda 
para hacer valer, los contendientes, sus 
pretensiones en litigio, no pueden sufrir 
modificación en ningún sentido, por vir 
tud de leyes o estatutos relativos al mo 
mentó de funcionar o de ser especial de 
una de las partes, sea actora o demandada 
en todo caso debe observarse la norma tu 
telar de la igualdad de las partes dentro 
del proceso, de manera tal que su curso 
fuere el mismo aunque se inviertan los pa 
peles de los litigantes". 

Asi mismo el Articulo 4 del Código Pede 

ral de Procedimientos Civ i les seña la lo siguiente: 

"ARTICULO 4.- Las Instituciones, servicios 
y dependencias de la administración Ptibli 
ca de la Federación y de las entidades Fe 
derativas, tendrán dentro del procedimien 
to judicial, en cualquier forma en que 
intervengan, la misma situación que otra 
parte cualquiera". 



Es evidente que en el procedimiento coa 

tene.i oso administrativo, el mismo Legislador está aten 

dierido al modo de ser y funcionar de las autoridades ad 

min.istrat.ivas para generar cargas superiores a los promo 

ventes particulares y disminuirle la carga a dichas au 

toridades a través de la m.i«*ma leqislación, por lo que 

en éste sentido podemos afirmar que el Legislador preten 

de que todos los ciudadanos mexicanos tienen el mismo 

grado de educación y cultura y que todos por igual son 

expertos en materia procesal fiscal, lo que rotundamen 

te es equivoco y constituye o se con©tituye por parte 

del Legislador en un sistema excesivamente rígido en el 

que ta 1 parece que la .intenc ión de 1 1 eg.i si ador se esta 

blece en la consecución Me la ,improcerlencia o desecha 

miento de acciones .intentadas pnr partiru 1 ares por no 

cumpl ir con determinados requi s5 to«*» f tn malp«« a l a hora 

de interponer la demanda respectiva, sin embargo como ve 

remos en la 1egis1ación actua], el hecho de que 1as auto 

ridades administrativas no cumplan con de t<»rm.< nados re 

quísitos formales solamente constituye un favor y henefi 

ció para dichas autoridades en el sentido do poder repe 

t ir indi ser iminadamen te sus ac tos sin 1 imi. te a lguno, — 

puesto que incluso 1 os términos de Ta caducidad pasaron 

a ser parte de la historia clásica del derecho. 



C>.- CAUSALES DE NULIDAD NO SE APEGAN AL SISTEMA CONSTI 
TUCIONAL. 

La Ley de Justicia Fiscal estableció las 

causales de anulación de un procedimiento administrati 

vo o de una resolución a través de su Articulo 56 cuyo 

con tenido era el siguiente: 

"ARTICULO 56.- Serán causas de anulación 
de una resolución o de un procedimiento 
administrativo; a).- Incompetencia del 
funcionario o empleado que haya dictado 
el acuerdo o que haya tramitado el proce 
dimiento impugnado; b).~ Omisión o incujn 
plimiento de las formalidades que legal, 
mente deba revestir la resolución o el 
procedimiento impugnado; c).- Violación 
de la Ley aplicada o que debió aplicarse 
al emitir la decisión; y d).~ Desvio de 
poder tratándose de sanciones impuestas 
infracción a las Leyes Fiscales". 

F.n el Articulo 5R de dicha Ley de Justi 

cia Fiscal señalaba que la sentencia que declarara la nu 

lidad debería limitarse a mandar reponer el procedimien 

ta o a reconocer la ineficacia del acto en los casos de 

la Fracción VII del Articulo .1.4,, indicando de manera con 

creta en que sentida deberla dictarse la nueva resalu 

ción de la Autoridad Fiscal. 



Es decir que para dicha Ley» el único ca 

so en que la sentencié podr f a ser para efectos, era cuan 

do se declaraba la nulidad de un acto o resolución admi. 

nístrativa por defectos en que incurrió la Autoridad Fi§. 

ca1 durante el procedímiento. 

Duran te la vj qrnr ia del Código Fiscal de 

la Federación de 3.967 las caudales de anulación se esta 

blecieron en el Articulo 77B el cual señaló Jo siguien 

te 8 

"ARTICULO 228.- Serán causas de anulación 
de una resolución o de un procedimiento 
administrativo: 

a).- Incompetencia del funcionario o em 
pleado que haya dictado el acuerdo 
o que haya tramitado e l procedimien 
to impugnada. 

b).- Omisión o incumplimiento de las for 
malidades que legalmente deba de re 
vestir la resolución o el procedi 
miento impugnado. 

c).— Violación a la disposición aplicada 
o no haberse aplicado la disposición 
debida. 

d).- Desvio de poder tratándose de sancio, 
nes. 

El Articulo 230 de dicho Código estable 

cia lo siguiente i 



"ARTICULO 230.— Cuando la sentencia decía 
re la nulidad salvo que se limite a marj, 
dar reponer el procedimiento o a recono 
cer la ineficacia del acto en los casos 
en que 1 a autoridad haya demandado 1 a anu 
lación de una resolución favorable a un 
particular, indicará los términos confor 
me a los cuales debe dictar nueva resoli¿ 
ción la autoridad fiscal**. 

Dicha disposición presupone también en su 

interpretación que la única causal de anulación que 

traía como consecuencia el que se declarara la nul idad 

para el efecto de subsanar un vicio d«=» procedimiento o 

constitulalaraur,a 1 He® anu 1 ación contenida en el inciso 

b) del Articulo ?2tí del Código Fiscal de la Federación 

de .1967 5 rsin embargo, para el Tribunal Fiscal de la Fede 

ración y en un cri t.er i o que me permito sostener no apega 

do al Articulo 230 puesto que éste da la pausa a seguir 

a 1 establecer en su redar e ión y ron c 1 aridad que la úni 

era causa 1 de anulación para efectos, es la que se contie 

rip en el inciso b) del referida Articulo 228, pero en 

los criterios sostenidos por el Tribunal Fiscal de la Fe 

deración se estableció no solamente que dicha causal prg 

duela la nul idad para efectos de una resol ución, sino 

que también en los casos establecidos en el inciso a) se 

contenia una causal de anulación para efectos. 



Asi en la Tesis visible en la Revista del 

Tribunal Fiscal de la Federación del mes de Mayo de 1976 

página 1061 se establece por dicho Tribunal Fiscal la — 

siguiente Tesis: 

"SENTENCIA.- SUS EFECTOS CUANDO DECLARA LA 
NULIDAD DE UNA RESOLUCION EMITIDA POR AU 
TORIDAD INCOMPETENTE.- La declaratoria de 
nulidad de una resolución impugnada por -
vicios formales» como lo es el haber sido 
emitida por Autoridad incompetente, no im 
pide que la Autoridad que si resulte com 
petente, pueda ejercer sus facultades emi 
tienda una nueva resolución siempre y -
cuando aún se encuentre en tiempo. 

Revisión número 1800/04.- Resuelta en Se 
sión de 21 de Maya de 1986, por unanimi, 
dad de 9 votos. 
Magistrado Ponente» José Antonio Quintero 
Becerra. Srio. Mario Bernal de Guevara." 

Como podemos observar 1 a interpretación -

correcta del Articulo 228 sólo puede establecer de que -

la única causal de anulación en la que se permitía repo 

ner sus actos a la Autoridad y que se tornó cama ant.ece.--'-

dente para dicha posición, es decir el Articulo 228 al 

Articulo 56 de la Ley de Justicia Fiscal, sin embargo el 

Tribunal en sus interpretaciones convirtió también cau 

sal de anulación para efectos, la de la incompetencia de 

el funcionario emisor de la resolución o acto impugnado. 

Al entrar en viqor el Código de 1983 se -



fueron restringiendo en perjuicio de los particulares 

1.-as hipótesis por las cuales una resolución administrati 

va podría ser declarada nula, y no por que señalarán cay, 

sales en menor cantidad, sino que éstas fueron requisitg, 

das, asi el Articulo 238 a ] en trar en vigor establee i ó 

lo siguiente: 

"ARTICULO 238.- Se declarará que una reso-
lución administrativa es ilegal cuando se 
demuestre alguna de las siguientes causa 
les J 

I.- Incompetencia del funcionario que ha 
ya dictado u ordenado o tramitada el 
procedimiento del que deriva dicha -
resolución. 

II.- Omisión de los requisitos formales -
exigidos en las Leyes, inclusive por 
la ausencia de fundamentación o moti 
vación, en su caso. 

III.-Vicios del procedimiento que afecten 
las defensas del particular. 

IV.- Si los hechos que la motivaron no se 
realizaron, fueron distintos o se -
apreciaron en forma equivoca, o bien 
si se dictó en contravención de las 
disposiciones aplicadas o dejó de -
aplicar las debidas. 

V«- Cuando la resolución administrativa 
dictada en ejercicio de facultades -
discrecionales no corresponda a los 
fines para los cuales la Ley confie 
re dichas facultades." 

A partir del lo. de en«2ro de 1987, fueron 

modificadas las causales de anulación señaladas én las -



fracciones II y III del Artículo 238, las cuales a la 
actualidad señalan lo siguientes 

"ARTICULO 230. 
II.- Omisión de los requisitos formales -

exigidos por las Leyes, que afecten 
la defensa del particu1ar y trascien 
da al sentido de la resolución impug. 
nada, inclusive la ausencia de funda 
mentación o motivación, en su caso. 

III.-Vicios del procedimiento que afecten 
las defensas del particular y tras 
cieridan al sentido de la resolución 
impugnada." 

Es evidente? que el tiempo transcurrido y 

las reformas que a través del tiempo se han ido efectúan 

do sobre las causales de anulación convierten en excesi 

vamente requisitoso al Código Fiscal de la Federación, 

dándole más ampl i tud a 1 as Au tor id «des para é?f ec tuar sus 

actuaciones y que el sistema que existe en el Código Fis 

cal de la Federación no se? apega a los preceptos consti. 

constitucionales, puesto que como ya lo hemós señalado, 

las causales que originalmente se establecieron para que 

procediera la anulación de los actos o resoluciones admi. 

nistrativas y que solamente admitían en origen que proce 

día dictar una nulidad para efectos por una sola de di 

chas causales se han ido ampliando en perjuicio de los 

particulares y en beneficio de las Autoridades, incluso 

el Tribunal Fiscal de la Federación sostiene que las cau 



sal es de anulación para efecto;? que se consignan en el -

Código Fiscal de la Federación no están limitadas sino 

que pueden establecerse o declararse también la nulidad 

pa>-a efectos en diferentes casos que no se establezcan -

coma causales en el Articulo 738; asi en la Tesis visi 

ble a fojas 871 y 872 de la obra Tribunal Fiscal de la 

Federación 50 años, Tomo II, dicho Tribunal a través de 

su Sala Superior ha seña 1ado lo siguientes 

"NULIDAD PARA DETERMINADOS EFECTOS.- LOS -
ARTICULOS 238 Y 239 DEL CODIGO FISCAL DE 
LA FEDERACION EN VIGOR NO LIMITAN LOS CA 
SOS EN QUE LA SENTENCIA DEFINITIVA PUEDA 
DICTARSE EN ESA FORMA.- El Articulo 239 -
del Código Fiscal de la Federación en vi 
gor establece en su fracción II, Primera 
Parte, que la sentencia definitiva podrá 
declarar la nulidad de la resolución im 
pugnada para determinados efectos, debien 
do precisar con claridad la forma y térmi 
nos en que la Autoridad debe cumplirla, -
sin limitar los casos en que la sentencia 
pueda dictarse en ésta forma, y el último 
párrafo del misma precepto tampoco es li-
mitativo, sino simplemente señala que los 
supuestos previstos en las Fracciones II, 
III y V del Articulo 238 se deberá decla-
rar la nulidad para efectos de que se emi 
ta nueva resolución, lo cual no excluye -
que éste mismo tipo de nulidad pueda de 
cretarse en otros casas, si asi procede." 

Y ésta es 1 a Tesis de Jurisprudencia núme 
ra 210 en el Texto aprobado en Sesión de 
17 de abril de 1985." 

Mi punto de vista es contraria a la que -

señala el Tribunal, puesta que el dpfpcto mismo de la Te 



sis de Jurisprudencia es que eiarere de los elementos tan 

to de fundamentación comn de motivación para establecer 

en que otros casos además de los señalados en el Arti. 

culos 238 Fracciones II, III y V, procede que se declare 

la nulidad para efectos, pues el mismo Tribunal no sefía 

la cuál es son dichos casos v como antetesis podemos en-

tonces también señalar o establecer que lo que se dispo 

ne como causal de anulación en la Fracción IV tampoco es 

1 imitativo, puesto que no solamen te en dicho caso deberá 

proceder 1.a nulidad lisa y llana de las resoluciones o -

actos administrativos impugnados ante el Trihuna1 Fisca1 

de la Federación, puesto que independientemen te a que se 

entienda de la redacción d»-»J. Articulo 2-39 qu» en !c»?> ca-

sos previstos en la Fracción JV ta nulidad que opera ©s 

una nulidad lisa y llana dicha situación no establece 

una limitante,, ya que en el Artículo 238 no se excluye -

que ese tipo de nulidad lisa y llana también pueda decre 

tarse en otros casos, rlarc» que é<s>te criterio no lo ha -

sostenida el Tribunal Fiscal de la Federación, pero si -

en cambio ha sostenido aquel que evidentemente no apoya 

en forma debidamente fundada y motivada y le da un mar 

gen más ampl to a 1 as actuar .tone?«? de la Autoridad para -— 

que éstas en forma indeterminada puedan repetir actos 

que hayan sido declarados como ilegales, tomándose en — 

c:un ta o d h i éndor»» tomar en r:uc?n ta que las causales de 



anu 1 ación como son estabíec idas ©n 1 as Fracciones 11 y — 

III del. Articulo 238 se encuentran requisitadas en exce-

so en contra del sistema constitucional. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación 

a través de la Segunda Sala, ha establecido que la nuli-

dad por falta de fundamentación y motivación no admite — 

efectos y ello en contra de todo lo señalado por el mis 

mo Tribunal Fiscal de la Federación; asi en la página 

542 del Tomo de Jurisprudencia del Poder Judicial de la 

Federación 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, "Mayo 

Ediciones" se encuentra publicada la siguiente Tesist 

SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA PEDE 
RACION. LA NULIDAD DECRETADA POR FALTA DE 
FUNDAMENTACION Y MOTIVACION NO ADMITE 
EFECTOS.- Si una Sala del Tribunal de la 
Federación estimó improcedente declarar -
la nulidad de una resolución ante ella im 
pugnada, no debe decretarla para efectos 
de que la Autoridad demandada declare la 
nulidad total de las liquidaciones — 
impugnadas "por falta de motivación y 
fundamentación de las mismas", puesto -
que si ya analizó tales liquidacig— 
nes y las declaró nulas por considerarlas 
incorrectas no da lugar a ordenar que la 
Autoridad demandada resuelva acerca de la 
nulidad ya decretada, precisándole que és 
ta debe obedecer a la falta de motivación 
y fundamentación, pues tal determinación 
dejarla sentado que la resolución que cg.— 
rece de tales requisitos puede ser funda-
da y motivada en un acto posterior, lo 
cual es indebido. 

Séptima Epoca, Tercera Partes Volúmenes -



133-138, Página 123 A.D. 3879/78 Kelys, -
S.A. S Votos." 

Ahora bien, el debido procedimiento como 

la debida fundamentación y motivación son elementos exi-

gidos en nuestro estado de derecho y reguardados como ga 

rantias a los Gobernados por nuestra Constitución. 

El Articulo 14 Constitucional establece -

la garantía del debido procedimiento señalado en su par 

te conducen te lo síguien te s 

"ARTICULO 14. 
Nadie podrá ser privado de la vida, de la 
libertad o sus propiedades, posesiones o 
derechos, sino mediante juicio seguido an. 
te los Tribunales previamente estableei 
dos, en el que se cumplan las formalida 
des esenciales del procedimiento y confor 
me a las leyes expedidas con an teriori. 
dad al hecho." 

Dicha disposición no contiene requisitos 

en exceso como aquéllos que en contra de ella se estable 

cen en el Articulo 238 a través de la Fracción III que 

pretende incluir como requisito el que los vicias del 

procedimiento trasciendan al sentido de la resolución im 

pugnada, incluso si esto debe ser calificado por el Tri-

bunal Fiscal de la Federación, su calificación no simple 

mente deberá ser por cuestiones puramente de sentido per 



sonal establecidas por los Magistrados que la integran y 

a su libre arbitrio, pues todo aquello que éstos mani. 

fies ten a través de una sen t. ene i. a, deberá también de reu 

nir los requisitos de la debida ftindamentación y motiva-

ción y no exist© como insisto precepto en las Leyes Fis 

cales que señalen cuáles son los vicios del procedimien-

to que trascienden o no al sentido de una resolución, 

por lo que en aquéllos casos que las Salas del Tribunal 

han señalado que efectivamente existe un vicio pero que 

él no implica la anu1aci ón del acto impugnado porque no 

trasciende al sentido de la resolución impugnada, no han 

aportado elemento de fundamentar:ión que le den el paráme 

tro o los márgenes de dicha interpretación y por ello 

t?vidf?n teniente care?c:«?n de la debida fundamentar ión y lrooti 

vación al señalar tal situación y escapan al sistema 

constitucinnal, pu»s si nadie debe ser privado de la vi-

da , ds la 1 i ber iad o do sus pr op 1 edades, poses iones o de 

rer.'hoB, s i no metíiant e juicio o procedi miento pn el que — 

se cumplan las formalidades esenciales y conforme a las 

leyfs expedidas con an te r i raridad a dicho hecho, acto o -

resolución, sin que e»n la norma constitucional se requi-

site el que trasciendan al sentido de la resolución o fa 

lio; los requisitos que se establecen a través del Códi.-

ga Fiscal de la Federac;ión en la Fracción III se exceden 

a los elementos constitucionales y esto establece eviden. 



tímente* que dicha causal ó anulación no es acorde a la —• 

garantía señaladas en el Articulo 14 Constitucional ys el 

libre arbitrio que tienen las Salas del Tribunal Fiscal 

de? la Federación para calificar si un vicio del procedi.-« 

miento trasciende o no a su juicio al sentido de la resg 

lución impugnada, también carece de elemento legal pueg-* 

to que si todas las resoluciones deben de estar debida 

mente fundadas y motivadas, las Salas encontrarán que no 

existe disposición alguna en la Ley que establezca cuá 

1 es son 1 os vicios que trascienden o no al sentido de 

una resolución impugnada, tomando en cuenta que todas 

las conclusiones a las que 1 lega un Tribuna 1 deberán de 

estar debidamente fundadas y motivadns. 

Evidentemen te la frarción II del Articulo 

238 en los términos que ertcuen tra su red&ct. lón a partí r 

del lo. de enero de 1987, tampoco «e apega a sistema 

constitucional, pues en dicha fracción se establece que 

1 a omisión de los requis i tos f orma 1 et». j nc 1 uso la auservr 

cia de fundamentación y motivación deben de afectar la -

defensa del particular y trascender al sentido de la re 

sol uc i. ó n impugnada. 

El Articulo iA (.onstitucional señala en -

su parte conducente que nadie puede ser- molestado en su 



per-«sona, familia, domicilio4 pápele» ® posesiones? sino 

en virtud de mandamiento estricto de Autoridad crampteten 

te que funde y motive ìa causa legal del procedimiento — 

y remitiéndonos también a la parte ya transcrita del Ar 

tleu lo 14 Constitucional se establece la obiiaación de -' 

cumplir las formalidades esenciales de un procedimiento 

y esto es deci r los elementos qu» se establecen en ambos 

preceptos constitucionales son formalidades o requisitos 

exigidos para los actos de Autoridad y cualquier careo.— 

eia de fundamentación o motivación eJ no apegarse a los 

requisitos de un procedimiento establecido en las leyes 

es un vicio suf icien te d« * lega 1idad de esos actos de —~ 

acuerdo al s.lstem«* constitucional, por lo que si en este 

mismo sentido Ja Fracción IJ del Articulo 238 establece 

el requisito de que se afecte la defensa el particular, 

ev.i. den temente se afee ta cuando d i chos ac tos no cump len -

con los requisitos con?ti tuejana 1 es a caigo de las Auto-

ridades, pues son ellas Jas que han transgredido dicha — 

orden de derecho establee ido a través de la Constitución 

y luego el que se trascienda a la resolución o al senti-

do de la resolución impugnada se encuentra establecido — 

en la violación evidentemente acontecida o transgredida 

por la Autoridad, por lo tanto el Legislador al requisì, 

tar dicha causal de anu1ac ión evidentemente no va acorde 

con el Sistema Constitucional, pues ni en el Articulo 14 



y menos en el 16 Constitucional se establece que no ten-

ga carácter de legalidad un acto que no funde y motive -

la causal legal del procedimiento o que no se apegue a -

las formalidades esenciales del procedimiento siempre 

que se trascienda o no al sentido de la resolución o ac 

to que afecte al particular y que éste pueda impugnar y 

si éste requisito no se establece en la forma Constitu 

cional, entonces es un requisito que en exceso establece 

el Legislador a través del Código Fiscal de la Federa 

ción, pero que olvida señalar en preceptos de Ley, c u á — 

les serán los parámetros para establecer dichas situacig 

nes, por lo que en todos aquéllos casos que las Sal as — 

del Tribunal Fiscal de la Federación aún de conocer y re 

conocer e1 que existe con figurada una causa 1 de anula 

ción, ya sea la de la Fracción II o la Fracción III, pe-

ro que señale que el vicio no trasciende a la resolución 

impugnada, carecerá también dicho criterio sostenido por 

la Sala que lo señale del debido o debida fundamentación 

y motivac ión, puesto que se verá impedi da de establecer 

en base a qué precepto sería 1 a cuá les son los cri terios — 

para establecer dicha situación. 

Lo anterior me 11eva a afirmar que 1 as cau 

sales de anulación no se apegan actualmente al Sistema — 

Constitucional. 



D,- RECURSO EN EL JUICIO DE NULIDAD. 

La Ley de Justicia Fiscal al entrar en vi, 

gor establecía que las sentencias» del Tribunal Fiscal, 

tenia la fuerza de cosa juzgada, es decir no admitía re-

curso i c laro es que los par t i cu lares no tenían coartado 

su derecho de acudir al Juicio de Amparo, cuando las sen 

tencias fueran consideradas por ellos violatorias de aj-

guna de las- garantías consagradas en favor* de los Sobar 

nados por 1a Conat i tuc ión. 

Así las Autoridades Administrativas, por 

no tener la calidad dt¿ ciudadanas no gobernadas, es de 

cir por ser Autoridades no estaban en aptitud de oponer-

se al sentida de las resoluciones emitidas por el Tribu 

nal Fiscal» 

El Articulo 57 de la Ley de Justicia Fis-

cal , disponías 

"ARTICULO 57.- Los fallos del Tribunal Fig. 
cal de la Federación, tendrán fuerza de -
cosa juzgada. Se fundarán en la Ley se 
examinarán todos y cada uno de los puntas 
controvertidos. En sus puntos resolutivos 
expresarán con claridad los actos o procg. 
dimientos cuya nulidad se declare o cuya 
validez se reconozca." 



Sin embargo el Articulo 57 de la Ley de -

Justicia Fiscal al establecer que los fallos del Tribi¿ 

nal Fiscal de la Federación gozaba de cosa juzgada se vg. 

la reducido por la existencia del Recurso de Queja por -

violación a la Jurisprudencia del Pleno, Recurso que pg, 

drian hacer valer las Autoridades Fiscales con el cual -

de resultar fundado y haberse interpuesto por dichas Au 

toridades. establecía que los fallos declarados violato 

rios de dicha Jurisprudencia quedaban sin efecto para 

que se ajustaran a la Jurisprudencia del Pleno o en su 

caso sirvieran para modi ficar dicha Jurisprudencia. 

Ante la presión, el Legislador mediante -

la Ley de 30 de diciembre de 1946 creó un Recurso ante -

la Suprema Corte de Justicia de la Nación contra las ser¡. 

tene i. as dictadas por el Tribunal Fiscal de? la Federación 

asi mismo, mediante Ley de 29 de diciembre de 19-48 se 

creó un Recurso de Revisión ante la Suprema Corte de Jus 

ticia de la Nación contra las sentencias dictadas por el 

Tribunal Fiscal de la Federación en- los juicios de nuli-

dad promovidos contra 1 as resa lueiones de las Autorida 

des del Departamento del Distrito Federal, lo que evideQ 

temente restó en forma tal la calidad de cosa juzgada sg 

Raladas en el Articulo 57 respecto a los fallos del Tri-

bunal Fiscal de la Federación. 



El Código Fiscal de la Federación de 1967 

a través del Articulo 240 establecía el Recurso de Revi-

sión en contra de las sentencias dictadas por las Salas, 

siendo su texto el siguientes 

"ARTICULO 240.- Las resoluciones dictadas 
por las Salas del Tribunal Fiscal que po-
nen fin al Juicio, serán recurribles por 
las Autoridades ante el Tribunal en Pleno 
cuando el asunto sea de importancia y -
trascendencia, a juicio del titular de la 
Secretaria o del Departamento de Estado» 
a que el asunto corresponda, o de los di-
rectores o jefes de los Organismos Deseen 
tralizados, en su caso." 

Dicho texto sufrió modificación, la cual 

entró en vigor a partir del .lo, de enero de 1989 con la 

siguiente redacción: 

"ARTICULO 240.- Las resoluciones de las -
Salas del Tribunal Fiscal que decreten o 
nieguen sobreseimientos, y 1 as que pongan 
fin a! Juicio, serán recurribles por las 
Autoridades ante el Tribunal en Pleno, 
cuando el asunto sea de importancia y -
trascendencia a juicio del titular de la 
Secretaria a que asunto corresponda,o del 
Jefe del Departamento del Distrito Fede-
ral, o de los Directores o jefes de los -
Organismos Deseentra1 izados, en su caso»" 

El 3 de agosto de 1978 entró en vigor una 

nueva re forma sena 1 ándase en dicho precepto lo siguiente 



"ARTICULO 240.- Las revoluciones de las 8a 
las Regionales del Tribunal Fiscal que de 
creten o nieguen sobreseimientos y las 
que pongan fin al juicio, serán recurri-
bles por las Autoridades ante la Sala Su-
perior, cuando el asunto sea de importan 
cia y -trascendencia a juicio del titular 
de la Secretaria o del Departamento de Es 
tado a que el asunto corresponda o por el 
Jefe del Departamento del Distrito Fede 
ral, o de los Directores o Jefes de los -
Organismos Descentralizados, en su caso." 

El io. de enero de 1979, entró en vigor -

una modificación a dicho precepto en el que se adicionó 

un párrafo más, el cual textualmente señaló lo siguiente 

"También serán recurribles las sentencias 
de las Salas por violaciones procesales — 
cometidas durante el procedimiento que ha 
yan afectado el resultado del falla." 

En el Códiqa de 1967 se regula el Recurso 

estab1ecido como revisión Fi sea 1, an te la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, t_on dicho recurso en forma evi 

dente el Legislador creó una desigualdad procesal extre-

ma , dándole mayor cantidad de Recursos a la Autoridad, y 

negando el sistema de derecho, puesto que en México las 

deben otorgar a los particulares y en el caso especifi 

co, el interés primordial que se protege, no representa 

en ninguna manera un interés social <r puesta que la Socie 

dad son los individuos y no las Instituciones que son — 



uina enteficción a las que se les delega autoridad de la 

cual soberanamente les pertenece a los individuos,.sin -

embargo dicha situación es negada totalmente por el Le 

gislador al establecer el Recurso de Revisión Fiscal, es 

decir, que las Autoridades después de tener oportunidad 

de recurrir 1 as sentencias de Primera Instancia, podrían 

incluso recurrir las instancias resueltas en revisión, -

sin perder de vista que dichas Autoridades tuvieron toda 

la oportunidad técnica para efectuar en forma correcta -

sus actos y desde dicho punto de vista están mayormente 

capacitados que los particulares para efectuar debidameQ. 

te sus actüb o actuaciones oficiosas-

£1 Artículo 242 en su redacción original, 

señaló lo ¡siguientes 

"ARTICULO 242.- Contra las resoluciones -
del Tribunal en Pleno a que se refiere el 
Articulo anterior, las Autoridades podrán 
interponer el Recurso de Revisión Fiscal 
ante la Suprema Corte dé Justicia de la -
Nación dentro del plazo de diez días si-
guiente al en que surta efectos la notifi 
cación respectiva, mediante escrito diri 
do al Presidente de la Suprema Corte de -
Justicia que deberá ser firmado por el Ti 
tular de la Secretaría o Departamento de 
Estado o por los Directores o Jefes de 
los Organismos Autónomos según correspon-
da. En dicho escrita deberán exponerse 
las razones que determine la importancia 
y trascendencia del asunto de que se tr&-
te. Si el valor del negocio es de -
* 500,000.00 (QUINIENTOS MIL PESOS) o más 



se considerará que tiene las caracteristi 
cas requeridas para ser objeto deV Recur-
so. " 

Dicho precepto sufrió una reforma que en-

tró en vigor el lo de enero de 1969, siendo su r^dacc^ón 

la siguientes 

"ARTICULO 242.- Contra las resoluciones -
del Tribunal en Pleno a que se refiere el 
Articulo anterior« las Autoridades podrán 
interponer el Recurso de Revisión Fiscal 
ante la Suprema Corte de Justicia de la -
Nación dentro del plazo de diez días si-
guien te al en que surta efectos 1 a notif i 
cación respectiva, mediante escrito que 
deberá ser firmado por el Titular de la 
Secretaria o Departamento de Estado,o por 
los Directores o Jefes de los Organismos 
Autónomos según corresponda. En dicho — 
escrito deberán exponerse las razones 
que determine la importancia y trascender! 
cia del asunto de que se trate. Si el va 
lor del negocio es de * 500,000.00 (QUI-
NIENTOS MIL PESOS) o más, se considerará 
que tiene las características requeridas 
para ser objeto del Recurso.*4 

Al crearse las Salas Regionales del Tr^bü 

nal Fiscal de la Federación, entró en vigor una nueva rg 

forma a dicha Articulo a partir del 3 de Agosto de 1978, 

suprimiéndose la cita de las resoluciones del Pleno del 

Tribunal para señalarse que dicho recurso se podría enta 

blar en contra de las resoluciones d« la Sala Superior^ 

conservándose el término de diez días para interponer di 



cho recurso, pues con la reforma que entró en vigor* el 

lo. de enero de 1999, dicho término se entendió a los 15 

dias siguientes al en que surtiera efectos la notifica-

ción respectiva, conservándose en su redacción el valor 

del negocio de * 500,000.00 para considerar que el asun-

to reunía las características de importancia y trascen-

d í ? sin embargo a partir del 31 de diciembre de 1980, -

se amplió cuantía a * 1'000.000.00. 

A partir del lo. de enero de 1983, es el 

Articulo .248 del Código Fiscal de la Federación el que -

establece el Recurso de Revisión en contra de las resolu 

clones de las Salas Regionales y se contenía de la si-

guiente forma: 

"ARTICULO 248.- Las resoluciones de las Sá 
las Regionales, que decreten o nieguen so 
breseimien tos, y 1 as sen tenc i as de f in i ti.— 
vas, serán recurribles por las Autorida 
des ante la Sala Superior, cuando el asun 
to sea de importancia y trascendencia a — 
juicio del Titular de la Secretaria de Es 
tado, Departamento Administrativo u Orga 
nismo Descentralizado a que el asunto co-
rresponda . 

También serán recurribles las sentencias 
de las Salas Regionales por violaciones 
procesales cometidas durante el procedí, 
miento que afecten la defensa del recu 
rrente y trasciendan al sentido del f&-
lio." 



Luego el Articulo 250 establecía el Recur 

so de la Revisión Fiscal, señalando al efecto lo siguien 

tes 

"ARTICULO 250.- Contra las resoluciones de 
la Sala Superior a que se refiere el Arti 
culo 249 de éste Código, las Autoridades 
podrán interponer el Recurso de Revisión 
Fiscal, ante la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación dentro del plazo de 15 días 
siguientes a aquél en que surta efectos -
la notificación respectiva, mediante es 
crito dirigido al Presidente de la Según 
da Sala, que deberá ser firmado por el Ti. 
tular de la Secretarla de Estado, Departa 
mentó Administrativo u Organismo Deseen 
tralizado y, en caso de ausencia por -
quien deba sustituirlos» En dicho escri-
to deberán exponerse las razones que de-
terminen la importancla y trascendencia -
del asunto de que se trata, si el valor 
del negocio excede de t 1'000,000.00, se 
considerará que tiene las caracteristicas 
requeridas para ser objeto del Recurso. 

El Recurso de Revisión Fiscal se ajustará 
a la tramitación que la Ley Reglamentaria 
de los Artículos 103 y 107 Constituciona-
les fija para la revisión en amparo indi 
recto. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación 
examinará. previamente al estudio del fon 
do del negocio, si se ha justificado la -
importancia y trascendencia del asunto de 
que se trate. Si a su juicio dichos re-
quisitos no estuvieren satisfechas, dese-
chará el Recurso." 

Es evidente la desigualdad procesal que -

se genera desde la ctpación del Recurso de Revisión Fis 

cal, que coma hemos vist«>, en la legislación vigente a 



partir del lo- de enero de .1983. establece que deberá de 

a.i ustarse en su trami tación a las normas estabiecidas pa 

ra la Revisión de Ampara indirecto, es decir que el par-

ticular solamente tenia la facultad de impugnar las sen 

tencias emitidas por las Balas Regionales via Amparo Di-

recta sin tener derecho a la Revisión de Ampara„ luego -

también podia imnuqnar las sen (.»ntiar; emitidas por la Sa 

la Superior al ronncrr el fi^rurño de Revisión interpues 

to por- las Au toi".i dadps, en contra d'» las resoluciones de 

Primera Instane i a, pertj e M n af nntet.ia también mediante 

1 a via de) Amparo Dir »?t. tn, i n t*=r>er derecho por consi. 

guien te a la Segunda Ins*an» i >* dn la arción constitucio-

nal, "s dei. i r a Ja revisión dn Amparo y por último si la 

Autoridad cù-t^ni* r^so l" tr-j ¿m i onfr/n ia a sus intereses, 

después dr hpht:r i ní-̂ r punsf o l a ievii>ión ?nte la Sala Su 

perioc , y l le? 'j d o ?? 1 r Hn qu^ la r «no l tic: i fin emitida — 

por la Suprema I "artr* rn 1 a Rp- is i.ón riscal f avo ree i era a 

las Autoridades , el particular carecía del derecho de 

impugnar fallo ó emitido en la Revisión Fiscal por la Su, 

prema Corte?, es decir que la desigualdad procesal siem 

pre fue palpable, pues se convertía a la Revisión en con 

tra d<= las sentencias de Primera Instancia evidentemente 

en un medio de defensa que al na favorecer f?n sus re su i 

tadas a la Autoridad, le permitía seguir adelante con -

otro Recurso que jugaba la« veces de una Revisión en Am-



paro Indi ree 1:o. 

A partir del io. de enero de 1984, la -

cuantía para la procedencia de la Revisión Fiscal es mfi-

dificada„ pues el Articulo 250 en su ú1 tima parte señala 

lo siguiente: 

"Si el valor del negocio excede de 40 ve 
ees el salario mínimo elevado al ano, con 
forme a la regla especificada en el Arti-
culo 3o. Gis de la Ley de Amparo, se con-
siderará que tiene las características re 
queridas para ser objeto del Recurso.'* 

A partir del lo. de enero de 1988 deja de 

existir o aparece como derogado el Articulo 250, por lo 

que el Recurso de Revisión Fiscal ante la Suprema Corte 

ya no es procedente, por Jo que es en el Articulo 248 

donde se señala como única instancia para impugnar las -

resoluciones de las Sal.^s Regionales, el Recurso de Revi 

sión y se establece que dehe de interponerse ante -

el Tribunal Colegiado del Circuito competente en la Sede 

de la Sa 1 a Ragiona ) res pee t. i va, seña 1 ando d i e ho precepto 

a la letra lo siguiente: 

"ARTICULO 248.- La« resoluciones de las Sa 
las Regionales que decreten o nieguen so-
breseimiento y 1 as sentencias definitivas 
podrán ser impugnadas por la Autoridad, a 
través de la unidad administrativa enca£-



gada de su defensa jurídica, interponien 
do el Recurso de Revisión ante el Tribu 
nal Colegiado del Circuito competente en 
la Sede de la Sala Regional respectiva, 
mediante escrito que presente ante esta 
última dentro del término de quince dias 
siguientes al día en que surta efectos su 
notificación, por vio1 aciones cometidas 
durante el Juicio, siempre que afecten la 
defensa del recurrente y trasciendan al 
sentido del fallo, o violaciones cometi 
das en las propias resoluciones o senten-
cias, cuando la cuantía del asunto exceda 
de 3,500 veces, el salaria mínimo general 
diario del área geográfica correspondían 
te al Distrito Federal, vigente en el mo 
mentó de su emisión. 

En el caso de contribuciones que deban de 
terminarse o cubrirse por periodos infe 
riores a doce meses, para determinar la -
cuantía del asunto, se considerará el mon 
to que resulte de dividir el importe de 
la contribución entre el número de meses 
comprendidas en el periodo que correspon 
da y multiplicar el cociente por doce. 

Cuando la cuantía sea inferior a la que 
corresponda conforme al Primer Párrafo o 
sea indeterminada, el Recurso procederá 
cuando el negocio sea de importancia y 
trascienda, debiendo el recurrente razó 
nar esa circunstancia para efectos de la 
admisión del Recurso. En Materia de apor 
taciones de seguridad social, se presu 
sume que tienen importancia y trascen 
dencia, los asuntos que versen sobre la 
determinación de sujetos obligados, de -
conceptos que integran la base de cotiza 
ción y del grado de riesgo de las Empre 
sas para los efectos del Seguro de riesgo 
de trabajo. 

La Secretaria de Hacienda y Crédito Públi 
co podrá interpóner el Recurso, cuando la 
Resolución o Sentencia afee te el interés 
fiscal de la Federación y, su juicio» el 
asunto tenga importancia, independiente 
mente de su monto, por tratarse de la in-
terpretación de leyes o reglamentos, de -



2?0.» 

las formalidades esenciales del procedí, 
miento* o por fijar el alcance de los ele 
mentos constitutivos de una contribución* 

El Recurso de Revisión también seré proce 
dente contra las resoluciones o senten-
cias que dicte la Sala Superior del Tribu 
nal, en los casos a que se refiere el Ar 
ticulo 239-Bis. 

En los Juicios que versen sobre resolucio 
nes de las Autoridades fiscales de las 
entidades federativas coordinadas en in 
gresos federa1es, e1 recurso solo podrA -
ser interpuesto por la Secretarla de Ha 
cienda y Crédito Público." 

La Sala Superior del Tri buna 1 Fi scal de -

1 a Federar i ón con t i nú« con el es tudio de aquél los a suri 

tos cuya Revisión se planteó con anterioridad a la entra 

da en vigor de d ic:ho precepto . y a la fecha todavía tie 

ne un rozago en e 1 estudio de dichos asuntos¡> los Tribu 

nales Colegiados <?n los casos del Cuarto Circuito, re-

iHn«lven las revisiones CJMP <=-e 1 es plantean en un plazb 

no mayo»' de das meses, es decit que la eficiencia del 

tsi «vt«?mftt.tiial enrueri te a p3 enamen té? just.if icada y la 

i. nef ¿.ciencia dral centralismo cuantó a dicho recurso -

también se encuentra demostrada sobradamente, además de 

quti aquella rfe«iiquald*H procesal que se generaba con la 

existencia del Recurso de Revisión Fiscal ante la Supre 

ma Corte se ve atemperada con la derogación del Articulo 

2R0, ra he destacar qu«s en el interna actúa 1, Solamente — 

«on recurribl&s a través de la Revisión que establece e! 



Articulo 248 las Sentencias definitivas o las Resolucio-

nes de las Salas Regionales que decreten o nieguen sobre 

seimientos, en el sistema anterior, también eran recu 

rrible® las Sentencias Interlocutor las recaídas a un Re 

curso de Reclamación, puesto que el segundo párrafo del 

Artículo 248 señalaba lo f».i quien te: 

"También serán recurribles las Sentencias 
de las Salas Regionales por violaciones — 
procesales cometidas durante el procedi. 
miento que afecten las defensas del recu 
rrente y trasciendan al sentido del fa-
llo." 

Fn la Revista d«?l Tribunal Fiscal de la -

Federación correspondiente al mes de Febrero de 1984, fo 

jas 693. la H. Bala Superior del Tribunal Fiscal de la -

Fi»der ac ión sostuvo la siqu i ente Tesis : 

"RECURSO DE REVISION. PROCEDE CONTRA LA -
RESOLUCION RFCAIDA A UN RECURSO DE RECLA 
MACION QUE DESECHA UNA PRUEBA Y EL RESUL 
TADO DE SU DESAHOGO PODRIA REPERCUTIR EN 
EL FALLO.- De conformidad con el Articulo 
240 del Código Fiscal de la Federación de 
1977» el Recurso de Revisión ante la Sala 
Superior,» no solo procede en contra de -
las resoluciones en las que se sobreseá 
o se niegue el sobreseimiento, o se ponga 
fin al juicio, sino también por violado 
nes procesales que hayan afectado el re 
suitado del fallo, en éste sentido cuando 
se ofrece una prueba pericial grafoscópi-
ca para demostrar que la firma que apare 
ce en la demanda, no corresponde a la ac 
tora, si la Sala, al resolver un Recurso 



de Reclamación interpuesto en contra del 
auto que admitió la demanda, decide dese-
char esa probanza, procede el Recurso de 
Revisión contra ésta determinación, pues 
to que la misma repercute en el fallo del 
asunto, en tanto que al no desahogarse di 
cha probanza, se considera que la demanda 
presentada por la actora en lugar de sg 
breseerse en el Juicio se entra al estu 
tudio de los conceptos de anulación y se 
dicta Sentencia que pone fin al juicio. 

Revisión número 545/82. Resuelta en se 
sión de 23 de Febrero de 1984, por mayo 
ria de votos. 
Precedentes Revisión número 535/80. Re-
suelta en Sesión de 31 de Agosto de 1982 
por unanimidad de votos." 

Es decir que esto prevalece desde el Cód¿ 

go de 1967, puesto que el Articulo 240 señalaba en su Se 

gundo Párrafo lo que se señalaba por igual en el Articu 

lo 248 que estuvo vigente en el Código Fiscal de la Fede, 

ración hasta el 31 de diciembre de 1987 y que se estable 

eia en el anterior Código es decir en el de 1967 con re-

dacción vigente hasta el 31 de diciembre de 1982 en la 

siguiente forma : 

"ARTICULO 240.- Segundo Párrafo.- serán re 
curribles las Sentencias de las Salas por 
violaciones procesa les cometidas durante 
el procedimiento que hayan afectado el rg. 
sultado del fallo." 

En el Articu 1 o 24-8 en vigor, no se contie 
nen elementos que nos permitan establecer que la Revi 



ríen elementos que nos permitan establecer que la Revi 

sión ahi señalada como recurso pudiere ser interpuesta -

contra las resoluciones recaídas a un Recurso de Reclama 

ción o a cualquiera de los incidentes que se establecen 

a través de 1 Código Fiseal y que tuvieren como consecuen 

cía una Resolución contraria a los intereses de la Auto-

ridad Fisca1. 

Por otro lado, en el actual sistema y de 

bido a que 1 a reso1ución se in herpone an te 1 os Tribuna 

les Colegi ados que se encuentran o cuya Jurísd icción -

abarra la Sede de la Rala R«atonal respectiva, el térmi, 

no para interponer dicho F'ecurso se inicia a partir de — 

la fecha en que surta efectos la notificación de la resg. 

lución o sentencia que puede ser recurrible mediante di 

c:ho Recurso y que <sn haga al representante de las Autor i. 

dades en dicha Jurisdicción es decir no tendrá que noti-

ficarse dicha Sentencia al Titular del Departamento o Se 

eretaria de Estado, para que se inicie en término de in 

terposición de dicho Recurso. 

En el sistema 

las sentencias definí tivas o 

ban el sobreseimiento, fuesen 

la Secretaria o Departamento 

anterior, era menester que 

las que negaban o decreta 

notificadas al Titular de 

de Estado para que surtíen 



do efectos dicha notificación iniciará el término para -

la interposición del Recurso de Revisión, pero esto era 

solo en dichos casos, ya que como ejemplo podemos seña 

lar que el Articulo 254 con texto vigente del lo. de ene 

ro de Í983 al 3.1 de diciembre de 1987 señaló en su según 

do párrafo lo siguientes 

"ARTICULO 254.- Segundo Párrafo.- Las not¿ 
ficaciones de Sentencias definitivas, ade 
más de efectuarse a los Organos represen 
tativos de la Autoridad demandada, se no 
tificarán al Titular de la Secretaria de 
Estado, Departamento Administrativo u Or-
ganismo Descentralizado precisamente en -
su Sede." 

Dicho precepto como lo hemos señalado so 

lamente establece la obligación de notificar en la Sede 

respectiva al Titular de la Secretaria de Estado o Depar 

tamento Administrativo las Sentencias definitivas, no — 

asi las Sentencias Ínterlocutorias, por lo cual si el Ar 

ticulo 255 vigente desde el lo. de enero de 1983, inclu 

so con la redacción que se encuentra actualmente en vigor 

establece que las notificaciones surten sus efectos el -

dia hábil siguiente a aquél en que fueron hechas, enton 

ees el término para la Revisión en contra de las Resolu-

ciones interlocutorias incluso de aquéllas que nieguen 

o decretan e1 sobreseimiento que no tienen el carácter -

de definitivas, puesto que son simples resoluciones que 



niegan y decretan sobreseimientos o-como insista las sen 

tencias Ínterlocutorios no se tienen la obligación esta-

blecida en la Ley de notificarse en su 8ed© al Titular 

de la Secretar la de Estado o Departamento Administrati-

vo, entonces al notificarse* al representan te de las Auto 

ridades en la Jurisdicción en donde se llevó el Juicio 

respectivo, surtía desde ese momento sus efectos y el 

término comenzaba a computarse desde que fueran notifica 

das a dicho representante de las Autoridades, afirmación 

que efectuó en base a los fundamentos que me he pprmá ti 

do transcribir. Afortunadamente la Revisión ya rio es cen_ 

tralizada sola en los casos del Articulo 739-Pis. 

E).- AMPARO Y EQUILIBRIO PROCESAL. 

En el Ar ticulo 114 de la Loy de Amparo se 

señala en su fracción IV Jo si guiente s 

"ARTICULO 114.- El amparo se pedirá ante -
el Juez de Distritos 

IV.- Contra actos en el Juicio que tengan 
sobre las personas o las cosas« una 
ejecución que sea de imposible repa 
ración." 

Por su parte el Articulo 158 de la 1Ley de 

Amparo, señaJa lo siguiente: 



"ARTICULO 159.- El Juicio de Amparo Direc-
to se promoverá en única instancia ante -
la Suprema Corte de Justicia o ante los 
Tribunales Colegiados de Circuito, según 
el caso, en los términos establecidos por 
las Fracciones V y VI del Articulo 107 
Constitucional del Poder Judicial de la — 
Federación, y procede contra sentencias 
definitivas dictadas por Tribunales Judi 
ciales o Administrativos, o contra laudos 
pronunciados por Tribuna les de Trabaj o, -
por violaciones a las Leyes del procedí 
miento cometidas durante la secuela del — 
mismo, siempre que afecten a las defensas 
del quejoso trascendiendo al resultado 
del fallo y por violaciones de garantías 
cometidas en las propias sentencias o lau 
dos • 

Para los efectos de éste Articulo, sólo — 
será procedente el Juicio de Amparo Direc 
to contra Sentencias definitivas de Tribu 
nal es Civiles o Administrativos, o contra 
1audos de Tribunal es del Trabajo, cuando 
sean con tra r i os a la letra de la Ley api i. 
cable al caso, a su interpretación juridi 
ca o a los principios generales de dere 
cha a falta de Ley aplicable, cuando com 
prendan personas, acciones, excepciones 
o cosas que no hayan sido objeto del Jui-
cio, o cuando no comprendan todas, por -
omisión o negativa expresa." 

F.s aparente el equilibrio procesal que ex 

iste en las medios de defensa que pueden hacer valer los 

partleulares frente a los actos de Autoridad y ante los 

Tribuna1 es Administrativos en éste caso el Tribunal Fis 

cal de la Federación, pero ello solo es aparente. 

Ni con la ex i strane ia del Juicio de Sararí 

t * as se puede estab1ecer que exi sta igual cantidad de -



medios por lo« cuales el particular puede hacer valer su 

defensa. 

En el Juicio contencioso administrativo -

se señalan con el carácter de recurso, el de reclamación 

establecido a través del ArhJ culo 7A'? del Códiao Fiscal 

de la Federación, como eJ de Revisión er» tablee ido por el 

Artículo 748 del Códi go de? rof erpncJ &. 

E l Recurso Ue Rer 1 amar \ 6n ored*» an te 1 as 

Sa las Re?glona les en con t. ""a d» I r l.ur:.ton es du 1 Magis 

trado Instruc tor que? desn h* 'I a demanda « 1 con t nstae ión 

o a Iguna prueba , que* det :re ten « 1 sobr ©seim i en t.o del Jui-

c i o o aque l .1 as que rr-.?c ĥ .f-ni 1 a i n v«ric ión del, f- n rcerp . 

Por su par trc. ca 1 R»cu rso d& Revisión pr nr edp pvi r.oni' ra -• 

de .1 as resoluciones de las lAS F ? ' * g l P S que der:r eten 

o niegan sobreseí mi en tos y 1 as Bpri (•, oru:' as definí t ivas 

por vio 1 aciones procesa 1 es cometí cías tiurari' e e2 Juic io -

siempre que afecten las d <-•< .1 recurrente y t ras 

cien dan al sen ti do • del f a 1 lo, o por vi oí. ac iones cometí, 

das en las propias resoluc:iones o sentencias; sin embar-

go la Revisión solamente puede ser interpuesta por la Au 

toridad Administrativa encargada de la defensa ..jurídica, 

es decir por las Autoridades Fiscales a través do sus re 

presentantes, mientras qutf la reclamación al ser un Re 



curso que se establece en contra de resoluciones del Ma-

gistrado Instructor y no de una Sala como Cuerpo Colegia 

do, es un recurso o medio de impugnación establecido en 

el procedimiento contencioso administrativo que pueden -

hacer valer todos los contendientes, es decir tanto a£ 

tor como demandada. 

El Juicio de Garantías, es decir el Jui. 

ció de Amparo tanto bi-instancial ante el Juez de Dístri 

to, o uni-instancial ante la Suprema Corte o Tribunales 

Colegiadas de Circuíto, sólo puede ser interpuesto por -

particulares, es decir por ciudadanos-

Establecidos como son dichos medios de im 

pugnación, en apariencia so encuentra equilibrado el ac-

tuar de las partes que pueden ser contendientes en un -— 

Juicio de Nulidad, puesto que los particulares no tenien 

do acceso al Recurso d© Revisión, estarán en posibilidad 

de interponer un Juicio de Amparo ante Juez de Distrito, 

en las casas de que una Sala Regional emita una Sentón 

cia resolviendo un Recurso de Reclamación en el cual se 

desecha la demanda o se decreta e1 sobreseimiento del 

Juicio, es ducir se confirma P I «sobreseimiento dictada -

por el Magistrado Instructor. 



Por su parte las Autoridades Fiscales en 

los casas de que una Sentencia recalda a un Recurso de — 

Reclamación les fuere perjudicial en el sentido de negar 

el sobreseimiento par desechamiento de una demanda, ten.™ 

drán la posibilidad de acudir ante el Tribunal Colegiado 

del Circuito competente en la Sede de la Sala Regional -

respectiva para impugnar en Revisión dicha Resolución re 

calda a un Recurso de Reclamación. 

Asi mismo para establecer un equi1ibrio — 

de los medios que pueden hacer valer los contendientes, 

se establece en favor de los particulares o ciudadanos a 

través del Articulo 158 de la Ley de Amparo, la posibili. 

dad de acudir en Ampara Directo y esto contra las senten 

cias definitivas emitidas par las Tribunales Administra-

tivos en éste caso el Tribunal F iseal de la Federación, 

par vial ac. iones a 1 as Leyes de 1 proc:edímien to cometidas 

durante la secuela del mismo, siempre que afecten a la -

defensa del quejoso trascendiendo a 1 resultado del fallo 

y por violaciones de garantías cometidas en las propias 

sentencias, asi las cosas, el Recurso de Revisión se es 

tablece también para los efectos de equilibrar los me-

dios de los contendientes y en este caso, las Autorida 

des Administrativas por medio de su unidad encargado de 

la defensa, podrá acudir en Recurso de Revisión ante el 
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Tribunal Colegiado de Circuito competente en la Sede de 

la Sala Regional respectiva,impugnando las sentencias de 

finitivas por violaciones cometidas en las propias reso-

luciones o sentencias, es decir que las mismas causales 

por las que procede el Juicio de Ampara uni~instancial -

que podrán hacer valer los particulares, se establecen — 

también como causales para la procedencia del Recurso de 

Revisión que pueden hacer valer las Autoridades Adminis 

trativas, esto contra el misma acto, es decir con la sen 

tencia definitiva en un Juicio Contencioso-Adminstrati. 

vo. 

Sin embargo el equi1ibrio que existe, tan 

sólo es aparente por las siguientes razones: En los ca 

sos en que el Recurso de Revisión lo interponga la Auto-

ridad Administrativa, en contra de una Sentencia que ha 

ya r&caído a un Recurso de Reclamación en Ja que se nig 

gue el sobreseimiento de un Juicio al resolverse el Re 

curso de Revisión, el Tribunal Colegiado de Circuito en-

cargado de su estudio considere que la Sentencia recu 

rrida en Revisión, es i 1egal y por ende se tenga como — 

consecuencia el que la Sala Regional deje sin efecto las 

Sentencias de Reclamación y que acuerde el sabreseimien 

to del Juicio, al derivar dicha decisión de razonamien 

tos vertidas en un fal lo por el Tribunal Colegiado, tal 



resolución al Recurso de Revisión constituirla la cosa — 

Juzgada, sin que exista medio alguna por el cual un par 

ticular afectado pudiese impugnar di cha resolución a un 

Recurso de Revisión en el caso en comento o hipótesis 

que se establezca? la situación es diferente en el caso 

de que al resolverse un Recurso de? Reclamación éste afee 

tara los intereses de un particular, ya que en el ©paren 

te equilibrio de medias de defensa, el particular ten 

dria que promover la Demanda de Amparo ante un Juez de — 

Distrito y en el caso de obtener resolución favorable 

dictada por el Juez de Distrito, esto no constituirla el 

criterio de cosa juzgada, ya que las Autoridades esta 

rian en aptitud de acudir o recurrir la Sentencia del -

Juez de Distrito mediante la Revisión en Amparo, por lo 

tanto en la forma que se encuentre estructurado el Recur, 

so de Revisión que dispone el Articulo 248 del Código 

Fiscal de la Federación y a la luz del contenido de las 

Artículos 114 y 158 de la Ley de Amparo, el equilibrio 

procesal solamente es aparente, ya que en las circunstan 

cias que se han señalada, la Autoridad tendrá mayor opor 

tunidad de medios para defender lo que a su interés con 

viene, mientras que el particular tal como se demuestra 

con los elementas legales que se señalan, tienen menor -

cantidad de medias procesales para hacer valer sus pre. 

tensiones, por lo que como insisto, el equi1ibrio de me-



dios que se establece solamente es aparente, ya que los 

particulares legalmente se encuentran en desigualdad an 

te las Autoridades Administrativas y el 3o derivado del -

contenido mismo de las disposiciones legales. 



C O N C L U S I O N E S 

En el análisis de las diferentes Legisla, 

ciones y Reformas a la actual me permito manifestar las 

siguientes conclusioness 

PRIMERA.-El Derecho Fiscal es dinámico, 

sin embargo los cambios que ha tenido el Código Fiscal 

de la Federación, desde que inició su vigencia del Jto. 

de Enero de 1938, como la integración de la Ley de Just±_ 

cia Fiscal en el Código Fiscal de 1967 se desarrolló con 

mayor ca lidacl un esquema en el cual los contribuyentes 

gozaron de mayor número de disposiciones que les dieron 

protección y garantía de legalidad y justicia, sin embar 

go a raíz de las reformas que ha sufrido el Código Fis 

cal que rige desde el lo» de enero de 1983, se acentúa 

el rigor y carga contra los contribuyentes. 

PROPUESTA.- El Legislador Fiscal deberia 

replantear *=1 estado actual, pues el detrimento de la 

Economía, no solo ha afectado los intereses del Gobierno 

sino también de los contribuyentes y aunado a ello pre 
% 

tendiendo reducir la carga impositiva, se les acumulan 

año con año mayor número de obligaciones formales, que 

al incumplirse por simple error les generan perjuicios 

irreparables? por ello las cargas deberían balancearse 



con mayor número de derechas a los contribuyentes y ri 

gor a cargo de las autoridades en el cumplimiento de las 

formalidades para desarrollar sus actividades, actos y 

resoluciones. 

SEGUNDA.-Como se ha señalado, en el esque 

ma de recargos y actualización¡, na haya en la Legisl«a 

ción la determinación clara de la figura de la"Actualiza 

ción", ya que la indemnización por el demérito de la mo 

neda, lo constituyen "los recargos". Sin embargo la ac 

tualización al ser ap)icada determina que existe un ajug, 

te entre el va 1 or monetario anterior, -,11 valor monetario 

al momento de efectuarse un paga de contribuciones en mg. 

ra, es decir, existirá siempre el mismo valor tanto al 

inicio y final de la mora pues las contribuciones se 

ajustarán, por lo que no existirá motivo para sostener 

que hay pérdida por el deméri ta monetario, más aún si 

se tama en cuenta que la Actualización no encuentra en 

la Legislación vigente limite alguna en la tasa y perio 

da de tiempo para aplicarse. 

Luego, los recargos a 1 ser la Indemniza 

c ión y api icarse, establecen precisamente que se reparó 

el daño económica sufrida por el demérito de la moneda. 

Aunada a la anterior, existe la aplica 

ción de multas que representan la sanción a la omisión 



por lo tanto, existe exceso para la resarcisión del daño 

económico mientras subsistan "Actualización" y los "Re 

cargos" que constituyen estos últimos y de acuerdo a la 

Ley en vigor la indemnización por el demérito. 

PROPUESTA.-El Legislador Fiscal deberia 

observar los principios de equidad y eliminar de la Le 

gisiación una de las figuras con las que se pretende re 

sarcir el demérito monebario. 

Que subsistan los Recargos y se elimine 

la Actualización o viceversa, pero que la figura que 

subsista no tenga 1 imite de tiempo para su apiicación co 

mo medio de Indemnización o Ajuste al demérito maneta 

río * da acuerdo a tasas reales míentras subsista la Mo. 

ra, para que el adeudo Fiscal mantenga siempre su valor 

real, es decir su valor actualizada» 

TERCERA.-En el Código Fiscal existe una 

pluralidad de exigencias a carao de las Contribuyentes 

(ciudadanos); dichas exigencias y cargas se señalan con 

clara expresión, por el Contrario los derechos que tiene 
« 

el particular además de ser limitados se ven a su vez 

restringidas para su ejereicio y goce por una serie de 

exigencias formales, es decir, para que los Contribuyen 

tes puedan ejercer sus derechos deben cumplir con las 

obligaciones que les 1 imitan el acceso a ellos. 



PROPUESTA.- Es necesario que el Legisla 

dor recuerde que en su extensión y generalidad los Con 

tribuyentes deben gozar de las libertades y tener posibi 

lidad de ejercerlas en forma ordenada sin los rigorismos 

y exigencias que se las restringen, es decir, que el li 

mitado número de Derechos que se consignan en el Código 

Fiscal en favor de los particulares deben de coincidir 

con disposiciones que hagan el f Aci 1 acceso al ejereicio 

y goce de ellos; contrario al sistema actual que es de 

exigencias excesivas que los 1imitan aún mas. 

CUARTA.-Conforme se reforma el Código Fis 

cal de la Federación, se le exigen menos formalidades a 

las Autoridades Fiscales para conducir sus actos y desa 

rrollar sus facultades, de forma que la premisa que pare 

ce querer alcanzar el Legislador Fiscal como si fuera su 

tarea primordial, es mayor 1 ibertad a las Autoridades y 

más requisitos y limitación a los particulares. 

PROPUESTA.-Deberia hacerse un replantea 

miento, el Legislador debe recordar que las Autoridades 

deben ajustar sus actos a las normas Constitucionales, 

en éste sentido, a mayor número de facultades en favor -

de las Autoridades debe coincidir también mayor exigen 

cia en el cumplimiento de los requisitos Constituciona 

les y no el sistema actual en el que incluso se regulan 



figuras que? no son congruentes con la Constitución, como 

se ha señalado en el Capitulo IV de la presente Tésis. 

QUINTA.-Los Recursos Administrativos han 

adoptado una regu1ación que de ninguna forma contiene 

elementos con los cuales pueda afirmarse que fácil i tan a 

los particulares el ejercicio de su derecho a través de 

ellos, pues se observa que la premisa de la que parte el 

Legislador, es, 3a suposición de que los particulares en 

general al tratarse de cuestiones fiscales, tienen todos 

por igual, un grado cultural y escolar elevado, lo que 

no es real de manera alguna. 

PROPUESTA.-Mi criterio particular es la 

eliminación de los Recursos Administrativos, pues es im 

posible que los agentes de la Administración Pública, 

tengan independencia de criterio, tratándose de la reso 

lución a Recursos Administrativos; o bien, que sa regu 

len los existentes en forma más clara y con medidas que 

permitan la interposición de eJlos, sin rigor y exceso 

de formal idades que se tornan en evidentes trampas proce 

sales. 

SEXTA.-El Procedimiento Contencioso es di. 

námico, sin embargo el contenido de los preceptos que en 

el se postulan es reflejo del conjunto de normas que in 

tegran el Código Fiscal de la Federación. 



E ix i s ten requisi tos excesivos para la iri 

terposición contenido y anexos de la demanda Contencioso 

Administrativa, lo que constituye o genera el difícil 
i 

acceso a la obtención de la justicia o el reconocimiento 

de un Derecho. 

Actualmente las causales de anulación Se 

dirigen en el 99% a declarar que las autoridades repitan 

los actos anuíados, es decir, a seña lar la nulidad para 

efectos y solo una causal genera la nulidad 1 isa y lia 

na. 

Los criterios del Tribunal Fiscal para de 

c larar anulaciones • no son concordan tes con los sos ten i. 

dos hasta en Jurisprudenria por )os Tribunales del Poder 

Judicial Federal, pues, algunos vicios que el Tribunal -

declara lo hace para efectos y el Poder Judicial a seña 

lado por esos vicios anulación 1 isa y 11 ana. 

PROPUESTA.-Deberían eliminarse las forma 

lidades excesivas con las cuales se limita la capacidad 

de defensa de los Contribuyentf?s (ciudadanos); el hecho 

de omitir una copia de la demanda genera el desechamien 

to de la acción, de forma, que la intención del Legisla 

dor es evitar la aplicación de la justicia por fallas 

formales en la interposición de una demanda, sin embargo 

las fallas formales de la autoridad sólo generan que el 



Tribunal la© señale pero les permita repetir sus actos o 

resoluciones existiendo una dersigualdad que genera 1 a 

Ley como los criterios del Tribunal Fiscal, pues causas 

por las cuales el Poder Judicial de la Federación con 

cluye con anulaciones lisas y llanas el Tribunal Fiscal 

sin respetar dichos criterios dicta anulaciones para 

efectos y esto es un sistema de contradicción que el Le 

gislador debe eliminar; pero recordando que la parte dé 

bil es el Contribuyente sin pretender ver en cada contri, 

buyente que inicia una defensa a un evasor consumado• 

Por lo tanto, a mayor número de obligaciones y cargas pa 

ra los particulares deberia de coincidir menos exiten-

cias formaloas que les permitan una posibilidad de acceso 

fácil ante el Tribunal Fiscal y no el actual Sistema en 

el cual las fallas de forma implican una sanción excesi-

va como lo es el deseehamíento de la demanda lo que equi. 

vale a no tener en nada intención de que exista la debi. 

da impartición de justicia. 
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